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Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

 

 

Modificaciones que introduce la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y adolescencia 

frente a la violencia, sobre diferentes normas: 

 

 

- Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

- Código Civil. 

- Ley General Penitenciaria. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial. 

- Ley General de Publicidad. 

- Ley de asistencia jurídica gratuita. 

- Ley Orgánica de protección jurídica al menor. 

- Ley Orgánica de Protección Integral contra la Violencia 

de Género. 

- Ley Orgánica de responsabilidad penal de los menores. 

- Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. 

- Ley básica reguladora de la autonomía del paciente y de 

derechos y obligaciones en materia de información y 

documentación clínica. 

- Ley de Jurisdicción Voluntaria. 

- Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica 

la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

- Ley de Enjuiciamiento Civil. 

- Código Penal. 

- Ley de ordenación de las profesiones sanitarias. 
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Disposición final primera. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 

1882. 

 

Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los arts.: 109 bis, 110, 261, 416, 433, 448, 544 ter, 707, 730, 777 y 788   

Se añaden nuevos artículos: 449 bis, 449 ter y 703 bis.  

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la Ley Orgánica 8/2021, 

de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal  

 

 

Ley de Enjuiciamiento Criminal (Real Decreto de 14 de 

septiembre de 1882) 

 

Art. 109 bis 

Ley 

Enjuiciamiento 

criminal  

 

Artículo 109 bis. 

 

1. Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a su 

derecho podrán ejercer la acción penal en cualquier momento 

antes del trámite de calificación del delito, si bien ello no 

permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya 

practicadas antes de su personación. Si se personasen una vez 

transcurrido el término para formular escrito de acusación 

podrán ejercitar la acción penal hasta el inicio del juicio oral 

adhiriéndose al escrito de acusación formulado por el 

Ministerio Fiscal o del resto de las acusaciones personadas. 

 

2. El ejercicio de la acción penal por alguna de las personas 

legitimadas conforme a este artículo no impide su ejercicio 

posterior por cualquier otro de los legitimados. Cuando exista 

 

Artículo 109 bis. 

 

1. Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a su 

derecho podrán ejercer la acción penal en cualquier momento 

antes del trámite de calificación del delito, si bien ello no 

permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas 

antes de su personación. 

 

En el caso de muerte o desaparición de la víctima a consecuencia 

del delito, la acción penal podrá ser ejercida por su cónyuge no 

separado legalmente o de hecho y por los hijos de ésta o del 

cónyuge no separado legalmente o de hecho que en el momento de 

la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ellos; por 

la persona que hasta el momento de la muerte o desaparición 

hubiera estado unida a ella por una análoga relación de 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1882-6036
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1882-6036
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una pluralidad de víctimas, todas ellas podrán personarse 

independientemente con su propia representación. Sin 

embargo, en estos casos, cuando pueda verse afectado el buen 

orden del proceso o el derecho a un proceso sin dilaciones 

indebidas, el Juez o Tribunal, en resolución motivada y tras 

oír a todas las partes, podrá imponer que se agrupen en una 

o varias representaciones y que sean dirigidos por la misma o 

varias defensas, en razón de sus respectivos intereses. 

 

3. La acción penal también podrá ser ejercitada por las 

asociaciones de víctimas y por las personas jurídicas a las que 

la ley reconoce legitimación para defender los derechos de las 

víctimas, siempre que ello fuera autorizado por la víctima del 

delito. 

 

Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir 

u obstaculizar a los miembros de las corporaciones locales el 

ejercicio de sus funciones públicas, podrá también personarse 

en la causa la Administración local en cuyo territorio se 

hubiere cometido el hecho punible. 

afectividad y por los hijos de ésta que en el momento de la muerte 

o desaparición de la víctima convivieran con ella; por sus 

progenitores y parientes en línea recta o colateral dentro del 

tercer grado que se encontraren bajo su guarda, personas sujetas 

a su tutela o curatela o que se encontraren bajo su acogimiento 

familiar. 

 

En caso de no existir los anteriores, podrá ser ejercida por los 

demás parientes en línea recta y por sus hermanos, con 

preferencia, entre ellos, del que ostentará la representación legal 

de la víctima. 

 

2. El ejercicio de la acción penal por alguna de las personas 

legitimadas conforme a este artículo no impide su ejercicio 

posterior por cualquier otro de los legitimados. Cuando exista una 

pluralidad de víctimas, todas ellas podrán personarse 

independientemente con su propia representación. Sin embargo, 

en estos casos, cuando pueda verse afectado el buen orden del 

proceso o el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, el Juez 

o Tribunal, en resolución motivada y tras oír a todas las partes, 

podrá imponer que se agrupen en una o varias representaciones 

y que sean dirigidos por la misma o varias defensas, en razón de 

sus respectivos intereses. 

 

3. La acción penal también podrá ser ejercitada por las 

asociaciones de víctimas y por las personas jurídicas a las que la 

ley reconoce legitimación para defender los derechos de las 

víctimas, siempre que ello fuera autorizado por la víctima del 

delito. 
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Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir u 

obstaculizar a los miembros de las corporaciones locales el 

ejercicio de sus funciones públicas, podrá también personarse en 

la causa la Administración local en cuyo territorio se hubiere 

cometido el hecho punible. 

 

Artículo 110 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 110. 

 

Las personas perjudicadas por un delito que no hubieren 

renunciado a su derecho podrán mostrarse parte en la causa 

si lo hicieran antes del trámite de calificación del delito y 

ejercitar las acciones civiles que procedan, según les 

conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las 

actuaciones. Si se personasen una vez transcurrido el término 

para formular escrito de acusación podrán ejercitar la acción 

penal hasta el inicio del juicio oral adhiriéndose al escrito de 

acusación formulado por el Ministerio Fiscal o del resto de las 

acusaciones personadas. 

Aun cuando las personas perjudicadas no se muestren parte 

en la causa, no por esto se entiende que renuncian al derecho 

de restitución, reparación o indemnización que a su favor 

puede acordarse en sentencia firme, siendo necesario que la 

renuncia de este derecho se haga en su caso de una manera 

clara y terminante. 

 

Artículo 110. 

 

Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren renunciado 

a su derecho podrán mostrarse parte en la causa si lo hicieran 

antes del trámite de calificación del delito y ejercitar las acciones 

civiles que procedan, según les conviniere, sin que por ello se 

retroceda en el curso de las actuaciones. 

 

Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la causa, no 

por esto se entiende que renuncian al derecho de restitución, 

reparación o indemnización que a su favor puede acordarse en 

sentencia firme, siendo necesario que la renuncia de este derecho 

se haga en su caso de una manera clara y terminante. 

 

Artículo 261 

Ley de 

 

Artículo 261. 

 

Tampoco estarán obligados a denunciar: 

 

Artículo 261. 

 

Tampoco estarán obligados a denunciar: 
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Enjuiciamiento 

Criminal 

 

1.º Quien sea cónyuge del delincuente no separado legalmente 

o de hecho o la persona que conviva con él en análoga relación 

de afectividad. 

 

2.º Quienes sean ascendientes y descendientes del 

delincuente y sus parientes colaterales hasta el segundo 

grado inclusive. 

 

Esta disposición no será aplicable cuando se trate de un delito 

contra la vida, de un delito de homicidio, de un delito de 

lesiones de los artículos 149 y 150 del Código Penal, de un 

delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2 del 

Código Penal, de un delito contra la libertad o contra la 

libertad e indemnidad sexual o de un delito de trata de seres 

humanos y la víctima del delito sea una persona menor de 

edad o una persona con discapacidad necesitada de especial 

protección. 

 

1.º El cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho 

o la persona que conviva con él en análoga relación de afectividad. 

 

2.º Los ascendientes y descendientes del delincuente y sus 

parientes colaterales hasta el segundo grado inclusive. 

 

Artículo 416 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 416. 

 

Están dispensados de la obligación de declarar: 

 

1. Los parientes del procesado en líneas directa ascendente y 

descendente, su cónyuge o persona unida por relación de 

hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos consanguíneos 

o uterinos y los colaterales consanguíneos hasta el segundo 

grado civil, así como los parientes a que se refiere el número 

3 del artículo 261. El Juez instructor advertirá al testigo que 

 

Artículo 416. 

 

Están dispensados de la obligación de declarar: 

 

1. Los parientes del procesado en líneas directa ascendente y 

descendente, su cónyuge o persona unida por relación de hecho 

análoga a la matrimonial, sus hermanos consanguíneos o uterinos 

y los colaterales consanguíneos hasta el segundo grado civil, así 

como los parientes a que se refiere el número 3 del artículo 261. 

 



 

 

LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA FRENTE A LA VIOLENCIA 
 

CUADRO COMPARATIVO 

 

NORMATIVA 

6 
 

Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

se halle comprendido en el párrafo anterior que no tiene 

obligación de declarar en contra del procesado; pero que 

puede hacer las manifestaciones que considere oportunas, y 

el Letrado de la Administración de Justicia consignará la 

contestación que diere a esta advertencia. 

 

Lo dispuesto en el apartado anterior no se aplicará en los 

siguientes casos: 

 

1.º Cuando el testigo tenga atribuida la representación legal 

o guarda de hecho de la víctima menor de edad o con 

discapacidad necesitada de especial protección. 

 

2.º Cuando se trate de un delito grave, el testigo sea mayor de 

edad y la víctima sea una persona menor de edad o una 

persona con discapacidad necesitada de especial protección. 

 

3.º Cuando por razón de su edad o discapacidad el testigo no 

pueda comprender el sentido de la dispensa. A tal efecto, el 

juez oirá previamente a la persona afectada, pudiendo 

recabar el auxilio de peritos para resolver. 

 

4.º Cuando el testigo esté o haya estado personado en el 

procedimiento como acusación particular. 

 

5.º Cuando el testigo haya aceptado declarar durante el 

procedimiento después de haber sido debidamente informado 

de su derecho a no hacerlo. 

 

El Juez instructor advertirá al testigo que se halle comprendido 

en el párrafo anterior que no tiene obligación de declarar en 

contra del procesado; pero que puede hacer las manifestaciones 

que considere oportunas, y el Secretario judicial consignará la 

contestación que diere a esta advertencia. 

 

2. El Abogado del procesado respecto a los hechos que éste le 

hubiese confiado en su calidad de defensor. 

 

Si alguno de los testigos se encontrase en las relaciones indicadas 

en los párrafos precedentes con uno o varios de los procesados, 

estará obligado a declarar respecto a los demás, a no ser que su 

declaración pudiera comprometer a su pariente o defendido. 

 

3. Los traductores e intérpretes de las conversaciones y 

comunicaciones entre el imputado, procesado o acusado y las 

personas a que se refiere el apartado anterior, con relación a los 

hechos a que estuviera referida su traducción o interpretación. 
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Artículo 433 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 433. 

Se suprime el párrafo cuarto 

 

Al presentarse a declarar, los testigos entregarán al 

secretario la copia de la cédula de citación. 

 

Los testigos mayores de edad penal prestarán juramento o 

promesa de decir todo lo que supieren respecto a lo que les 

fuere preguntado, estando el Juez obligado a informarles, en 

un lenguaje claro y comprensible, de la obligación que tienen 

de ser veraces y de la posibilidad de incurrir en un delito de 

falso testimonio en causa criminal. 

 

Los testigos que, de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto 

de la Víctima del Delito, tengan la condición de víctimas del 

delito, podrán hacerse acompañar por su representante legal 

y por una persona de su elección durante la práctica de estas 

diligencias, salvo que en este último caso, motivadamente, se 

resuelva lo contrario por el Juez de Instrucción para 

garantizar el correcto desarrollo de la misma. 

 

En el caso de los testigos menores de edad o personas con la 

capacidad judicialmente modificada, el Juez de Instrucción 

podrá acordar, cuando a la vista de la falta de madurez de la 

víctima resulte necesario para evitar causarles graves 

perjuicios, que se les tome declaración mediante la 

intervención de expertos y con intervención del Ministerio 

Fiscal. Con esta finalidad, podrá acordarse también que las 

 

Artículo 433. 

 

Al presentarse a declarar, los testigos entregarán al secretario la 

copia de la cédula de citación. 

 

Los testigos mayores de edad penal prestarán juramento o 

promesa de decir todo lo que supieren respecto a lo que les fuere 

preguntado, estando el Juez obligado a informarles, en un 

lenguaje claro y comprensible, de la obligación que tienen de ser 

veraces y de la posibilidad de incurrir en un delito de falso 

testimonio en causa criminal. 

 

Los testigos que, de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de la 

Víctima del Delito, tengan la condición de víctimas del delito, 

podrán hacerse acompañar por su representante legal y por una 

persona de su elección durante la práctica de estas diligencias, 

salvo que en este último caso, motivadamente, se resuelva lo 

contrario por el Juez de Instrucción para garantizar el correcto 

desarrollo de la misma. 

 

En el caso de los testigos menores de edad o personas con la 

capacidad judicialmente modificada, el Juez de Instrucción podrá 

acordar, cuando a la vista de la falta de madurez de la víctima 

resulte necesario para evitar causarles graves perjuicios, que se 

les tome declaración mediante la intervención de expertos y con 

intervención del Ministerio Fiscal. Con esta finalidad, podrá 

acordarse también que las preguntas se trasladen a la víctima 

directamente por los expertos o, incluso, excluir o limitar la 



 

 

LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA FRENTE A LA VIOLENCIA 
 

CUADRO COMPARATIVO 

 

NORMATIVA 

8 
 

Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

preguntas se trasladen a la víctima directamente por los 

expertos o, incluso, excluir o limitar la presencia de las partes 

en el lugar de la exploración de la víctima. En estos casos, el 

Juez dispondrá lo necesario para facilitar a las partes la 

posibilidad de trasladar preguntas o de pedir aclaraciones a 

la víctima, siempre que ello resulte posible. 

 

presencia de las partes en el lugar de la exploración de la víctima. 

En estos casos, el Juez dispondrá lo necesario para facilitar a las 

partes la posibilidad de trasladar preguntas o de pedir 

aclaraciones a la víctima, siempre que ello resulte posible. 

 

El Juez ordenará la grabación de la declaración por medios 

audiovisuales. 

 

Artículo 448 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 448. 

Se suprime el párrafo tercero 

 

Si el testigo manifestare, al hacerle la prevención referida en 

el artículo 446, la imposibilidad de concurrir por haber de 

ausentarse del territorio nacional, y también en el caso en que 

hubiere motivo racionalmente bastante para temer su muerte 

o incapacidad física o intelectual antes de la apertura del 

juicio oral, el Juez instructor mandará practicar 

inmediatamente la declaración, asegurando en todo caso la 

posibilidad de contradicción de las partes. Para ello, el 

secretario judicial hará saber al reo que nombre abogado en 

el término de veinticuatro horas, si aún no lo tuviere, o de lo 

contrario, que se le nombrará de oficio, para que le aconseje 

en el acto de recibir la declaración del testigo. Transcurrido 

dicho término, el Juez recibirá juramento y volverá a 

examinar a éste, a presencia del procesado y de su abogado 

defensor y a presencia, asimismo, del Fiscal y del querellante, 

si quisieren asistir al acto, permitiendo a éstos hacerle 

cuantas repreguntas tengan por conveniente, excepto las que 

el Juez desestime como manifiestamente impertinentes. 

 

Artículo 448. 

 

Si el testigo manifestare, al hacerle la prevención referida en el 

artículo 446, la imposibilidad de concurrir por haber de 

ausentarse del territorio nacional, y también en el caso en que 

hubiere motivo racionalmente bastante para temer su muerte o 

incapacidad física o intelectual antes de la apertura del juicio oral, 

el Juez instructor mandará practicar inmediatamente la 

declaración, asegurando en todo caso la posibilidad de 

contradicción de las partes. Para ello, el secretario judicial hará 

saber al reo que nombre abogado en el término de veinticuatro 

horas, si aún no lo tuviere, o de lo contrario, que se le nombrará 

de oficio, para que le aconseje en el acto de recibir la declaración 

del testigo. Transcurrido dicho término, el Juez recibirá 

juramento y volverá a examinar a éste, a presencia del procesado 

y de su abogado defensor y a presencia, asimismo, del Fiscal y del 

querellante, si quisieren asistir al acto, permitiendo a éstos 

hacerle cuantas repreguntas tengan por conveniente, excepto las 

que el Juez desestime como manifiestamente impertinentes. 
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La declaración de los testigos menores de edad y de las 

personas con capacidad judicialmente modificada podrá 

llevarse a cabo evitando la confrontación visual de los mismos 

con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio técnico 

que haga posible la práctica de esta prueba. 

 

Por el Secretario judicial se consignarán las contestaciones a estas 

preguntas, y esta diligencia será firmada por todos los asistentes. 

 

La declaración de los testigos menores de edad y de las personas 

con capacidad judicialmente modificada podrá llevarse a cabo 

evitando la confrontación visual de los mismos con el inculpado, 

utilizando para ello cualquier medio técnico que haga posible la 

práctica de esta prueba. 

 

 

Nuevo artículo 

449 bis Ley 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 449 bis 

 

Cuando, en los casos legalmente previstos, la autoridad judicial acuerde la práctica de la declaración del testigo como prueba 

preconstituida, la misma deberá desarrollarse de conformidad con los requisitos establecidos en este artículo. 

La autoridad judicial garantizará el principio de contradicción en la práctica de la declaración. La ausencia de la persona 

investigada debidamente citada no impedirá la práctica de la prueba preconstituida si bien su defensa letrada, en todo caso, 

deberá estar presente. 

En caso de incomparecencia injustificada del defensor de la persona investigada o cuando haya razones de urgencia para proceder 

inmediatamente, el acto se sustanciará con el abogado de oficio expresamente designado al efecto. 

La autoridad judicial asegurará la documentación de la declaración en soporte apto para la grabación del sonido y la imagen, 

debiendo el Letrado de la Administración de Justicia, de forma inmediata, comprobar la calidad de la grabación audiovisual. Se 

acompañará acta sucinta autorizada por el Letrado de la Administración de Justicia, que contendrá la identificación y firma de 

todas las personas intervinientes en la prueba preconstituida. 

Para la valoración de la prueba preconstituida obtenida conforme a lo previsto en los párrafos anteriores, se estará a lo dispuesto 

en el artículo 730.2. 
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Nuevo artículo 

449 ter Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 449 ter 

 

Cuando una persona menor de catorce años o una persona con discapacidad necesitada de especial protección deba intervenir en 

condición de testigo en un procedimiento judicial que tenga por objeto la instrucción de un delito de homicidio, lesiones, contra la 

libertad, contra la integridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, contra la intimidad, contra 

las relaciones familiares, relativos al ejercicio de derechos fundamentales y libertades públicas, de organizaciones y grupos 

criminales y terroristas y de terrorismo, la autoridad judicial acordará, en todo caso, practicar la exploración como prueba 

preconstituida, con todas las garantías de la práctica de prueba en el juicio oral y de conformidad con lo establecido en el artículo 

anterior. 

Este proceso se realizará con todas las garantías de accesibilidad y apoyos necesarios. 

La autoridad judicial podrá acordar que la exploración se practique a través de personas expertas. En este caso, las partes 

trasladarán a la autoridad judicial las preguntas que estimen oportunas quien, previo control de su pertinencia y utilidad se las 

facilitará a las personas expertas. Una vez realizada la exploración, las partes podrán interesar, en los mismos términos, 

aclaraciones al testigo. 

Para el supuesto de que la persona investigada estuviere presente en la exploración se evitará su confrontación visual con el 

testigo, utilizando para ello, si fuese necesario, cualquier medio técnico. 

Las medidas previstas en este artículo podrán ser aplicables cuando el delito tenga la consideración de leve. 

 

 

 

Artículo 544 

ter Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

Artículo 544 ter. 

 

1. El Juez de Instrucción dictará orden de protección para las 

víctimas de violencia doméstica en los casos en que, 

existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta 

contra la vida, integridad física o moral, libertad sexual, 

libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas 

 

Artículo 544 ter. 

 

1. El Juez de Instrucción dictará orden de protección para las 

víctimas de violencia doméstica en los casos en que, existiendo 

indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, 

integridad física o moral, libertad sexual, libertad o seguridad de 

alguna de las personas mencionadas en el artículo 173.2 del 
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en el artículo 173.2 del Código Penal, resulte una situación 

objetiva de riesgo para la víctima que requiera la adopción de 

alguna de las medidas de protección reguladas en este 

artículo. 

 

2. La orden de protección será acordada por el juez de oficio o 

a instancia de la víctima o persona que tenga con ella alguna 

de las relaciones indicadas en el apartado anterior, o del 

Ministerio Fiscal. 

 

Sin perjuicio del deber general de denuncia previsto en el 

artículo 262 de esta ley, las entidades u organismos 

asistenciales, públicos o privados, que tuvieran conocimiento 

de alguno de los hechos mencionados en el apartado anterior 

deberán ponerlos inmediatamente en conocimiento del juez 

de guardia o del Ministerio Fiscal con el fin de que se pueda 

incoar o instar el procedimiento para la adopción de la orden 

de protección. 

 

3. La orden de protección podrá solicitarse directamente ante 

la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal, o bien ante las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las oficinas de atención a la 

víctima o los servicios sociales o instituciones asistenciales 

dependientes de las Administraciones públicas. Dicha 

solicitud habrá de ser remitida de forma inmediata al juez 

competente. En caso de suscitarse dudas acerca de la 

competencia territorial del juez, deberá iniciar y resolver el 

procedimiento para la adopción de la orden de protección el 

juez ante el que se haya solicitado ésta, sin perjuicio de 

Código Penal, resulte una situación objetiva de riesgo para la 

víctima que requiera la adopción de alguna de las medidas de 

protección reguladas en este artículo. 

 

2. La orden de protección será acordada por el juez de oficio o a 

instancia de la víctima o persona que tenga con ella alguna de las 

relaciones indicadas en el apartado anterior, o del Ministerio 

Fiscal. 

 

Sin perjuicio del deber general de denuncia previsto en el artículo 

262 de esta ley, las entidades u organismos asistenciales, públicos 

o privados, que tuvieran conocimiento de alguno de los hechos 

mencionados en el apartado anterior deberán ponerlos 

inmediatamente en conocimiento del juez de guardia o del 

Ministerio Fiscal con el fin de que se pueda incoar o instar el 

procedimiento para la adopción de la orden de protección. 

 

3. La orden de protección podrá solicitarse directamente ante la 

autoridad judicial o el Ministerio Fiscal, o bien ante las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, las oficinas de atención a la víctima o los 

servicios sociales o instituciones asistenciales dependientes de las 

Administraciones públicas. Dicha solicitud habrá de ser remitida 

de forma inmediata al juez competente. En caso de suscitarse 

dudas acerca de la competencia territorial del juez, deberá iniciar 

y resolver el procedimiento para la adopción de la orden de 

protección el juez ante el que se haya solicitado ésta, sin perjuicio 

de remitir con posterioridad las actuaciones a aquel que resulte 

competente. 
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remitir con posterioridad las actuaciones a aquel que resulte 

competente. 

 

Los servicios sociales y las instituciones referidas 

anteriormente facilitarán a las víctimas de la violencia 

doméstica a las que hubieran de prestar asistencia la 

solicitud de la orden de protección, poniendo a su disposición 

con esta finalidad información, formularios y, en su caso, 

canales de comunicación telemáticos con la Administración 

de Justicia y el Ministerio Fiscal. 

 

4. Recibida la solicitud de orden de protección, el Juez de 

guardia, en los supuestos mencionados en el apartado 1 de 

este artículo, convocará a una audiencia urgente a la víctima 

o su representante legal, al solicitante y al presunto agresor, 

asistido, en su caso, de Abogado. Asimismo será convocado el 

Ministerio Fiscal. 

 

Esta audiencia se podrá sustanciar simultáneamente con la 

prevista en el artículo 505 cuando su convocatoria fuera 

procedente, con la audiencia regulada en el artículo 798 en 

aquellas causas que se tramiten conforme al procedimiento 

previsto en el Título III del Libro IV de esta Ley o, en su caso, 

con el acto del juicio de faltas. Cuando excepcionalmente no 

fuese posible celebrar la audiencia durante el servicio de 

guardia, el Juez ante el que hubiera sido formulada la 

solicitud la convocará en el plazo más breve posible. En 

cualquier caso la audiencia habrá de celebrarse en un plazo 

Los servicios sociales y las instituciones referidas anteriormente 

facilitarán a las víctimas de la violencia doméstica a las que 

hubieran de prestar asistencia la solicitud de la orden de 

protección, poniendo a su disposición con esta finalidad 

información, formularios y, en su caso, canales de comunicación 

telemáticos con la Administración de Justicia y el Ministerio 

Fiscal. 

 

4. Recibida la solicitud de orden de protección, el Juez de guardia, 

en los supuestos mencionados en el apartado 1 de este artículo, 

convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante 

legal, al solicitante y al presunto agresor, asistido, en su caso, de 

Abogado. Asimismo será convocado el Ministerio Fiscal. 

 

Esta audiencia se podrá sustanciar simultáneamente con la 

prevista en el artículo 505 cuando su convocatoria fuera 

procedente, con la audiencia regulada en el artículo 798 en 

aquellas causas que se tramiten conforme al procedimiento 

previsto en el Título III del Libro IV de esta Ley o, en su caso, con 

el acto del juicio de faltas. Cuando excepcionalmente no fuese 

posible celebrar la audiencia durante el servicio de guardia, el 

Juez ante el que hubiera sido formulada la solicitud la convocará 

en el plazo más breve posible. En cualquier caso la audiencia 

habrá de celebrarse en un plazo máximo de setenta y dos horas 

desde la presentación de la solicitud. 

 

Durante la audiencia, el Juez de guardia adoptará las medidas 

oportunas para evitar la confrontación entre el presunto agresor 

y la víctima, sus hijos y los restantes miembros de la familia. A 
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máximo de setenta y dos horas desde la presentación de la 

solicitud. 

 

Durante la audiencia, el Juez de guardia adoptará las 

medidas oportunas para evitar la confrontación entre el 

presunto agresor y la víctima, sus hijos y los restantes 

miembros de la familia. A estos efectos dispondrá que su 

declaración en esta audiencia se realice por separado. 

 

Celebrada la audiencia, el Juez de guardia resolverá 

mediante auto lo que proceda sobre la solicitud de la orden de 

protección, así como sobre el contenido y vigencia de las 

medidas que incorpore. Sin perjuicio de ello, el Juez de 

instrucción podrá adoptar en cualquier momento de la 

tramitación de la causa las medidas previstas en el artículo 

544 bis. 

 

5. La orden de protección confiere a la víctima de los hechos 

mencionados en el apartado 1 un estatuto integral de 

protección que comprenderá las medidas cautelares de orden 

civil y penal contempladas en este artículo y aquellas otras 

medidas de asistencia y protección social establecidas en el 

ordenamiento jurídico. 

 

La orden de protección podrá hacerse valer ante cualquier 

autoridad y Administración pública. 

 

6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán consistir 

en cualesquiera de las previstas en la legislación procesal 

estos efectos dispondrá que su declaración en esta audiencia se 

realice por separado. 

 

Celebrada la audiencia, el Juez de guardia resolverá mediante 

auto lo que proceda sobre la solicitud de la orden de protección, 

así como sobre el contenido y vigencia de las medidas que 

incorpore. Sin perjuicio de ello, el Juez de instrucción podrá 

adoptar en cualquier momento de la tramitación de la causa las 

medidas previstas en el artículo 544 bis. 

 

5. La orden de protección confiere a la víctima de los hechos 

mencionados en el apartado 1 un estatuto integral de protección 

que comprenderá las medidas cautelares de orden civil y penal 

contempladas en este artículo y aquellas otras medidas de 

asistencia y protección social establecidas en el ordenamiento 

jurídico. 

 

La orden de protección podrá hacerse valer ante cualquier 

autoridad y Administración pública. 

 

6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán consistir en 

cualesquiera de las previstas en la legislación procesal criminal. 

Sus requisitos, contenido y vigencia serán los establecidos con 

carácter general en esta ley. Se adoptarán por el juez de 

instrucción atendiendo a la necesidad de protección integral e 

inmediata de la víctima. 

 

7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la 

víctima o su representante legal, o bien por el Ministerio Fiscal 
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criminal. Sus requisitos, contenido y vigencia serán los 

establecidos con carácter general en esta ley. Se adoptarán 

por el juez de instrucción atendiendo a la necesidad de 

protección integral e inmediata de la víctima y, en su caso, de 

las personas sometidas a su patria potestad, tutela, curatela, 

guarda o acogimiento. 

 

7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por 

la víctima o su representante legal, o bien por el Ministerio 

Fiscal cuando existan hijos menores o personas con la 

capacidad judicialmente modificada, determinando su 

régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas 

complementarias a ellas que fueran precisas, siempre que no 

hubieran sido previamente acordadas por un órgano del 

orden jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas 

previstas en el artículo 158 del Código Civil. Cuando existan 

menores o personas con discapacidad necesitadas de especial 

protección que convivan con la víctima y dependan de ella, el 

Juez deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, sobre 

la pertenencia de la adopción de las referidas medidas. 

Estas medidas podrán consistir en la forma en que se ejercerá 

la patria potestad, acogimiento, tutela, curatela o guarda de 

hecho, atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, 

determinar el régimen de guarda y custodia, suspensión o 

mantenimiento del régimen de visitas, comunicación y 

estancia con los menores o personas con discapacidad 

necesitadas de especial protección, el régimen de prestación 

de alimentos, así como cualquier disposición que se considere 

cuando existan hijos menores o personas con la capacidad 

judicialmente modificada, determinando su régimen de 

cumplimiento y, si procediera, las medidas complementarias a 

ellas que fueran precisas, siempre que no hubieran sido 

previamente acordadas por un órgano del orden jurisdiccional 

civil, y sin perjuicio de las medidas previstas en el artículo 158 del 

Código Civil. Cuando existan menores o personas con capacidad 

judicialmente modificada que convivan con la víctima y dependan 

de ella, el Juez deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, 

sobre la pertinencia de la adopción de las referidas medidas. 

 

Estas medidas podrán consistir en la atribución del uso y disfrute 

de la vivienda familiar, determinar el régimen de guarda y 

custodia, visitas, comunicación y estancia con los menores o 

personas con la capacidad judicialmente modificada, el régimen 

de prestación de alimentos, así como cualquier disposición que se 

considere oportuna a fin de apartarles de un peligro o de evitarles 

perjuicios. 

 

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de protección 

tendrán una vigencia temporal de 30 días. Si dentro de este plazo 

fuese incoado a instancia de la víctima o de su representante legal 

un proceso de familia ante la jurisdicción civil, las medidas 

adoptadas permanecerán en vigor durante los treinta días 

siguientes a la presentación de la demanda. En este término las 

medidas deberán ser ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto 

por el Juez de primera instancia que resulte competente. 
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oportuna a fin de apartarles de un peligro o de evitarles 

perjuicios. 

Cuando se dicte una orden de protección con medidas de 

contenido penal y existieran indicios fundados de que los hijos 

e hijas menores de edad hubieran presenciado, sufrido o 

convivido con la violencia a la que se refiere el apartado 1 de 

este artículo, la autoridad judicial, de oficio o a instancia de 

parte, suspenderá el régimen de visitas, estancia, relación o 

comunicación del inculpado respecto de los menores que 

dependan de él. No obstante, a instancia de parte, la 

autoridad judicial podrá no acordar la suspensión mediante 

resolución motivada en el interés superior del menor y previa 

evaluación de la situación de la relación paternofilial. 

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de 

protección tendrán una vigencia temporal de treinta días. Si 

dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víctima o 

de su representante legal un proceso de familia ante la 

jurisdicción civil, las medidas adoptadas permanecerán en 

vigor durante los treinta días siguientes a la presentación de 

la demanda. En este término las medidas deberán ser 

ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el Juez de 

primera instancia que resulte competente.  

 

8. La orden de protección será notificada a las partes, y 

comunicada por el Secretario judicial inmediatamente, 

mediante testimonio íntegro, a la víctima y a las 

Administraciones públicas competentes para la adopción de 

medidas de protección, sean éstas de seguridad o de 

asistencia social, jurídica, sanitaria, psicológica o de 

8. La orden de protección será notificada a las partes, y 

comunicada por el Secretario judicial inmediatamente, mediante 

testimonio íntegro, a la víctima y a las Administraciones públicas 

competentes para la adopción de medidas de protección, sean 

éstas de seguridad o de asistencia social, jurídica, sanitaria, 

psicológica o de cualquier otra índole. A estos efectos se 

establecerá reglamentariamente un sistema integrado de 

coordinación administrativa que garantice la agilidad de estas 

comunicaciones. 

 

9. La orden de protección implicará el deber de informar 

permanentemente a la víctima sobre la situación procesal del 

investigado o encausado así como sobre el alcance y vigencia de 

las medidas cautelares adoptadas. En particular, la víctima será 

informada en todo momento de la situación penitenciaria del 

presunto agresor. A estos efectos se dará cuenta de la orden de 

protección a la Administración penitenciaria. 

 

10. La orden de protección será inscrita en el Registro Central 

para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica y de 

Género. 

 

11. En aquellos casos en que durante la tramitación de un 

procedimiento penal en curso surja una situación de riesgo para 

alguna de las personas vinculadas con el investigado o encausado 

por alguna de las relaciones indicadas en el apartado 1 de este 

artículo, el Juez o Tribunal que conozca de la causa podrá acordar 

la orden de protección de la víctima con arreglo a lo establecido en 

los apartados anteriores. 
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cualquier otra índole. A estos efectos se establecerá 

reglamentariamente un sistema integrado de coordinación 

administrativa que garantice la agilidad de estas 

comunicaciones. 

 

9. La orden de protección implicará el deber de informar 

permanentemente a la víctima sobre la situación procesal del 

investigado o encausado así como sobre el alcance y vigencia 

de las medidas cautelares adoptadas. En particular, la 

víctima será informada en todo momento de la situación 

penitenciaria del presunto agresor. A estos efectos se dará 

cuenta de la orden de protección a la Administración 

penitenciaria. 

 

10. La orden de protección será inscrita en el Registro Central 

para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica 

y de Género. 

 

11. En aquellos casos en que durante la tramitación de un 

procedimiento penal en curso surja una situación de riesgo 

para alguna de las personas vinculadas con el investigado o 

encausado por alguna de las relaciones indicadas en el 

apartado 1 de este artículo, el Juez o Tribunal que conozca de 

la causa podrá acordar la orden de protección de la víctima 

con arreglo a lo establecido en los apartados anteriores. 
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Nuevo artículo 

703 bis Ley 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

 

Artículo 703 bis. 

 

Cuando en fase de instrucción, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 449 bis y siguientes, se haya practicado como prueba 

preconstituida la declaración de un testigo, se procederá, a instancia de la parte interesada, a la reproducción en la vista de la 

grabación audiovisual, de conformidad con el artículo 730.2, sin que sea necesaria la presencia del testigo en la vista. 

En los supuestos previstos en el artículo 449 ter, la autoridad judicial solo podrá acordar la intervención del testigo en el acto del 

juicio, con carácter excepcional, cuando sea interesada por alguna de las partes y considerada necesaria en resolución motivada. 

En todo caso, la autoridad judicial encargada del enjuiciamiento, a instancia de parte, podrá acordar su intervención en la vista 

cuando la prueba preconstituida no reúna todos los requisitos previstos en el artículo 449 bis y cause indefensión a alguna de las 

partes. 

 

 

 

Artículo 707 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

 

Artículo 707  

 

Todos los testigos están obligados a declarar lo que supieren 

sobre lo que les fuere preguntado, con excepción de las 

personas expresadas en los artículos 416, 417 y 418, en sus 

respectivos casos. 

 

Fuera de los casos previstos en el artículo 703 bis, cuando una 

persona menor de dieciocho años o una persona con 

discapacidad necesitada de especial protección deba 

intervenir en el acto del juicio, su declaración se llevará a 

cabo, cuando resulte necesario para impedir o reducir los 

perjuicios que para ella puedan derivar del desarrollo del 

proceso o de la práctica de la diligencia, evitando la 

 

Artículo 707. 

 

Todos los testigos están obligados a declarar lo que supieren sobre 

lo que les fuere preguntado, con excepción de las personas 

expresadas en los artículos 416, 417 y 418, en sus respectivos 

casos. 

 

La declaración de los testigos menores de edad o con discapacidad 

necesitados de especial protección, se llevará a cabo, cuando 

resulte necesario para impedir o reducir los perjuicios que para 

ellos puedan derivar del desarrollo del proceso o de la práctica de 

la diligencia, evitando la confrontación visual de los mismos con 

el inculpado. Con este fin podrá ser utilizado cualquier medio 

técnico que haga posible la práctica de esta prueba, incluyéndose 
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confrontación visual con la persona inculpada. Con este fin 

podrá ser utilizado cualquier medio técnico que haga posible 

la práctica de esta prueba, incluyéndose la posibilidad de que 

los testigos puedan ser oídos sin estar presentes en la sala 

mediante la utilización de tecnologías de la comunicación 

accesible. 

 

Estas medidas serán igualmente aplicables a las 

declaraciones de las víctimas cuando de su evaluación inicial 

o posterior derive la necesidad de estas medidas de 

protección. 

la posibilidad de que los testigos puedan ser oídos sin estar 

presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la 

comunicación. 

 

Estas medidas serán igualmente aplicables a las declaraciones de 

las víctimas cuando de su evaluación inicial o posterior derive la 

necesidad de estas medidas de protección. 

 

Artículo 730 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

 

Artículo 730. 

 

1. Podrán también leerse o reproducirse a instancia de 

cualquiera de las partes las diligencias practicadas en el 

sumario, que, por causas independientes de la voluntad de 

aquellas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral. 

 

2. A instancia de cualquiera de las partes, se podrá reproducir 

la grabación audiovisual de la declaración de la víctima o 

testigo practicada como prueba preconstituida durante la fase 

de instrucción conforme a lo dispuesto en el artículo 449 bis. 

 

Artículo 730. 

 

Podrán también leerse o reproducirse a instancia de cualquiera 

de las partes las diligencias practicadas en el sumario, que, por 

causas independientes de la voluntad de aquéllas, no puedan ser 

reproducidas en el juicio oral, y las declaraciones recibidas de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 448 durante la fase de 

investigación a las víctimas menores de edad y a las víctimas con 

discapacidad necesitadas de especial protección. 

 

 

Artículo 777 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

 

Artículo 777. 

 

1. El Juez ordenará a la Policía Judicial o practicará por sí las 

diligencias necesarias encaminadas a determinar la 

naturaleza y circunstancias del hecho, las personas que en él 

 

Artículo 777. 

 

1. El Juez ordenará a la Policía Judicial o practicará por sí las 

diligencias necesarias encaminadas a determinar la naturaleza y 

circunstancias del hecho, las personas que en él hayan participado 
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hayan participado y el órgano competente para el 

enjuiciamiento, dando cuenta al Ministerio Fiscal de su 

incoación y de los hechos que la determinen. Se emplearán 

para ello los medios comunes y ordinarios que establece esta 

Ley, con las modificaciones establecidas en el presente Título. 

 

2. Cuando, por razón del lugar de residencia de un testigo o 

víctima, o por otro motivo, fuere de temer razonablemente 

que una prueba no podrá practicarse en el juicio oral, o 

pudiera motivar su suspensión, el Juez de Instrucción 

practicará inmediatamente la misma, asegurando en todo 

caso la posibilidad de contradicción de las partes. 

Dicha diligencia deberá documentarse en soporte apto para 

la grabación y reproducción del sonido y de la imagen o por 

medio de acta autorizada por el Secretario judicial, con 

expresión de los intervinientes. 

 

A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte 

a quien interese deberá instar en el juicio oral la reproducción 

de la grabación o la lectura literal de la diligencia, en los 

términos del artículo 730. 

 

3. Cuando una persona menor de catorce años o una persona 

con discapacidad necesitada de especial protección deba 

intervenir en condición de testigo, será de aplicación lo 

dispuesto en el artículo 449 ter, debiendo la autoridad judicial 

practicar prueba preconstituida, siempre que el objeto del 

procedimiento sea la instrucción de alguno de los delitos 

relacionados en tal artículo. 

y el órgano competente para el enjuiciamiento, dando cuenta al 

Ministerio Fiscal de su incoación y de los hechos que la 

determinen. Se emplearán para ello los medios comunes y 

ordinarios que establece esta Ley, con las modificaciones 

establecidas en el presente Título. 

 

2. Cuando, por razón del lugar de residencia de un testigo o 

víctima, o por otro motivo, fuere de temer razonablemente que 

una prueba no podrá practicarse en el juicio oral, o pudiera 

motivar su suspensión, el Juez de Instrucción practicará 

inmediatamente la misma, asegurando en todo caso la posibilidad 

de contradicción de las partes. 

 

Dicha diligencia deberá documentarse en soporte apto para la 

grabación y reproducción del sonido y de la imagen o por medio de 

acta autorizada por el Secretario judicial, con expresión de los 

intervinientes. 

 

A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte a 

quien interese deberá instar en el juicio oral la reproducción de la 

grabación o la lectura literal de la diligencia, en los términos del 

artículo 730. 
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A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte 

a quien interese deberá instar en el juicio oral la reproducción 

de la grabación audiovisual, en los términos del artículo 

730.2. 

 

Artículo 788 

Ley de 

Enjuiciamiento 

Criminal 

 

 

Artículo 788. 

 

1. La práctica de la prueba se realizará concentradamente, en 

las sesiones consecutivas que sean necesarias. 

 

Excepcionalmente, podrá acordar el Juez o Tribunal la 

suspensión o aplazamiento de la sesión, hasta el límite 

máximo de treinta días, en los supuestos del artículo 746, 

conservando su validez los actos realizados, salvo que se 

produzca la sustitución del Juez o miembro del Tribunal en el 

caso del número 4 de dicho artículo. En esos casos siempre 

que el señalamiento de la reanudación pueda realizarse al 

mismo tiempo en que se acuerde la suspensión, se hará por el 

Juez o Presidente, que tendrá en cuenta las necesidades de la 

agenda programada de señalamientos y las demás 

circunstancias contenidas en los artículos 182.4 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil y 785.2 de la presente Ley. 

 

Del mismo modo se actuará en los casos en que se interrumpa 

o suspenda un juicio oral ya iniciado y el nuevo señalamiento 

de vista pueda realizarse al mismo tiempo en que se acuerde 

la interrupción o suspensión. 

 

 

Artículo 788. 

 

1. La práctica de la prueba se realizará concentradamente, en las 

sesiones consecutivas que sean necesarias. 

 

Excepcionalmente, podrá acordar el Juez o Tribunal la 

suspensión o aplazamiento de la sesión, hasta el límite máximo 

de treinta días, en los supuestos del artículo 746, conservando su 

validez los actos realizados, salvo que se produzca la sustitución 

del Juez o miembro del Tribunal en el caso del número 4 de dicho 

artículo. En esos casos siempre que el señalamiento de la 

reanudación pueda realizarse al mismo tiempo en que se acuerde 

la suspensión, se hará por el Juez o Presidente, que tendrá en 

cuenta las necesidades de la agenda programada de 

señalamientos y las demás circunstancias contenidas en los 

artículos 182.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 785.2 de la 

presente Ley. 

 

Del mismo modo se actuará en los casos en que se interrumpa o 

suspenda un juicio oral ya iniciado y el nuevo señalamiento de 

vista pueda realizarse al mismo tiempo en que se acuerde la 

interrupción o suspensión. 
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En los restantes casos, el señalamiento de fecha para el nuevo 

juicio oral se hará por el Secretario judicial, para la fecha más 

inmediata posible, ajustándose a lo previsto en el artículo 

785.2 de la presente Ley. 

 

No será causa de suspensión del juicio la falta de acreditación 

de la sanidad, de la tasación de daños o de la verificación de 

otra circunstancia de análoga significación, siempre que no 

sea requisito imprescindible para la calificación de los hechos. 

En tal caso, la determinación cuantitativa de la 

responsabilidad civil quedará diferida al trámite de ejecución, 

fijándose en la sentencia las bases de la misma. 

 

2. Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 703 bis en 

cuanto a la no intervención en el acto del juicio del testigo, 

cuando se haya practicado prueba preconstituida de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 449 bis y 

siguientes.  

 

3. El informe pericial podrá ser prestado sólo por un perito. 

En el ámbito de este procedimiento, tendrán carácter de 

prueba documental los informes emitidos por laboratorios 

oficiales sobre la naturaleza, cantidad y pureza de sustancias 

estupefacientes cuando en ellos conste que se han realizado 

siguiendo los protocolos científicos aprobados por las 

correspondientes normas. 

 

4. Terminada la práctica de la prueba, el Juez o Presidente 

del Tribunal requerirá a la acusación y a la defensa para que 

En los restantes casos, el señalamiento de fecha para el nuevo 

juicio oral se hará por el Secretario judicial, para la fecha más 

inmediata posible, ajustándose a lo previsto en el artículo 785.2 

de la presente Ley. 

 

No será causa de suspensión del juicio la falta de acreditación de 

la sanidad, de la tasación de daños o de la verificación de otra 

circunstancia de análoga significación, siempre que no sea 

requisito imprescindible para la calificación de los hechos. En tal 

caso, la determinación cuantitativa de la responsabilidad civil 

quedará diferida al trámite de ejecución, fijándose en la sentencia 

las bases de la misma. 

 

2. El informe pericial podrá ser prestado sólo por un perito. 

 

En el ámbito de este procedimiento, tendrán carácter de prueba 

documental los informes emitidos por laboratorios oficiales sobre 

la naturaleza, cantidad y pureza de sustancias estupefacientes 

cuando en ellos conste que se han realizado siguiendo los 

protocolos científicos aprobados por las correspondientes normas. 

 

3. Terminada la práctica de la prueba, el Juez o Presidente del 

Tribunal requerirá a la acusación y a la defensa para que 

manifiesten si ratifican o modifican las conclusiones de los 

escritos inicialmente presentados y para que expongan oralmente 

cuanto estimen procedente sobre la valoración de la prueba y la 

calificación jurídica de los hechos. 
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manifiesten si ratifican o modifican las conclusiones de los 

escritos inicialmente presentados y para que expongan 

oralmente cuanto estimen procedente sobre la valoración de 

la prueba y la calificación jurídica de los hechos. 

 

El requerimiento podrá extenderse a solicitar del Ministerio 

Fiscal y de los letrados un mayor esclarecimiento de hechos 

concretos de la prueba y la valoración jurídica de los hechos, 

sometiéndoles a debate una o varias preguntas sobre puntos 

determinados. 

 

5. Cuando, en sus conclusiones definitivas, la acusación 

cambie la tipificación penal de los hechos o se aprecien un 

mayor grado de participación o de ejecución o circunstancias 

de agravación de la pena, el Juez o Tribunal podrá considerar 

un aplazamiento de la sesión, hasta el límite de diez días, a 

petición de la defensa, a fin de que ésta pueda preparar 

adecuadamente sus alegaciones y, en su caso, aportar los 

elementos probatorios y de descargo que estime convenientes. 

Tras la práctica de una nueva prueba que pueda solicitar la 

defensa, las partes acusadoras podrán, a su vez, modificar sus 

conclusiones definitivas. 

 

6. Cuando todas las acusaciones califiquen los hechos como 

delitos castigados con pena que exceda de la competencia del 

Juez de lo Penal, se declarará éste incompetente para juzgar, 

dará por terminado el juicio y el Secretario judicial remitirá 

las actuaciones a la Audiencia competente. Fuera del 

supuesto anterior, el Juez de lo Penal resolverá lo que estime 

El requerimiento podrá extenderse a solicitar del Ministerio 

Fiscal y de los letrados un mayor esclarecimiento de hechos 

concretos de la prueba y la valoración jurídica de los hechos, 

sometiéndoles a debate una o varias preguntas sobre puntos 

determinados. 

 

4. Cuando, en sus conclusiones definitivas, la acusación cambie la 

tipificación penal de los hechos o se aprecien un mayor grado de 

participación o de ejecución o circunstancias de agravación de la 

pena, el Juez o Tribunal podrá considerar un aplazamiento de la 

sesión, hasta el límite de diez días, a petición de la defensa, a fin 

de que ésta pueda preparar adecuadamente sus alegaciones y, en 

su caso, aportar los elementos probatorios y de descargo que 

estime convenientes. Tras la práctica de una nueva prueba que 

pueda solicitar la defensa, las partes acusadoras podrán, a su vez, 

modificar sus conclusiones definitivas. 

 

5. Cuando todas las acusaciones califiquen los hechos como delitos 

castigados con pena que exceda de la competencia del Juez de lo 

Penal, se declarará éste incompetente para juzgar, dará por 

terminado el juicio y el Secretario judicial remitirá las actuaciones 

a la Audiencia competente. Fuera del supuesto anterior, el Juez 

de lo Penal resolverá lo que estime pertinente acerca de la 

continuación o finalización del juicio, pero en ningún caso podrá 

imponer una pena superior a la correspondiente a su competencia. 

 

6. En cuanto se refiere a la grabación de las sesiones del juicio oral 

y a su documentación, serán aplicables las disposiciones 

contenidas en el artículo 743 de la presente Ley. 
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pertinente acerca de la continuación o finalización del juicio, 

pero en ningún caso podrá imponer una pena superior a la 

correspondiente a su competencia. 

 

7. En cuanto se refiere a la grabación de las sesiones del juicio 

oral y a su documentación, serán aplicables las disposiciones 

contenidas en el artículo 743 de la presente Ley. 
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Disposición final segunda. Modificación del Código Civil, aprobado por Real Decreto de 24 de julio de 1889. 

 

Modificación del Código Civil, de los arts.: 92, 94, 154, 156, 158 y 172.  

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la Ley Orgánica 8/2021, 

de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia, en el Código Civil. 

 

 

 

Código Civil (Real Decreto de 24 de julio de 1889) 

 

Artículo 92 

Código Civil 

 

 

Artículo 92. 

 

1. La separación, la nulidad y el divorcio no eximen a los 

padres de sus obligaciones para con los hijos. 

 

2. El Juez, cuando deba adoptar cualquier medida sobre la 

custodia, el cuidado y la educación de los hijos menores, 

velará por el cumplimiento de su derecho a ser oídos y emitirá 

una resolución motivada en el interés superior del menor 

sobre esta cuestión. 

 

3. En la sentencia se acordará la privación de la patria 

potestad cuando en el proceso se revele causa para ello. 

 

4. Los padres podrán acordar en el convenio regulador o el 

Juez podrá decidir, en beneficio de los hijos, que la patria 

 

Artículo 92. 

 

1. La separación, la nulidad y el divorcio no eximen a los padres 

de sus obligaciones para con los hijos. 

 

2. El Juez, cuando deba adoptar cualquier medida sobre la 

custodia, el cuidado y la educación de los hijos menores, velará 

por el cumplimiento de su derecho a ser oídos. 

 

3. En la sentencia se acordará la privación de la patria potestad 

cuando en el proceso se revele causa para ello. 

 

4. Los padres podrán acordar en el convenio regulador o el Juez 

podrá decidir, en beneficio de los hijos, que la patria potestad sea 

ejercida total o parcialmente por unos de los cónyuges. 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1889-4763
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potestad sea ejercida total o parcialmente por uno de los 

cónyuges. 

 

5. Se acordará el ejercicio compartido de la guarda y custodia 

de los hijos cuando así lo soliciten los padres en la propuesta 

de convenio regulador o cuando ambos lleguen a este acuerdo 

en el transcurso del procedimiento. 

 

6. En todo caso, antes de acordar el régimen de guarda y 

custodia, el Juez deberá recabar informe del Ministerio 

Fiscal, oír a los menores que tengan suficiente juicio cuando 

se estime necesario de oficio o a petición del Fiscal, las partes 

o miembros del Equipo Técnico Judicial, o del propio menor, 

y valorar las alegaciones de las partes, la prueba practicada, 

y la relación que los padres mantengan entre sí y con sus hijos 

para determinar su idoneidad con el régimen de guarda. 

 

7. No procederá la guarda conjunta cuando cualquiera de los 

progenitores esté incurso en un proceso penal iniciado por 

atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la 

integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro 

cónyuge o de los hijos que convivan con ambos. Tampoco 

procederá cuando el Juez advierta, de las alegaciones de las 

partes y las pruebas practicadas, la existencia de indicios 

fundados de violencia doméstica o de género. 

 

8. Excepcionalmente, aun cuando no se den los supuestos del 

apartado cinco de este artículo, el Juez, a instancia de una de 

las partes, con informe del Ministerio Fiscal, podrá acordar la 

5. Se acordará el ejercicio compartido de la guarda y custodia de 

los hijos cuando así lo soliciten los padres en la propuesta de 

convenio regulador o cuando ambos lleguen a este acuerdo en el 

transcurso del procedimiento. El Juez, al acordar la guarda 

conjunta y tras fundamentar su resolución, adoptará las cautelas 

procedentes para el eficaz cumplimiento del régimen de guarda 

establecido, procurando no separar a los hermanos. 

 

6. En todo caso, antes de acordar el régimen de guarda y custodia, 

el Juez deberá recabar informe del Ministerio Fiscal, y oír a los 

menores que tengan suficiente juicio cuando se estime necesario 

de oficio o a petición del Fiscal, partes o miembros del Equipo 

Técnico Judicial, o del propio menor, valorar las alegaciones de 

las partes vertidas en la comparecencia y la prueba practicada en 

ella, y la relación que los padres mantengan entre sí y con sus 

hijos para determinar su idoneidad con el régimen de guarda. 

 

7. No procederá la guarda conjunta cuando cualquiera de los 

padres esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar 

contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral 

o la libertad e indemnidad sexual del otro cónyuge o de los hijos 

que convivan con ambos. Tampoco procederá cuando el Juez 

advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas 

practicadas, la existencia de indicios fundados de violencia 

doméstica. 

 

8. Excepcionalmente, aun cuando no se den los supuestos del 

apartado cinco de este artículo, el Juez, a instancia de una de las 

partes, con informe favorable del Ministerio Fiscal, podrá acordar 
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guarda y custodia compartida fundamentándola en que solo 

de esta forma se protege adecuadamente el interés superior 

del menor. 

 

9. El Juez, antes de adoptar alguna de las decisiones a que se 

refieren los apartados anteriores, de oficio o a instancia de 

parte, del Fiscal o miembros del Equipo Técnico Judicial, o 

del propio menor, podrá recabar dictamen de especialistas 

debidamente cualificados, relativo a la idoneidad del modo de 

ejercicio de la patria potestad y del régimen de custodia de las 

personas menores de edad para asegurar su interés superior. 

 

10. El Juez adoptará, al acordar fundadamente el régimen de 

guarda y custodia, así como el de estancia, relación y 

comunicación, las cautelas necesarias, procedentes y 

adecuadas para el eficaz cumplimiento de los regímenes 

establecidos, procurando no separar a los hermanos. 

 

la guarda y custodia compartida fundamentándola en que sólo de 

esta forma se protege adecuadamente el interés superior del 

menor. 

 

9. El Juez, antes de adoptar alguna de las decisiones a que se 

refieren los apartados anteriores, de oficio o a instancia de parte, 

podrá recabar dictamen de especialistas debidamente 

cualificados, relativo a la idoneidad del modo de ejercicio de la 

patria potestad y del régimen de custodia de los menores. 

 

 

Artículo 154 

Código Civil 

 

 

Artículo 154. 

 

Los hijos e hijas no emancipados están bajo la patria potestad 

de los progenitores. 

La patria potestad, como responsabilidad parental, se 

ejercerá siempre en interés de los hijos e hijas, de acuerdo con 

su personalidad, y con respeto a sus derechos, su integridad 

física y mental. 

 

Esta función comprende los siguientes deberes y facultades: 

 

Artículo 154. 

 

Los hijos no emancipados están bajo la patria potestad de los 

progenitores. 

 

La patria potestad, como responsabilidad parental, se ejercerá 

siempre en interés de los hijos, de acuerdo con su personalidad, y 

con respeto a sus derechos, su integridad física y mental. 

 

Esta función comprende los siguientes deberes y facultades: 
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1.º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, 

educarlos y procurarles una formación integral. 

 

2.º Representarlos y administrar sus bienes. 

 

3.º Decidir el lugar de residencia habitual de la persona 

menor de edad, que solo podrá ser modificado con el 

consentimiento de ambos progenitores o, en su defecto, por 

autorización judicial. 

 

Si los hijos o hijas tuvieren suficiente madurez deberán ser 

oídos siempre antes de adoptar decisiones que les afecten sea 

en procedimiento contencioso o de mutuo acuerdo. En todo 

caso, se garantizará que puedan ser oídas en condiciones 

idóneas, en términos que les sean accesibles, comprensibles y 

adaptados a su edad, madurez y circunstancias, recabando el 

auxilio de especialistas cuando ello fuera necesario. 

 

Los progenitores podrán, en el ejercicio de su función, recabar 

el auxilio de la autoridad. 

 

 

1.º Velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, 

educarlos y procurarles una formación integral. 

 

2.º Representarlos y administrar sus bienes. 

 

Si los hijos tuvieren suficiente madurez deberán ser oídos siempre 

antes de adoptar decisiones que les afecten. 

 

Los progenitores podrán, en el ejercicio de su función, recabar el 

auxilio de la autoridad. 

 

 

Artículo 158 

Código Civil 

 

 

Artículo 158. 

 

El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cualquier 

pariente o del Ministerio Fiscal, dictará: 

 

 

Artículo 158. 

 

El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cualquier 

pariente o del Ministerio Fiscal, dictará: 
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1.º Las medidas convenientes para asegurar la prestación de 

alimentos y proveer a las futuras necesidades del hijo, en caso 

de incumplimiento de este deber, por sus padres. 

 

2.º Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos 

perturbaciones dañosas en los casos de cambio de titular de 

la potestad de guarda. 

 

3.º Las medidas necesarias para evitar la sustracción de los 

hijos menores por alguno de los progenitores o por terceras 

personas y, en particular, las siguientes: 

 

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo 

autorización judicial previa. 

 

b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o retirada 

del mismo si ya se hubiere expedido. 

 

c) Sometimiento a autorización judicial previa de cualquier 

cambio de domicilio del menor. 

 

4.º La medida de prohibición a los progenitores, tutores, a 

otros parientes o a terceras personas de aproximarse al menor 

y acercarse a su domicilio o centro educativo y a otros lugares 

que frecuente, con respecto al principio de proporcionalidad. 

 

5.º La medida de prohibición de comunicación con el menor, 

que impedirá a los progenitores, tutores, a otros parientes o a 

terceras personas establecer contacto escrito, verbal o visual 

1.º Las medidas convenientes para asegurar la prestación de 

alimentos y proveer a las futuras necesidades del hijo, en caso de 

incumplimiento de este deber, por sus padres. 

 

2.º Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos 

perturbaciones dañosas en los casos de cambio de titular de la 

potestad de guarda. 

 

3.º Las medidas necesarias para evitar la sustracción de los hijos 

menores por alguno de los progenitores o por terceras personas y, 

en particular, las siguientes: 

 

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo autorización 

judicial previa. 

 

b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o retirada del 

mismo si ya se hubiere expedido. 

 

c) Sometimiento a autorización judicial previa de cualquier 

cambio de domicilio del menor. 

 

4.º La medida de prohibición a los progenitores, tutores, a otros 

parientes o a terceras personas de aproximarse al menor y 

acercarse a su domicilio o centro educativo y a otros lugares que 

frecuente, con respeto al principio de proporcionalidad. 

 

5.º La medida de prohibición de comunicación con el menor, que 

impedirá a los progenitores, tutores, a otros parientes o a terceras 

personas establecer contacto escrito, verbal o visual por cualquier 
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por cualquier medio de comunicación o medio informático o 

telemático, con respeto al principio de proporcionalidad. 

 

6.º La suspensión cautelar en el ejercicio de la patria potestad 

y/o en el ejercicio de la guarda y custodia, la suspensión 

cautelar del régimen de visitas y comunicaciones establecidos 

en resolución judicial o convenio judicialmente aprobado y, en 

general, las demás disposiciones que considere oportunas, a 

fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios 

en su entorno familiar o frente a terceras personas. 

En caso de posible desamparo del menor, el Juzgado 

comunicará las medidas a la Entidad Pública. Todas estas 

medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso 

judicial o penal o bien en un expediente de jurisdicción 

voluntaria, en que la autoridad judicial habrá de garantizar 

la audiencia de la persona menor de edad, pudiendo el 

tribunal ser auxiliado por personas externas para garantizar 

que pueda ejercitarse este derecho por sí misma. 

 

medio de comunicación o medio informático o telemático, con 

respeto al principio de proporcionalidad. 

 

6.º En general, las demás disposiciones que considere oportunas, 

a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios en 

su entorno familiar o frente a terceras personas. Se garantizará 

por el Juez que el menor pueda ser oído en condiciones idóneas 

para la salvaguarda de sus intereses. 

 

En caso de posible desamparo del menor, el Juzgado comunicará 

las medidas a la Entidad Pública. 

 

Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier 

proceso civil o penal o bien en un expediente de jurisdicción 

voluntaria. 

 

Artículo 172 

Código Civil 

 

 

Artículo 172. 

 

1. Cuando la Entidad Pública a la que, en el respectivo 

territorio, esté encomendada la protección de los menores 

constate que un menor se encuentra en situación de 

desamparo, tiene por ministerio de la ley la tutela del mismo 

y deberá adoptar las medidas de protección necesarias para 

su guarda, poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal 

y, en su caso, del Juez que acordó la tutela ordinaria. La 

 

Artículo 172. 

 

1. Cuando la Entidad Pública a la que, en el respectivo territorio, 

esté encomendada la protección de los menores constate que un 

menor se encuentra en situación de desamparo, tiene por 

ministerio de la ley la tutela del mismo y deberá adoptar las 

medidas de protección necesarias para su guarda, poniéndolo en 

conocimiento del Ministerio Fiscal y, en su caso, del Juez que 

acordó la tutela ordinaria. La resolución administrativa que 
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resolución administrativa que declare la situación de 

desamparo y las medidas adoptadas se notificará en legal 

forma a los progenitores, tutores o guardadores y al menor 

afectado si tuviere suficiente madurez y, en todo caso, si fuere 

mayor de doce años, de forma inmediata sin que sobrepase el 

plazo máximo de cuarenta y ocho horas. La información será 

clara, comprensible y en formato accesible, incluyendo las 

causas que dieron lugar a la intervención de la 

Administración y los efectos de la decisión adoptada, y en el 

caso del menor, adaptada a su grado de madurez. Siempre 

que sea posible, y especialmente en el caso del menor, esta 

información se facilitará de forma presencial. 

 

Se considera como situación de desamparo la que se produce 

de hecho a causa del incumplimiento o del imposible o 

inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos 

por las leyes para la guarda de los menores, cuando éstos 

queden privados de la necesaria asistencia moral o material. 

 

La asunción de la tutela atribuida a la Entidad Pública lleva 

consigo la suspensión de la patria potestad o de la tutela 

ordinaria. No obstante, serán válidos los actos de contenido 

patrimonial que realicen los progenitores o tutores en 

representación del menor y que sean en interés de éste. 

 

La Entidad Pública y el Ministerio Fiscal podrán promover, 

si procediere, la privación de la patria potestad y la remoción 

de la tutela. 

 

declare la situación de desamparo y las medidas adoptadas se 

notificará en legal forma a los progenitores, tutores o guardadores 

y al menor afectado si tuviere suficiente madurez y, en todo caso, 

si fuere mayor de doce años, de forma inmediata sin que sobrepase 

el plazo máximo de cuarenta y ocho horas. La información será 

clara, comprensible y en formato accesible, incluyendo las causas 

que dieron lugar a la intervención de la Administración y los 

efectos de la decisión adoptada, y en el caso del menor, adaptada 

a su grado de madurez. Siempre que sea posible, y especialmente 

en el caso del menor, esta información se facilitará de forma 

presencial. 

 

Se considera como situación de desamparo la que se produce de 

hecho a causa del incumplimiento o del imposible o inadecuado 

ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes 

para la guarda de los menores, cuando éstos queden privados de 

la necesaria asistencia moral o material. 

 

La asunción de la tutela atribuida a la Entidad Pública lleva 

consigo la suspensión de la patria potestad o de la tutela 

ordinaria. No obstante, serán válidos los actos de contenido 

patrimonial que realicen los progenitores o tutores en 

representación del menor y que sean en interés de éste. 

 

La Entidad Pública y el Ministerio Fiscal podrán promover, si 

procediere, la privación de la patria potestad y la remoción de la 

tutela. 
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2. Durante el plazo de dos años desde la notificación de la 

resolución administrativa por la que se declare la situación 

de desamparo, los progenitores que continúen ostentando la 

patria potestad pero la tengan suspendida conforme a lo 

previsto en el apartado 1, o los tutores que, conforme al mismo 

apartado, tengan suspendida la tutela, podrán solicitar a la 

Entidad Pública que cese la suspensión y quede revocada la 

declaración de situación de desamparo del menor, si, por 

cambio de las circunstancias que la motivaron, entienden que 

se encuentran en condiciones de asumir nuevamente la patria 

potestad o la tutela. 

 

Igualmente, durante el mismo plazo podrán oponerse a las 

decisiones que se adopten respecto a la protección del menor. 

 

Pasado dicho plazo decaerá el derecho de los progenitores o 

tutores a solicitar u oponerse a las decisiones o medidas que 

se adopten para la protección del menor. No obstante, podrán 

facilitar información a la Entidad Pública y al Ministerio 

Fiscal sobre cualquier cambio de las circunstancias que 

dieron lugar a la declaración de situación de desamparo. 

 

En todo caso, transcurridos los dos años, únicamente el 

Ministerio Fiscal estará legitimado para oponerse a la 

resolución de la Entidad Pública. 

 

Durante ese plazo de dos años, la Entidad Pública, 

ponderando la situación y poniéndola en conocimiento del 

Ministerio Fiscal, podrá adoptar cualquier medida de 

2. Durante el plazo de dos años desde la notificación de la 

resolución administrativa por la que se declare la situación de 

desamparo, los progenitores que continúen ostentando la patria 

potestad pero la tengan suspendida conforme a lo previsto en el 

apartado 1, o los tutores que, conforme al mismo apartado, tengan 

suspendida la tutela, podrán solicitar a la Entidad Pública que 

cese la suspensión y quede revocada la declaración de situación 

de desamparo del menor, si, por cambio de las circunstancias que 

la motivaron, entienden que se encuentran en condiciones de 

asumir nuevamente la patria potestad o la tutela. 

 

Igualmente, durante el mismo plazo podrán oponerse a las 

decisiones que se adopten respecto a la protección del menor. 

 

Pasado dicho plazo decaerá el derecho de los progenitores o 

tutores a solicitar u oponerse a las decisiones o medidas que se 

adopten para la protección del menor. No obstante, podrán 

facilitar información a la Entidad Pública y al Ministerio Fiscal 

sobre cualquier cambio de las circunstancias que dieron lugar a la 

declaración de situación de desamparo. 

 

En todo caso, transcurridos los dos años, únicamente el Ministerio 

Fiscal estará legitimado para oponerse a la resolución de la 

Entidad Pública. 

 

Durante ese plazo de dos años, la Entidad Pública, ponderando la 

situación y poniéndola en conocimiento del Ministerio Fiscal, 

podrá adoptar cualquier medida de protección, incluida la 
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protección, incluida la propuesta de adopción, cuando exista 

un pronóstico fundado de imposibilidad definitiva de retorno 

a la familia de origen. 

 

3. La Entidad Pública, de oficio o a instancia del Ministerio 

Fiscal o de persona o entidad interesada, podrá revocar la 

declaración de situación de desamparo y decidir el retorno del 

menor con su familia, siempre que se entienda que es lo más 

adecuado para su interés. Dicha decisión se notificará al 

Ministerio Fiscal. 

 

4. En cumplimiento de la obligación de prestar la atención 

inmediata, la Entidad Pública podrá asumir la guarda 

provisional de un menor mediante resolución administrativa, 

y lo comunicará al Ministerio Fiscal, procediendo 

simultáneamente a practicar las diligencias precisas para 

identificar al menor, investigar sus circunstancias y 

constatar, en su caso, la situación real de desamparo. 

 

Tales diligencias se realizarán en el plazo más breve posible, 

durante el cual deberá procederse, en su caso, a la declaración 

de la situación de desamparo y consecuente asunción de la 

tutela o a la promoción de la medida de protección procedente. 

Si existieran personas que, por sus relaciones con el menor o 

por otras circunstancias, pudieran asumir la tutela en interés 

de éste, se promoverá el nombramiento de tutor conforme a 

las reglas ordinarias. 

 

propuesta de adopción, cuando exista un pronóstico fundado de 

imposibilidad definitiva de retorno a la familia de origen. 

 

3. La Entidad Pública, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal 

o de persona o entidad interesada, podrá revocar la declaración de 

situación de desamparo y decidir el retorno del menor con su 

familia, siempre que se entienda que es lo más adecuado para su 

interés. Dicha decisión se notificará al Ministerio Fiscal. 

 

4. En cumplimiento de la obligación de prestar la atención 

inmediata, la Entidad Pública podrá asumir la guarda provisional 

de un menor mediante resolución administrativa, y lo comunicará 

al Ministerio Fiscal, procediendo simultáneamente a practicar las 

diligencias precisas para identificar al menor, investigar sus 

circunstancias y constatar, en su caso, la situación real de 

desamparo. 

 

Tales diligencias se realizarán en el plazo más breve posible, 

durante el cual deberá procederse, en su caso, a la declaración de 

la situación de desamparo y consecuente asunción de la tutela o a 

la promoción de la medida de protección procedente. Si existieran 

personas que, por sus relaciones con el menor o por otras 

circunstancias, pudieran asumir la tutela en interés de éste, se 

promoverá el nombramiento de tutor conforme a las reglas 

ordinarias. 

 

Cuando hubiera transcurrido el plazo señalado y no se hubiera 

formalizado la tutela o adoptado otra resolución, el Ministerio 

Fiscal promoverá las acciones procedentes para asegurar la 
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Cuando hubiera transcurrido el plazo señalado y no se 

hubiera formalizado la tutela o adoptado otra resolución, el 

Ministerio Fiscal promoverá las acciones procedentes para 

asegurar la adopción de la medida de protección más 

adecuada del menor por parte de la Entidad Pública. 

 

 

5. La Entidad Pública cesará en la tutela que ostente sobre 

los menores declarados en situación de desamparo cuando 

constate, mediante los correspondientes informes, la 

desaparición de las causas que motivaron su asunción, por 

alguno de los supuestos previstos en los artículos 276 y 277.1, 

y cuando compruebe fehacientemente alguna de las 

siguientes circunstancias: 

a) Que el menor se ha trasladado voluntariamente a otro país. 

b) Que el menor se encuentra en el territorio de otra 

comunidad autónoma, en cuyo caso se procederá al traslado 

del expediente de protección y cuya Entidad Pública hubiere 

dictado resolución sobre declaración de situación de 

desamparo y asumido su tutela o medida de protección 

correspondiente, o entendiere que ya no es necesario adoptar 

medidas de protección a tenor de la situación del menor. 

c) Que hayan transcurrido doce meses desde que el menor 

abandonó voluntariamente el centro de protección, 

encontrándose en paradero desconocido. 

La guarda provisional cesará por las mismas causas que la 

tutela. 

 

adopción de la medida de protección más adecuada del menor por 

parte de la Entidad Pública. 

 

5. La Entidad Pública cesará en la tutela que ostente sobre los 

menores declarados en situación de desamparo cuando constate, 

mediante los correspondientes informes, la desaparición de las 

causas que motivaron su asunción, por alguno de los supuestos 

previstos en los artículos 276 y 277.1, y cuando compruebe 

fehacientemente alguna de las siguientes circunstancias: 

 

a) Que el menor se ha trasladado voluntariamente a otro país. 

 

b) Que el menor se encuentra en el territorio de otra comunidad 

autónoma cuya Entidad Pública hubiere dictado resolución sobre 

declaración de situación de desamparo y asumido su tutela o 

medida de protección correspondiente, o entendiere que ya no es 

necesario adoptar medidas de protección a tenor de la situación 

del menor. 

 

c) Que hayan transcurrido seis meses desde que el menor 

abandonó voluntariamente el centro de protección, 

encontrándose en paradero desconocido. 

 

La guarda provisional cesará por las mismas causas que la 

tutela. 
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Disposición final tercera. Modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria. 

 

Modificación de la Ley Orgánica General Penitenciaria. Se añade un nuevo artículo 66 bis.  

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la Ley Orgánica 8/2021, 

de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia, en la Ley Orgánica 

General Penitenciaria.  

 

 

Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 

Penitenciaria. 

 

Nuevo artículo 

66 bis Ley 

General 

Penitenciaria 

 

Artículo sesenta y seis bis. 

 

1. La Administración penitenciaria elaborará programas 

específicos para las personas internas que hayan sido 

condenadas por delitos relacionados con la violencia contra la 

infancia y adolescencia, al objeto de desarrollar en ellos una 

actitud de respeto hacia los derechos de niños, niñas y 

adolescentes, en los términos que se determinen 

reglamentariamente. 

 

2. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones 

de grado, concesión de permisos y concesión de la libertad 

condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos 

programas específicos por parte de las personas internas a 

que se refiere el apartado anterior. 

 

 

 

 

 

 

 

------------------- 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-23708
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-23708
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Disposición final cuarta. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

 

Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, de los arts.: 307, 310, 433 bis, 434 y 480.  

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

 Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 

 

 

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

 

Artículo 307 

Ley Orgánica 

Poder Judicial 

 

 

 

Artículo 307. 

 

1. La Escuela Judicial, configurada como centro de selección 

y formación de jueces y magistrados dependiente del Consejo 

General del Poder Judicial, tendrá como objeto proporcionar 

una preparación integral, especializada y de alta calidad a los 

miembros de la Carrera Judicial, así como a los aspirantes a 

ingresar en ella. 

 

2. El curso de selección incluirá necesariamente: un programa 

teórico de formación multidisciplinar, un periodo de prácticas 

tuteladas en diferentes órganos de todos los órdenes 

jurisdiccionales y un periodo en el que los jueces y juezas en 

prácticas desempeñarán funciones de sustitución y refuerzo. 

Solamente la superación de cada uno de ellos posibilitará el 

acceso al siguiente. 

En la fase teórica de formación multidisciplinar se incluirá el 

estudio en profundidad de las materias que integran el 

 

Artículo 307. 

 

1. La Escuela Judicial, configurada como centro de selección y 

formación de jueces y magistrados dependiente del Consejo 

General del Poder Judicial, tendrá como objeto proporcionar una 

preparación integral, especializada y de alta calidad a los 

miembros de la Carrera Judicial, así como a los aspirantes a 

ingresar en ella. 

 

La Escuela Judicial llevará a cabo la coordinación e impartición 

de la enseñanza inicial, así como de la formación continua, en los 

términos establecidos en el artículo 433 bis. 

 

2. El curso de selección incluirá necesariamente: un programa 

teórico de formación multidisciplinar, un período de prácticas 

tuteladas en diferentes órganos de todos los órdenes 

jurisdiccionales y un período en el que los jueces en prácticas 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1985-12666
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principio de no discriminación y la igualdad entre hombres y 

mujeres, y en particular de la legislación especial para la 

lucha contra la violencia sobre la mujer en todas sus formas. 

Asimismo, incluirá el estudio en profundidad de la legislación 

nacional e internacional sobre los derechos de la infancia y la 

adolescencia, con especial atención a la Convención sobre los 

Derechos del Niño y sus observaciones generales. 

 

3. Superada la fase teórica de formación multidisciplinar, se 

iniciará el período de prácticas. En su primera fase, los jueces 

en prácticas tuteladas, que se denominarán jueces adjuntos, 

ejercerán funciones de auxilio y colaboración con sus 

titulares. En este período sus funciones no podrán exceder de 

la redacción de borradores o proyectos de resolución que el 

juez o ponente podrá, en su caso, asumir con las 

modificaciones que estime pertinentes. También podrán 

dirigir vistas o actuaciones bajo la supervisión y dirección del 

juez titular. 

 

4. Superada asimismo esta fase de prácticas tuteladas, 

existirá un periodo obligatorio en el que los jueces en 

prácticas desempeñarán labores de sustitución y refuerzo 

conforme a lo previsto en los artículos 210 y 216 bis, teniendo 

preferencia sobre los jueces sustitutos en cualquier 

llamamiento para el ejercicio de tales funciones. 

 

En esta última fase ejercerán la jurisdicción con idéntica 

amplitud a la de los titulares del órgano judicial y quedarán 

a disposición del Presidente del Tribunal Superior de Justicia 

desempeñarán funciones de sustitución y refuerzo. Solamente la 

superación de cada uno de ellos posibilitará el acceso al siguiente. 

 

En la fase teórica de formación multidisciplinar se incluirá el 

estudio en profundidad de las materias que integran el principio 

de no discriminación y la igualdad entre hombres y mujeres, y en 

particular de la legislación especial para la lucha contra la 

violencia sobre la mujer en todas sus formas. 

 

3. Superada la fase teórica de formación multidisciplinar, se 

iniciará el período de prácticas. En su primera fase, los jueces en 

prácticas tuteladas, que se denominarán jueces adjuntos, 

ejercerán funciones de auxilio y colaboración con sus titulares. En 

este período sus funciones no podrán exceder de la redacción de 

borradores o proyectos de resolución que el juez o ponente podrá, 

en su caso, asumir con las modificaciones que estime pertinentes. 

También podrán dirigir vistas o actuaciones bajo la supervisión y 

dirección del juez titular. 

 

4. Superada asimismo esta fase de prácticas tuteladas, existirá un 

periodo obligatorio en el que los jueces en prácticas desempeñarán 

labores de sustitución y refuerzo conforme a lo previsto en los 

artículos 210 y 216 bis, teniendo preferencia sobre los jueces 

sustitutos en cualquier llamamiento para el ejercicio de tales 

funciones. 

 

En esta última fase ejercerán la jurisdicción con idéntica amplitud 

a la de los titulares del órgano judicial y quedarán a disposición 

del Presidente del Tribunal Superior de Justicia correspondiente, 
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correspondiente, quien deberá elaborar un informe sobre la 

dedicación y rendimiento en el desempeño de sus funciones, 

para su valoración por la Escuela Judicial. 

 

El Consejo General del Poder Judicial y los Presidentes de los 

Tribunales Superiores de Justicia velarán porque el 

desempeño de tales labores tenga lugar, preferentemente, en 

órganos judiciales de similares características a los que los 

jueces en prácticas puedan luego ser destinados. 

 

5. La duración del período de prácticas, sus circunstancias, el 

destino y las funciones de los jueces en prácticas serán 

regulados por el Consejo General del Poder Judicial a la vista 

del programa elaborado por la Escuela Judicial. 

 

En ningún caso la duración del curso teórico de formación 

será inferior a nueve meses. Las prácticas tuteladas tendrán 

una duración mínima de cuatro meses; idéntica duración 

mínima tendrá la destinada a realizar funciones de 

sustitución o apoyo. 

 

6. Los que superen el curso teórico y práctico serán 

nombrados jueces por el orden de la propuesta hecha por la 

Escuela Judicial. 

 

7. El nombramiento se extenderá por el Consejo General del 

Poder Judicial, mediante orden, y con la toma de posesión 

quedarán investidos de la condición de juez. 

 

quien deberá elaborar un informe sobre la dedicación y 

rendimiento en el desempeño de sus funciones, para su valoración 

por la Escuela Judicial. 

 

El Consejo General del Poder Judicial y los Presidentes de los 

Tribunales Superiores de Justicia velarán porque el desempeño 

de tales labores tenga lugar, preferentemente, en órganos 

judiciales de similares características a los que los jueces en 

prácticas puedan luego ser destinados. 

 

5. La duración del período de prácticas, sus circunstancias, el 

destino y las funciones de los jueces en prácticas serán regulados 

por el Consejo General del Poder Judicial a la vista del programa 

elaborado por la Escuela Judicial. 

 

En ningún caso la duración del curso teórico de formación será 

inferior a nueve meses. Las prácticas tuteladas tendrán una 

duración mínima de cuatro meses; idéntica duración mínima 

tendrá la destinada a realizar funciones de sustitución o apoyo. 

 

6. Los que superen el curso teórico y práctico serán nombrados 

jueces por el orden de la propuesta hecha por la Escuela Judicial. 

 

7. El nombramiento se extenderá por el Consejo General del Poder 

Judicial, mediante orden, y con la toma de posesión quedarán 

investidos de la condición de juez. 
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Artículo 310 

Ley Orgánica 

Poder Judicial 

 

 

Artículo 310. 

 

Todas las pruebas selectivas para el ingreso y la promoción 

en las Carreras Judicial y Fiscal contemplarán el estudio del 

principio de igualdad entre mujeres y hombres, incluyendo 

las medidas contra la violencia de género, y su aplicación con 

carácter transversal en el ámbito de la función jurisdiccional. 

 

El temario deberá garantizar la adquisición de conocimientos 

sobre el principio de no discriminación y especialmente de 

igualdad entre mujeres y hombres y, en particular, de la 

normativa específica dictada para combatir la violencia sobre 

la mujer, incluyendo la de la Unión Europea y la de tratados 

e instrumentos internacionales en materia de igualdad, 

discriminación y violencia contra las mujeres ratificados por 

España. 

 

Asimismo, las pruebas selectivas contemplarán el estudio de 

la tutela judicial de los derechos de la infancia y la 

adolescencia, su protección y la aplicación del principio del 

interés superior de la persona menor de edad. El temario 

deberá garantizar la adquisición de conocimientos sobre 

normativa interna, europea e internacional, con especial 

atención a la Convención sobre los Derechos del Niño y sus 

observaciones generales. 

 

Artículo 310. 

 

Todas las pruebas selectivas para el ingreso y la promoción en las 

Carreras Judicial y Fiscal contemplarán el estudio del principio 

de igualdad entre mujeres y hombres, incluyendo las medidas en 

materia de violencia sobre la mujer, y su aplicación con carácter 

transversal en el ámbito de la función jurisdiccional. 

 

El temario deberá garantizar la adquisición de conocimientos 

sobre el principio de no discriminación y especialmente de 

igualdad entre mujeres y hombres y, en particular, de la 

normativa específica dictada para combatir la violencia sobre la 

mujer, incluyendo la de la Unión Europea y la de tratados e 

instrumentos internacionales en materia de igualdad, 

discriminación y violencia contra las mujeres ratificados por 

España. 
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Artículo 433 

bis Ley 

Orgánica 

Poder Judicial 

 

 

 

Artículo 433 bis. 

 

1. El Consejo General del Poder Judicial garantizará que 

todos los Jueces y Magistrados reciban una formación 

continuada, individualizada, especializada y de alta calidad 

durante toda su carrera profesional. 

 

2. El Consejo General del Poder Judicial establecerá 

reglamentariamente un Plan de Formación Continuada de la 

Carrera Judicial en el que se detallarán los objetivos, 

contenidos, prioridades formativas y la programación 

plurianual de estas actuaciones. 

 

3. Cada miembro de la Carrera Judicial contará con un Plan 

Especializado en Formación Continuada mediante el cual se 

programarán de forma individualizada, en períodos de cinco 

años, los objetivos formativos, garantizándose la plena 

adaptación a las innovaciones jurídicas con incidencia en el 

ejercicio de sus funciones jurisdiccionales. 

 

El cumplimiento de los objetivos del Plan Especializado de 

Formación de cada uno de los jueces y magistrados será 

evaluado por el Consejo General del Poder Judicial en la 

forma reglamentariamente establecida, a efectos de ascensos 

y promoción profesional. 

 

Artículo 433 bis. 

 

1. El Consejo General del Poder Judicial garantizará que todos los 

Jueces y Magistrados reciban una formación continuada, 

individualizada, especializada y de alta calidad durante toda su 

carrera profesional. 

 

2. El Consejo General del Poder Judicial establecerá 

reglamentariamente un Plan de Formación Continuada de la 

Carrera Judicial en el que se detallarán los objetivos, contenidos, 

prioridades formativas y la programación plurianual de estas 

actuaciones. 

 

3. Cada miembro de la Carrera Judicial contará con un Plan 

Especializado en Formación Continuada mediante el cual se 

programarán de forma individualizada, en períodos de cinco años, 

los objetivos formativos, garantizándose la plena adaptación a las 

innovaciones jurídicas con incidencia en el ejercicio de sus 

funciones jurisdiccionales. 

 

El cumplimiento de los objetivos del Plan Especializado de 

Formación de cada uno de los jueces y magistrados será evaluado 

por el Consejo General del Poder Judicial en la forma 

reglamentariamente establecida, a efectos de ascensos y 

promoción profesional. 



 

 

LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA FRENTE A LA VIOLENCIA 
 

CUADRO COMPARATIVO 

 

NORMATIVA 

40 
 

Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

 

4. La Escuela Judicial desarrollará los programas e impartirá 

los cursos de formación que integren el Plan de Formación 

Continuada de la Carrera Judicial, pudiendo, por ello, 

celebrar actividades formativas de manera descentralizada, 

en el ámbito autonómico o provincial, y mediante 

colaboración, en su caso, con entidades y organismos expertos 

en la impartición de la formación de que se trate. 

 

5. El Plan de Formación Continuada de la Carrera Judicial 

contendrá cursos específicos de naturaleza multidisciplinar 

sobre la tutela judicial del principio de igualdad entre 

mujeres y hombres, la discriminación por cuestión de sexo, la 

múltiple discriminación y la violencia ejercida sobre las 

mujeres, así como la trata en todas sus formas y 

manifestaciones y la capacitación en la aplicación de la 

perspectiva de género en la interpretación y aplicación del 

Derecho, además de incluir dicha formación de manera 

transversal en el resto de cursos. 

Asimismo, el Plan de Formación Continuada contemplará 

cursos específicos de naturaleza disciplinar sobre la tutela 

judicial de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En 

todo caso, en los cursos de formación se introducirá el enfoque 

de la discapacidad de los niños, niñas y adolescentes. 

 

 

4. La Escuela Judicial desarrollará los programas e impartirá los 

cursos de formación que integren el Plan de Formación 

Continuada de la Carrera Judicial, pudiendo, por ello, celebrar 

actividades formativas de manera descentralizada, en el ámbito 

autonómico o provincial, y mediante colaboración, en su caso, con 

entidades y organismos expertos en la impartición de la formación 

de que se trate. 

 

5. El Plan de Formación Continuada de la Carrera Judicial 

contendrá cursos específicos de naturaleza multidisciplinar sobre 

la tutela judicial del principio de igualdad entre mujeres y 

hombres, la discriminación por cuestión de sexo, la múltiple 

discriminación y la violencia ejercida contra las mujeres, así como 

la trata en todas sus formas y manifestaciones y la capacitación 

en la aplicación de la perspectiva de género en la interpretación y 

aplicación del Derecho, además de incluir dicha formación de 

manera transversal en el resto de cursos. 

 

Artículo 434 

Ley Orgánica 

Poder Judicial 

 

Artículo 434. 

 

 

Artículo 434. 
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 1. El Centro de Estudios Jurídicos de la Administración de 

Justicia es una entidad de Derecho público con personalidad 

jurídica propia dependiente del Ministerio de Justicia. 

 

2. Tendrá como función la colaboración con el Ministerio de 

Justicia en la selección, formación inicial y continuada de los 

miembros de la Carrera Fiscal, el Cuerpo de Letrados y 

demás personal al servicio de la Administración de Justicia. 

 

El Centro de Estudios Jurídicos impartirá anualmente cursos 

de formación sobre el principio de igualdad entre mujeres y 

hombres y su aplicación con carácter transversal a quienes 

integren la Carrera Fiscal, el Cuerpo de Letrados y demás 

personal al servicio de la Administración de Justicia, así como 

sobre la detección precoz y el tratamiento de situaciones de 

violencia de género. 

 

Asimismo, el Centro de Estudios Jurídicos impartirá 

anualmente cursos específicos de naturaleza multidisciplinar 

sobre la tutela judicial de los derechos de la infancia y la 

adolescencia. En todo caso, en los cursos de formación se 

introducirá el enfoque de la discapacidad de los niños, niñas 

y adolescentes. 

 

 

3. Reglamentariamente se establecerá la organización del 

Centro y designación del personal directivo. Asimismo, se 

establecerán las relaciones permanentes del Centro con los 

órganos competentes de las Comunidades Autónomas. 

1. El Centro de Estudios Jurídicos de la Administración de 

Justicia es una entidad de Derecho público con personalidad 

jurídica propia dependiente del Ministerio de Justicia. 

 

2. Tendrá como función la colaboración con el Ministerio de 

Justicia en la selección, formación inicial y continuada de los 

miembros de la Carrera Fiscal, del Secretariado y demás personal 

al servicio de la Administración de Justicia. 

 

El Centro de Estudios Jurídicos impartirá anualmente cursos de 

formación sobre el principio de igualdad entre mujeres y hombres 

y su aplicación con carácter transversal por los miembros de la 

Carrera Fiscal, el Cuerpo de Secretarios y demás personal al 

servicio de la Administración de Justicia, así como sobre la 

detección y el tratamiento de situaciones de violencia de género. 

 

3. Reglamentariamente se establecerá la organización del Centro 

y designación del personal directivo. Asimismo, se establecerán 

las relaciones permanentes del Centro con los órganos 

competentes de las Comunidades Autónomas. 
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Artículo 480 

Ley Orgánica 

Poder Judicial 

 

 

Artículo 480. 

 

1. El Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses es 

un órgano técnico adscrito al Ministerio de Justicia, cuya 

misión principal es auxiliar a la Administración de Justicia y 

contribuir a la unidad de criterio científico, a la calidad de la 

pericia analítica y al desarrollo de las ciencias forenses. 

Además, desarrollará las siguientes funciones: 

 

a) Emitir los informes y dictámenes que soliciten las 

autoridades judiciales y el Ministerio Fiscal. 

 

b) Practicar los análisis e investigaciones toxicológicas que 

sean ordenados por las autoridades judiciales, las 

gubernativas, el Ministerio Fiscal y los médicos forenses en el 

curso de las actuaciones judiciales o en las diligencias previas 

de investigación efectuadas por el Ministerio Fiscal. 

 

c) Realizar igualmente los análisis e investigaciones 

interesados por organismos o empresas públicas en 

cuestiones que afecten al interés general, en los supuestos 

que se prevean según instrucciones del Ministerio de Justicia 

o en los términos de los acuerdos o convenios realizados al 

efecto. 

 

d) Realizar los informes, análisis e investigaciones solicitados 

por particulares en el curso de procesos judiciales, o incluso 

al margen de éstos en las condiciones que se determinen. 

 

Artículo 480. 

 

1. El Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses es un 

órgano técnico adscrito al Ministerio de Justicia, cuya misión 

principal es auxiliar a la Administración de Justicia y contribuir 

a la unidad de criterio científico, a la calidad de la pericia analítica 

y al desarrollo de las ciencias forenses. Además, desarrollará las 

siguientes funciones: 

 

a) Emitir los informes y dictámenes que soliciten las autoridades 

judiciales y el Ministerio Fiscal. 

 

b) Practicar los análisis e investigaciones toxicológicas que sean 

ordenados por las autoridades judiciales, las gubernativas, el 

Ministerio Fiscal y los médicos forenses en el curso de las 

actuaciones judiciales o en las diligencias previas de investigación 

efectuadas por el Ministerio Fiscal. 

 

c) Realizar igualmente los análisis e investigaciones interesados 

por organismos o empresas públicas en cuestiones que afecten al 

interés general, en los supuestos que se prevean según 

instrucciones del Ministerio de Justicia o en los términos de los 

acuerdos o convenios realizados al efecto. 

 

d) Realizar los informes, análisis e investigaciones solicitados por 

particulares en el curso de procesos judiciales, o incluso al margen 

de éstos en las condiciones que se determinen. 
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e) Difundir los conocimientos en materia toxicológica, 

contribuir a la prevención de las intoxicaciones y atender 

cuantas consultas se le formulen sobre las mismas. 

 

f) Actuar como centro de referencia en materias propias de su 

actividad en relación con los Institutos de Medicina Legal, así 

como con otros organismos nacionales y extranjeros. 

 

g) Efectuar estudios de toxicología y ciencias forenses, en las 

condiciones que se determinen reglamentariamente. 

 

h) Podrán colaborar con las universidades y las instituciones 

sanitarias y con organismos nacionales e internacionales en 

todas aquellas materias que contribuyan al desarrollo de la 

toxicología y las ciencias forenses, de acuerdo con las 

instrucciones del Ministerio de Justicia o los acuerdos o 

convenios realizados al efecto. 

 

2. La organización y supervisión del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses corresponde al Ministerio de 

Justicia. Tiene su sede en Madrid y su ámbito de actuación se 

extiende a todo el territorio nacional. 

 

Su estructura orgánica se determinará mediante real decreto. 

 

En el mismo prestarán servicios funcionarios de los Cuerpos 

Especiales a que se refieren los apartados siguientes de este 

artículo. Además, podrán prestar servicios funcionarios de los 

e) Difundir los conocimientos en materia toxicológica, contribuir 

a la prevención de las intoxicaciones y atender cuantas consultas 

se le formulen sobre las mismas. 

 

f) Actuar como centro de referencia en materias propias de su 

actividad en relación con los Institutos de Medicina Legal, así 

como con otros organismos nacionales y extranjeros. 

 

g) Efectuar estudios de toxicología y ciencias forenses, en las 

condiciones que se determinen reglamentariamente. 

 

h) Podrán colaborar con las universidades y las instituciones 

sanitarias y con organismos nacionales e internacionales en todas 

aquellas materias que contribuyan al desarrollo de la toxicología 

y las ciencias forenses, de acuerdo con las instrucciones del 

Ministerio de Justicia o los acuerdos o convenios realizados al 

efecto. 

 

2. La organización y supervisión del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses corresponde al Ministerio de 

Justicia. Tiene su sede en Madrid y su ámbito de actuación se 

extiende a todo el territorio nacional. 

 

Su estructura orgánica se determinará mediante real decreto. 

 

En el mismo prestarán servicios funcionarios de los Cuerpos 

Especiales a que se refieren los apartados siguientes de este 

artículo. Además, podrán prestar servicios funcionarios de los 

restantes Cuerpos al servicio de la Administración de Justicia, así 
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restantes Cuerpos al servicio de la Administración de 

Justicia, así como de otras Administraciones, en las 

condiciones y con los requisitos que se establezcan en las 

correspondientes relaciones de puestos de trabajo, así como, 

en su caso, profesionales o expertos que sean necesarios para 

el desempeño de sus funciones u otro personal para la 

realización de actividades propias de oficios o de carácter 

instrumental, contratados en régimen laboral. 

 

3. Los Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y 

Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que 

constituyen un Cuerpo Nacional de Titulados Superiores al 

servicio de la Administración de Justicia. Atendiendo a la 

actividad técnica y científica del Instituto, dentro del citado 

Cuerpo podrán establecerse especialidades. 

 

Son funciones del Cuerpo de Facultativos del Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses la asistencia 

técnica en las materias de sus disciplinas profesionales a 

autoridades judiciales, gubernativas, al Ministerio Fiscal y a 

los médicos forenses, en el curso de las actuaciones judiciales 

o en las diligencias previas de investigación. A tal efecto 

llevarán a cabo los análisis e investigación que les sean 

solicitados, emitirán los dictámenes e informes pertinentes y 

evacuarán las consultas que les sean planteadas por las 

autoridades citadas, así como por los particulares en el curso 

de procesos judiciales y por organismos o empresas públicas 

que afecten al interés general, y contribuirán a la prevención 

de intoxicaciones. 

como de otras Administraciones, en las condiciones y con los 

requisitos que se establezcan en las correspondientes relaciones 

de puestos de trabajo, así como, en su caso, profesionales o 

expertos que sean necesarios para el desempeño de sus funciones 

u otro personal para la realización de actividades propias de 

oficios o de carácter instrumental, contratados en régimen 

laboral. 

 

3. Los Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y 

Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que constituyen un 

Cuerpo Nacional de Titulados Superiores al servicio de la 

Administración de Justicia. Atendiendo a la actividad técnica y 

científica del Instituto, dentro del citado Cuerpo podrán 

establecerse especialidades. 

 

Son funciones del Cuerpo de Facultativos del Instituto Nacional 

de Toxicología y Ciencias Forenses la asistencia técnica en las 

materias de sus disciplinas profesionales a autoridades judiciales, 

gubernativas, al Ministerio Fiscal y a los médicos forenses, en el 

curso de las actuaciones judiciales o en las diligencias previas de 

investigación. A tal efecto llevarán a cabo los análisis e 

investigación que les sean solicitados, emitirán los dictámenes e 

informes pertinentes y evacuarán las consultas que les sean 

planteadas por las autoridades citadas, así como por los 

particulares en el curso de procesos judiciales y por organismos o 

empresas públicas que afecten al interés general, y contribuirán 

a la prevención de intoxicaciones. 

 



 

 

LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA FRENTE A LA VIOLENCIA 
 

CUADRO COMPARATIVO 

 

NORMATIVA 

45 
 

Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses, así como en los Institutos de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses y en las unidades 

administrativas que se establezcan, en los supuestos y 

condiciones que se determinen en las correspondientes 

relaciones de puestos de trabajo. 

 

4. Los Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera 

que constituyen un cuerpo nacional de auxilio especializado 

al servicio de la Administración de Justicia y realizarán 

funciones de auxilio técnico especializado en las actividades 

científicas y de investigación propias del citado Instituto, así 

como de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

Prestarán servicio, en los supuestos y condiciones que se 

establezcan en las relaciones de puestos de trabajo de los 

citados organismos. 

 

5. Los Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera 

que constituyen un Cuerpo Nacional al servicio de la 

Administración de Justicia, para la realización de funciones 

de apoyo propias de su formación, en las actividades 

científicas y de investigación de este Instituto, así como de los 

Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en la forma 

y con los requisitos y condiciones que se establezcan en las 

relaciones de puestos de trabajo de los citados organismos. 

 

Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxicología y 

Ciencias Forenses, así como en los Institutos de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses, en los supuestos y condiciones que se 

determinen en las correspondientes relaciones de puestos de 

trabajo. 

 

4. Los Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología 

y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que constituyen 

un Cuerpo Nacional de auxilio especializado al servicio de la 

Administración de Justicia. 

 

Son funciones del Cuerpo de Técnicos Especialistas del Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses aquellas de auxilio 

técnico especializado en las actividades científicas y de 

investigación propias del Instituto Nacional de Toxicología y 

Ciencias Forenses. 

 

Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxicología y 

Ciencias Forenses, así como en los Institutos de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses, en los supuestos y condiciones que se 

determinen en las correspondientes relaciones de puestos de 

trabajo. 

 

5. Los Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que 

constituyen un Cuerpo Nacional al servicio de la Administración 

de Justicia, para la realización de funciones de apoyo propias de 

su formación, en las actividades científicas y de investigación de 

este Instituto, así como de los Institutos de Medicina Legal y 
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6. Los funcionarios de los Cuerpos Especiales del Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses dependerán 

jerárquicamente del Director de este Instituto o, en su caso, 

del Director del Instituto de Medicina Legal y Ciencias 

Forenses en que presten servicios. 

Ciencias Forenses, en la forma y con los requisitos y condiciones 

que se establezcan en las relaciones de puestos de trabajo de los 

citados organismos. 

 

6. Los funcionarios de los Cuerpos Especiales del Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses dependerán 

jerárquicamente del Director de este Instituto o, en su caso, del 

Director del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses en 

que presten servicios. 
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Disposición final quinta. Modificación de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. 

 

Modificación de la Ley General de Publicidad, del art. 3.  

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley General de Publicidad. 

 

 

 

Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. 

 

Artículo 3 Ley 

General 

Publicidad 

 

Artículo 3. Publicidad ilícita. 

 

Es ilícita: 

 

a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona 

o vulnere los valores y derechos reconocidos en la 

Constitución, especialmente a los que se refieren sus artículos 

14, 18 y 20, apartado 4. 

 

Se entenderán incluidos en la previsión anterior los anuncios 

que presenten a las mujeres de forma vejatoria o 

discriminatoria, bien utilizando particular y directamente su 

cuerpo o partes del mismo como mero objeto desvinculado del 

producto que se pretende promocionar, bien su imagen 

asociada a comportamientos estereotipados que vulneren los 

fundamentos de nuestro ordenamiento coadyuvando a 

generar la violencia a que se refiere la Ley Orgánica 1/2004, 

 

Artículo 3. Publicidad ilícita. 

 

Es ilícita: 

 

a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o 

vulnere los valores y derechos reconocidos en la Constitución, 

especialmente a los que se refieren sus artículos 14, 18 y 20, 

apartado 4. 

 

Se entenderán incluidos en la previsión anterior los anuncios que 

presenten a las mujeres de forma vejatoria o discriminatoria, bien 

utilizando particular y directamente su cuerpo o partes del mismo 

como mero objeto desvinculado del producto que se pretende 

promocionar, bien su imagen asociada a comportamientos 

estereotipados que vulneren los fundamentos de nuestro 

ordenamiento coadyuvando a generar la violencia a que se refiere 

la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 

Protección Integral contra la Violencia de Género. 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1988-26156
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de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 

la Violencia de Género. 

 

Asimismo, se entenderá incluida en la previsión anterior 

cualquier forma de publicidad que coadyuve a generar 

violencia o discriminación en cualquiera de sus 

manifestaciones sobre las personas menores de edad, o 

fomente estereotipos de carácter sexista, racista, estético o de 

carácter homofóbico o transfóbico o por razones de 

discapacidad. 

 

b) La publicidad dirigida a menores que les incite a la compra 

de un bien o de un servicio, explotando su inexperiencia o 

credulidad, o en la que aparezcan persuadiendo de la compra 

a padres o tutores. No se podrá, sin un motivo justificado, 

presentar a los niños en situaciones peligrosas. No se deberá 

inducir a error sobre las características de los productos, ni 

sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y aptitudes 

necesarias en el niño para utilizarlos sin producir daño para 

sí o a terceros. 

 

c) La publicidad subliminal. 

 

d) La que infrinja lo dispuesto en la normativa que regule la 

publicidad de determinados productos, bienes, actividades o 

servicios. 

 

e) La publicidad engañosa, la publicidad desleal y la 

publicidad agresiva, que tendrán el carácter de actos de 

 

b) La publicidad dirigida a menores que les incite a la compra de 

un bien o de un servicio, explotando su inexperiencia o credulidad, 

o en la que aparezcan persuadiendo de la compra a padres o 

tutores. No se podrá, sin un motivo justificado, presentar a los 

niños en situaciones peligrosas. No se deberá inducir a error sobre 

las características de los productos, ni sobre su seguridad, ni 

tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en el niño para 

utilizarlos sin producir daño para sí o a terceros. 

 

c) La publicidad subliminal. 

 

d) La que infrinja lo dispuesto en la normativa que regule la 

publicidad de determinados productos, bienes, actividades o 

servicios. 

 

e) La publicidad engañosa, la publicidad desleal y la publicidad 

agresiva, que tendrán el carácter de actos de competencia desleal 

en los términos contemplados en la Ley de Competencia Desleal. 
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competencia desleal en los términos contemplados en la Ley 

de Competencia Desleal. 

 

Disposición final sexta. Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

 

Modificación del Código Penal, de los arts.: 22, 36, 45, 46, 49, 57, 83, 90, 107, 130, 132, 140 bis, 148, 156 ter, 177 bis, 180, 183, 183 quater, 188, 

189, 189 bis., 192, 201, 215, 220, 225 bis., 267, 314, 510, 511, 512 y 515 

Se añaden nuevos arts.: 156 quinquies, 189 ter. y 361 bis. 

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en el Código Penal. 

 

 

 

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 

Penal. 

 

Artículo 22 

Código Penal 

 

Artículo 22. 

Son circunstancias agravantes: 

 

1.ª Ejecutar el hecho con alevosía. 

 

Hay alevosía cuando el culpable comete cualquiera de los 

delitos contra las personas empleando en la ejecución medios, 

modos o formas que tiendan directa o especialmente a 

asegurarla, sin el riesgo que para su persona pudiera 

proceder de la defensa por parte del ofendido. 

 

 

Artículo 22. 

 

Son circunstancias agravantes: 

 

1.ª Ejecutar el hecho con alevosía. 

 

Hay alevosía cuando el culpable comete cualquiera de los delitos 

contra las personas empleando en la ejecución medios, modos o 

formas que tiendan directa o especialmente a asegurarla, sin el 

riesgo que para su persona pudiera proceder de la defensa por 

parte del ofendido. 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1995-25444
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1995-25444
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2.ª Ejecutar el hecho mediante disfraz, con abuso de 

superioridad o aprovechando las circunstancias de lugar, 

tiempo o auxilio de otras personas que debiliten la defensa del 

ofendido o faciliten la impunidad del delincuente. 

 

3.ª Ejecutar el hecho mediante precio, recompensa o promesa. 

 

4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra 

clase de discriminación referente a la ideología, religión o 

creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que 

pertenezca, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de 

género, razones de género, de aporofobia o de exclusión social, 

la enfermedad que padezca o su discapacidad, con 

independencia de que tales condiciones o circunstancias 

concurran efectivamente en la persona sobre la que recaiga la 

conducta. 

 

5.ª Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de 

la víctima, causando a ésta padecimientos innecesarios para 

la ejecución del delito. 

 

6.ª Obrar con abuso de confianza. 

 

7.ª Prevalerse del carácter público que tenga el culpable. 

 

8.ª Ser reincidente. 

 

Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido 

condenado ejecutoriamente por un delito comprendido en el 

 

2.ª Ejecutar el hecho mediante disfraz, con abuso de superioridad 

o aprovechando las circunstancias de lugar, tiempo o auxilio de 

otras personas que debiliten la defensa del ofendido o faciliten la 

impunidad del delincuente. 

 

3.ª Ejecutar el hecho mediante precio, recompensa o promesa. 

 

4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase 

de discriminación referente a la ideología, religión o creencias de 

la víctima, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su sexo, 

orientación o identidad sexual, razones de género, la enfermedad 

que padezca o su discapacidad. 

 

5.ª Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la 

víctima, causando a ésta padecimientos innecesarios para la 

ejecución del delito. 

 

6.ª Obrar con abuso de confianza. 

 

7.ª Prevalerse del carácter público que tenga el culpable. 

 

8.ª Ser reincidente. 

 

Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido 

condenado ejecutoriamente por un delito comprendido en el 

mismo título de este Código, siempre que sea de la misma 

naturaleza. 
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mismo título de este Código, siempre que sea de la misma 

naturaleza. 

 

A los efectos de este número no se computarán los 

antecedentes penales cancelados o que debieran serlo, ni los 

que correspondan a delitos leves. 

 

Las condenas firmes de jueces o tribunales impuestas en otros 

Estados de la Unión Europea producirán los efectos de 

reincidencia salvo que el antecedente penal haya sido 

cancelado o pudiera serlo con arreglo al Derecho español. 

 

A los efectos de este número no se computarán los antecedentes 

penales cancelados o que debieran serlo, ni los que correspondan 

a delitos leves. 

 

Las condenas firmes de jueces o tribunales impuestas en otros 

Estados de la Unión Europea producirán los efectos de 

reincidencia salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o 

pudiera serlo con arreglo al Derecho español. 

 

 

Artículo 36 

Código Penal 

 

Artículo 36. 

 

1. La pena de prisión permanente será revisada de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 92. 

 

La clasificación del condenado en el tercer grado deberá ser 

autorizada por el tribunal previo pronóstico individualizado y 

favorable de reinserción social, oídos el Ministerio Fiscal e 

Instituciones Penitenciarias, y no podrá efectuarse: 

 

a) Hasta el cumplimiento de veinte años de prisión efectiva, 

en el caso de que el penado lo hubiera sido por un delito del 

Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código. 

 

b) Hasta el cumplimiento de quince años de prisión efectiva, 

en el resto de los casos. 

 

Artículo 36. 

 

1. La pena de prisión permanente será revisada de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 92. 

 

La clasificación del condenado en el tercer grado deberá ser 

autorizada por el tribunal previo pronóstico individualizado y 

favorable de reinserción social, oídos el Ministerio Fiscal e 

Instituciones Penitenciarias, y no podrá efectuarse: 

 

a) Hasta el cumplimiento de veinte años de prisión efectiva, en el 

caso de que el penado lo hubiera sido por un delito del Capítulo 

VII del Título XXII del Libro II de este Código. 

 

b) Hasta el cumplimiento de quince años de prisión efectiva, en el 

resto de los casos. 
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En estos supuestos, el penado no podrá disfrutar de permisos 

de salida hasta que haya cumplido un mínimo de doce años 

de prisión, en el caso previsto en la letra a), y ocho años de 

prisión, en el previsto en la letra b). 

 

2. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres 

meses y máxima de veinte años, salvo lo que 

excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente 

Código. 

 

Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea 

superior a cinco años, la autoridad judicial podrá ordenar que 

la clasificación de la persona condenada en el tercer grado de 

tratamiento penitenciario no se efectúe hasta el 

cumplimiento de la mitad de la pena de prisión impuesta. 

 

En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión 

impuesta sea superior a cinco años y se trate de los delitos 

enumerados a continuación, la clasificación de la persona 

condenada en el tercer grado de tratamiento penitenciario no 

podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la 

misma: 

 

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y 

delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del 

Libro II de este Código. 

 

 

En estos supuestos, el penado no podrá disfrutar de permisos de 

salida hasta que haya cumplido un mínimo de doce años de 

prisión, en el caso previsto en la letra a), y ocho años de prisión, 

en el previsto en la letra b). 

 

2. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses 

y máxima de veinte años, salvo lo que excepcionalmente 

dispongan otros preceptos del presente Código. 

 

Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a 

cinco años, el juez o tribunal podrá ordenar que la clasificación del 

condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no se 

efectúe hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta. 

 

En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión 

impuesta sea superior a cinco años y se trate de los delitos 

enumerados a continuación, la clasificación del condenado en el 

tercer grado de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse 

hasta el cumplimiento de la mitad de la misma: 

 

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y 

delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II 

de este Código. 

 

b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo 

criminal. 

 

c) Delitos del artículo 183. 
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b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo 

criminal. 

 

c) Delitos del Título VII bis del Libro II de este Código, cuando 

la víctima sea una persona menor de edad o persona con 

discapacidad necesitada de especial protección. 

 

d) Delitos del artículo 183. 

 

e) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este 

Código, cuando la víctima sea menor de 16 años. 

 

En los supuestos de las letras c), d) y e), la persona condenada 

no podrá disfrutar de permisos de salida hasta que haya 

cumplido la mitad de la condena. 

 

3. La autoridad judicial de vigilancia penitenciaria, previo 

pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y 

valorando, en su caso, las circunstancias personales de la 

persona condenada y la evolución del tratamiento 

reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el 

Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás 

partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento, 

salvo en los supuestos contenidos en las letras c), d) y e) del 

apartado anterior. 

 

4. En todo caso, la autoridad judicial de vigilancia 

penitenciaria, según corresponda, podrá acordar, previo 

informe del Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y 

 

d) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este 

Código, cuando la víctima sea menor de trece años. 

 

El juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y 

favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las 

circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento 

reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio 

Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la 

aplicación del régimen general de cumplimiento, salvo en los 

supuestos contenidos en el párrafo anterior. 

 

3. En todo caso, el tribunal o el juez de vigilancia penitenciaria, 

según corresponda, podrá acordar, previo informe del Ministerio 

Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la 

progresión a tercer grado por motivos humanitarios y de dignidad 

personal de penados enfermos muy graves con padecimientos 

incurables y de los septuagenarios valorando, especialmente su 

escasa peligrosidad. 
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las demás partes, la progresión a tercer grado por motivos 

humanitarios y de dignidad personal de las personas 

condenadas enfermas muy graves con padecimientos 

incurables y de las septuagenarias valorando, especialmente 

su escasa peligrosidad. 

 

 

Artículo 39 

Código Penal 

 

Artículo 39. 

 

Son penas privativas de derechos: 

 

a) La inhabilitación absoluta. 

 

b) Las de inhabilitación especial para empleo o cargo público, 

profesión, oficio, industria o comercio, u otras actividades, 

sean o no retribuidas, o de los derechos de patria potestad, 

tutela, guarda o curatela, tenencia de animales, derecho de 

sufragio pasivo o de cualquier otro derecho. 

 

c) La suspensión de empleo o cargo público. 

 

d) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y 

ciclomotores. 

 

e) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas. 

 

f) La privación del derecho a residir en determinados lugares 

o acudir a ellos. 

 

 

Artículo 39. 

 

Son penas privativas de derechos: 

 

a) La inhabilitación absoluta. 

 

b) Las de inhabilitación especial para empleo o cargo público, 

profesión, oficio, industria o comercio, u otras actividades 

determinadas en este Código, o de los derechos de patria potestad, 

tutela, guarda o curatela, tenencia de animales, derecho de 

sufragio pasivo o de cualquier otro derecho. 

 

c) La suspensión de empleo o cargo público. 

 

d) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y 

ciclomotores. 

 

e) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas. 

 

f) La privación del derecho a residir en determinados lugares o 

acudir a ellos. 
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g) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de 

sus familiares u otras personas que determine el juez o el 

tribunal. 

 

h) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos 

de sus familiares u otras personas que determine el juez o 

tribunal. 

 

i) Los trabajos en beneficio de la comunidad. 

 

j) La privación de la patria potestad. 

 

g) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus 

familiares u otras personas que determine el juez o el tribunal. 

 

h) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de 

sus familiares u otras personas que determine el juez o tribunal. 

 

i) Los trabajos en beneficio de la comunidad. 

 

j) La privación de la patria potestad. 

 

 

Artículo 45 

Código Penal 

 

Artículo 45. 

 

La inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o 

comercio u otras actividades, sean o no retribuidas, o 

cualquier otro derecho, que ha de concretarse expresa y 

motivadamente en la sentencia, priva a la persona penada de 

la facultad de ejercerlos durante el tiempo de la condena. La 

autoridad judicial podrá restringir la inhabilitación a 

determinadas actividades o funciones de la profesión u oficio, 

retribuido o no, permitiendo, si ello fuera posible, el ejercicio 

de aquellas funciones no directamente relacionadas con el 

delito cometido. 

 

 

Artículo 45. 

 

La inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o 

comercio o cualquier otro derecho, que ha de concretarse expresa 

y motivadamente en la sentencia, priva al penado de la facultad 

de ejercerlos durante el tiempo de la condena. 
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Artículo 46 

Código Penal 

 

Artículo 46. 

 

La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, priva a la 

persona condenada de los derechos inherentes a la primera, y 

supone la extinción de las demás, así como la incapacidad 

para obtener nombramiento para dichos cargos durante el 

tiempo de la condena. La pena de privación de la patria 

potestad implica la pérdida de la titularidad de la misma, 

subsistiendo aquellos derechos de los que sea titular el hijo o 

la hija respecto de la persona condenada que se determinen 

judicialmente. La autoridad judicial podrá acordar estas 

penas respecto de todas o algunas de las personas menores de 

edad o personas con discapacidad necesitadas de especial 

protección que estén a cargo de la persona condenada. 

 

Para concretar qué derechos de las personas menores de edad 

o personas con discapacidad han de subsistir en caso de 

privación de la patria potestad y para determinar respecto de 

qué personas se acuerda la pena, la autoridad judicial 

valorará el interés superior de la persona menor de edad o con 

discapacidad, en relación a las circunstancias del caso 

concreto. 

 

A los efectos de este artículo, la patria potestad comprende 

tanto la regulada en el Código Civil, incluida la prorrogada y 

la rehabilitada, como las instituciones análogas previstas en 

la legislación civil de las comunidades autónomas. 

 

Artículo 46. 

 

La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, 

tutela, curatela, guarda o acogimiento, priva al penado de los 

derechos inherentes a la primera, y supone la extinción de las 

demás, así como la incapacidad para obtener nombramiento para 

dichos cargos durante el tiempo de la condena. La pena de 

privación de la patria potestad implica la pérdida de la titularidad 

de la misma, subsistiendo los derechos de los que sea titular el 

hijo respecto del penado. El Juez o Tribunal podrá acordar estas 

penas respecto de todos o alguno de los menores o personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección que estén a cargo 

del penado, en atención a las circunstancias del caso. 

 

A los efectos de este artículo, la patria potestad comprende tanto 

la regulada en el Código Civil, incluida la prorrogada, como las 

instituciones análogas previstas en la legislación civil de las 

Comunidades Autónomas. 
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Artículo 49 

Código Penal 

 

Artículo 49. 

 

Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán 

imponerse sin el consentimiento de la persona condenada, le 

obligan a prestar su cooperación no retribuida en 

determinadas actividades de utilidad pública, que podrán 

consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al 

cometido por la persona condenada, en labores de reparación 

de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas, 

así como en la participación de la persona condenada en 

talleres o programas formativos de reeducación, laborales, 

culturales, de educación vial, sexual, resolución pacífica de 

conflictos, parentalidad positiva y otros similares. Su 

duración diaria no podrá exceder de ocho horas y sus 

condiciones serán las siguientes: 

 

1.ª La ejecución se desarrollará bajo el control del Juez de 

Vigilancia Penitenciaria, que, a tal efecto, requerirá los 

informes sobre el desempeño del trabajo a la Administración, 

entidad pública o asociación de interés general en que se 

presten los servicios. 

 

2.ª No atentará a la dignidad del penado. 

 

3.ª El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por 

la Administración, la cual podrá establecer los convenios 

oportunos a tal fin. 

 

 

Artículo 49. 

 

Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán 

imponerse sin el consentimiento del penado, le obligan a prestar 

su cooperación no retribuida en determinadas actividades de 

utilidad pública, que podrán consistir, en relación con delitos de 

similar naturaleza al cometido por el penado, en labores de 

reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las 

víctimas, así como en la participación del penado en talleres o 

programas formativos o de reeducación, laborales, culturales, de 

educación vial, sexual y otros similares. Su duración diaria no 

podrá exceder de ocho horas y sus condiciones serán las 

siguientes: 

 

1.ª La ejecución se desarrollará bajo el control del Juez de 

Vigilancia Penitenciaria, que, a tal efecto, requerirá los informes 

sobre el desempeño del trabajo a la Administración, entidad 

pública o asociación de interés general en que se presten los 

servicios. 

 

2.ª No atentará a la dignidad del penado. 

 

3.ª El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por la 

Administración, la cual podrá establecer los convenios oportunos 

a tal fin. 

 

4.ª Gozará de la protección dispensada a los penados por la 

legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social. 
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4.ª Gozará de la protección dispensada a los penados por la 

legislación penitenciaria en materia de Seguridad Social. 

 

5.ª No se supeditará al logro de intereses económicos. 

 

6.ª Los servicios sociales penitenciarios, hechas las 

verificaciones necesarias, comunicarán al Juez de Vigilancia 

Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución de la 

pena y, en todo caso, si el penado: 

 

a) Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas 

laborales, siempre que ello suponga un rechazo voluntario por 

su parte al cumplimiento de la pena. 

 

b) A pesar de los requerimientos del responsable del centro de 

trabajo, su rendimiento fuera sensiblemente inferior al 

mínimo exigible. 

 

c) Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta 

las instrucciones que se le dieren por el responsable de la 

ocupación referidas al desarrollo de la misma. 

 

d) Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el 

responsable del trabajo se negase a seguir manteniéndolo en 

el centro. 

 

Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia 

Penitenciaria podrá acordar su ejecución en el mismo centro, 

enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma 

 

5.ª No se supeditará al logro de intereses económicos. 

 

6.ª Los servicios sociales penitenciarios, hechas las verificaciones 

necesarias, comunicarán al Juez de Vigilancia Penitenciaria las 

incidencias relevantes de la ejecución de la pena y, en todo caso, 

si el penado: 

 

a) Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, 

siempre que ello suponga un rechazo voluntario por su parte al 

cumplimiento de la pena. 

 

b) A pesar de los requerimientos del responsable del centro de 

trabajo, su rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo 

exigible. 

 

c) Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las 

instrucciones que se le dieren por el responsable de la ocupación 

referidas al desarrollo de la misma. 

 

d) Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el 

responsable del trabajo se negase a seguir manteniéndolo en el 

centro. 

 

Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia Penitenciaria 

podrá acordar su ejecución en el mismo centro, enviar al penado 

para que finalice la ejecución de la misma en otro centro o 

entender que el penado ha incumplido la pena. 
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en otro centro o entender que el penado ha incumplido la 

pena. 

 

En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para 

proceder de conformidad con el artículo 468. 

 

7.ª Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se 

entenderá como abandono de la actividad. No obstante, el 

trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la 

condena, en la que se deberán hacer constar los días o 

jornadas que efectivamente hubiese trabajado del total que se 

le hubiera impuesto. 

 

En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para proceder 

de conformidad con el artículo 468. 

 

7.ª Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se 

entenderá como abandono de la actividad. No obstante, el trabajo 

perdido no se le computará en la liquidación de la condena, en la 

que se deberán hacer constar los días o jornadas que 

efectivamente hubiese trabajado del total que se le hubiera 

impuesto. 

 

Artículo 57 

Código Penal 

 

Artículo 57. 

 

1. Las autoridades judiciales, en los delitos de homicidio, 

aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la 

integridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad 

e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia 

imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el 

patrimonio, el orden socioeconómico y las relaciones 

familiares, atendiendo a la gravedad de los hechos o al peligro 

que el delincuente represente, podrán acordar en sus 

sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones 

contempladas en el artículo 48, por un tiempo que no excederá 

de diez años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos 

grave. 

 

 

Artículo 57. 

 

1. Los jueces o tribunales, en los delitos de homicidio, aborto, 

lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad 

moral, trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad 

sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la 

inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden 

socioeconómico, atendiendo a la gravedad de los hechos o al 

peligro que el delincuente represente, podrán acordar en sus 

sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones 

contempladas en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de 

diez años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave. 

 

No obstante lo anterior, si el condenado lo fuera a pena de prisión 

y el juez o tribunal acordara la imposición de una o varias de 
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No obstante lo anterior, si la persona condenada lo fuera a 

pena de prisión y el juez o tribunal acordara la imposición de 

una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo 

superior entre uno y diez años al de la duración de la pena de 

prisión impuesta en la sentencia, si el delito fuera grave, y 

entre uno y cinco años, si fuera menos grave. En este 

supuesto, la pena de prisión y las prohibiciones antes citadas 

se cumplirán necesariamente por la persona condenada de 

forma simultánea. 

 

2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer 

párrafo del apartado 1 de este artículo cometidos contra quien 

sea o haya sido el cónyuge, o sobre persona que esté o haya 

estado ligada al condenado por una análoga relación de 

afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, 

ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, 

propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o 

personas con discapacidad necesitadas de especial protección 

que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, 

tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o 

conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra 

relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su 

convivencia familiar, así como sobre las personas que por su 

especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a su 

custodia o guarda en centros públicos o privados se acordará, 

en todo caso, la aplicación de la pena prevista en el apartado 

2 del artículo 48 por un tiempo que no excederá de diez años 

si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave, sin 

dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno y 

diez años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la 

sentencia, si el delito fuera grave, y entre uno y cinco años, si 

fuera menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las 

prohibiciones antes citadas se cumplirán necesariamente por el 

condenado de forma simultánea. 

 

2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer 

párrafo del apartado 1 de este artículo cometidos contra quien sea 

o haya sido el cónyuge, o sobre persona que esté o haya estado 

ligada al condenado por una análoga relación de afectividad aun 

sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o 

hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del 

cónyuge o conviviente, o sobre los menores o personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección que con él 

convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, 

acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o sobre 

persona amparada en cualquier otra relación por la que se 

encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así 

como sobre las personas que por su especial vulnerabilidad se 

encuentran sometidas a su custodia o guarda en centros públicos 

o privados se acordará, en todo caso, la aplicación de la pena 

prevista en el apartado 2 del artículo 48 por un tiempo que no 

excederá de diez años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera 

menos grave, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo 

del apartado anterior. 

 

3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas en el 

artículo 48, por un periodo de tiempo que no excederá de seis 
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perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 

anterior. 

 

3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas 

en el artículo 48, por un periodo de tiempo que no excederá de 

seis meses, por la comisión de los delitos mencionados en el 

primer párrafo del apartado 1 de este artículo que tengan la 

consideración de delitos leves. 

 

meses, por la comisión de los delitos mencionados en el primer 

párrafo del apartado 1 de este artículo que tengan la 

consideración de delitos leves. 

 

 

Artículo 83 

Código Penal 

 

Artículo 83. 

 

1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al 

cumplimiento de las siguientes prohibiciones y deberes 

cuando ello resulte necesario para evitar el peligro de 

comisión de nuevos delitos, sin que puedan imponerse 

deberes y obligaciones que resulten excesivos y 

desproporcionados: 

 

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus 

familiares u otras personas que se determine por el juez o 

tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de trabajo o a otros 

lugares habitualmente frecuentados por ellos, o de comunicar 

con los mismos por cualquier medio. La imposición de esta 

prohibición será siempre comunicada a las personas con 

relación a las cuales sea acordada. 

 

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas 

determinadas o con miembros de un grupo determinado, 

 

Artículo 83. 

 

1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al 

cumplimiento de las siguientes prohibiciones y deberes cuando 

ello resulte necesario para evitar el peligro de comisión de nuevos 

delitos, sin que puedan imponerse deberes y obligaciones que 

resulten excesivos y desproporcionados: 

 

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus 

familiares u otras personas que se determine por el juez o 

tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de trabajo o a otros 

lugares habitualmente frecuentados por ellos, o de comunicar con 

los mismos por cualquier medio. La imposición de esta prohibición 

será siempre comunicada a las personas con relación a las cuales 

sea acordada. 

 

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas 

o con miembros de un grupo determinado, cuando existan indicios 

que permitan suponer fundadamente que tales sujetos pueden 
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cuando existan indicios que permitan suponer fundadamente 

que tales sujetos pueden facilitarle la ocasión para cometer 

nuevos delitos o incitarle a hacerlo. 

 

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado 

con prohibición de abandonarlo o ausentarse temporalmente 

sin autorización del juez o tribunal. 

 

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir 

al mismo, cuando en ellos pueda encontrar la ocasión o motivo 

para cometer nuevos delitos. 

 

5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se 

determine ante el juez o tribunal, dependencias policiales o 

servicio de la administración que se determine, para informar 

de sus actividades y justificarlas. 

 

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, 

de educación vial, sexual, de defensa del medio ambiente, de 

protección de los animales, de igualdad de trato y no 

discriminación, resolución pacífica de conflictos, parentalidad 

positiva y otros similares. 

 

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de 

alcohol, drogas tóxicas o sustancias estupefacientes, o de 

tratamiento de otros comportamientos adictivos. 

 

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no 

dispongan de dispositivos tecnológicos que condicionen su 

facilitarle la ocasión para cometer nuevos delitos o incitarle a 

hacerlo. 

 

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con 

prohibición de abandonarlo o ausentarse temporalmente sin 

autorización del juez o tribunal. 

 

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al 

mismo, cuando en ellos pueda encontrar la ocasión o motivo para 

cometer nuevos delitos. 

 

5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se 

determine ante el juez o tribunal, dependencias policiales o 

servicio de la administración que se determine, para informar de 

sus actividades y justificarlas. 

 

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de 

educación vial, sexual, de defensa del medio ambiente, de 

protección de los animales, de igualdad de trato y no 

discriminación, y otros similares. 

 

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de 

alcohol, drogas tóxicas o sustancias estupefacientes, o de 

tratamiento de otros comportamientos adictivos. 

 

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan 

de dispositivos tecnológicos que condicionen su encendido o 

funcionamiento a la comprobación previa de las condiciones 

físicas del conductor, cuando el sujeto haya sido condenado por un 
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encendido o funcionamiento a la comprobación previa de las 

condiciones físicas del conductor, cuando el sujeto haya sido 

condenado por un delito contra la seguridad vial y la medida 

resulte necesaria para prevenir la posible comisión de nuevos 

delitos. 

 

9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime 

convenientes para la rehabilitación social del penado, previa 

conformidad de éste, siempre que no atenten contra su 

dignidad como persona. 

 

2. Cuando se trate de delitos cometidos sobre la mujer por 

quien sea o haya sido su cónyuge, o por quien esté o haya 

estado ligado a ella por una relación similar de afectividad, 

aun sin convivencia, se impondrán siempre las prohibiciones 

y deberes indicados en las reglas 1.ª, 4.ª y 6.ª del apartado 

anterior. 

 

3. La imposición de cualquiera de las prohibiciones o deberes 

de las reglas 1.ª, 2.ª, 3.ª, o 4.ª del apartado 1 de este artículo 

será comunicada a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado, que velarán por su cumplimiento. Cualquier posible 

quebrantamiento o circunstancia relevante para valorar la 

peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión futura de 

nuevos delitos, será inmediatamente comunicada al 

Ministerio Fiscal y al juez o tribunal de ejecución. 

 

4. El control del cumplimiento de los deberes a que se refieren 

las reglas 6.ª, 7.ª y 8.ª del apartado 1 de este artículo 

delito contra la seguridad vial y la medida resulte necesaria para 

prevenir la posible comisión de nuevos delitos. 

 

9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime 

convenientes para la rehabilitación social del penado, previa 

conformidad de éste, siempre que no atenten contra su dignidad 

como persona. 

 

2. Cuando se trate de delitos cometidos sobre la mujer por quien 

sea o haya sido su cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado 

a ella por una relación similar de afectividad, aun sin convivencia, 

se impondrán siempre las prohibiciones y deberes indicados en las 

reglas 1.ª, 4.ª y 6.ª del apartado anterior. 

 

3. La imposición de cualquiera de las prohibiciones o deberes de 

las reglas 1.ª, 2.ª, 3.ª, o 4.ª del apartado 1 de este artículo será 

comunicada a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, que 

velarán por su cumplimiento. Cualquier posible quebrantamiento 

o circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado 

y la posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, será 

inmediatamente comunicada al Ministerio Fiscal y al juez o 

tribunal de ejecución. 

 

4. El control del cumplimiento de los deberes a que se refieren las 

reglas 6.ª, 7.ª y 8.ª del apartado 1 de este artículo corresponderá a 

los servicios de gestión de penas y medidas alternativas de la 

Administración penitenciaria. Estos servicios informarán al juez 

o tribunal de ejecución sobre el cumplimiento con una 
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corresponderá a los servicios de gestión de penas y medidas 

alternativas de la Administración penitenciaria. Estos 

servicios informarán al juez o tribunal de ejecución sobre el 

cumplimiento con una periodicidad al menos trimestral, en el 

caso de las reglas 6.ª y 8.ª, y semestral, en el caso de la 7.ª y, 

en todo caso, a su conclusión. 

 

Asimismo, informarán inmediatamente de cualquier 

circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del 

penado y la posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, 

así como de los incumplimientos de la obligación impuesta o 

de su cumplimiento efectivo. 

 

periodicidad al menos trimestral, en el caso de las reglas 6.ª y 8.ª, 

y semestral, en el caso de la 7.ª y, en todo caso, a su conclusión. 

 

Asimismo, informarán inmediatamente de cualquier 

circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado y 

la posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, así como de 

los incumplimientos de la obligación impuesta o de su 

cumplimiento efectivo. 

 

Artículo 90 

Código Penal 

 

Artículo 90. 

 

1. El juez de vigilancia penitenciaria acordará la suspensión 

de la ejecución del resto de la pena de prisión y concederá la 

libertad condicional al penado que cumpla los siguientes 

requisitos: 

 

a) Que se encuentre clasificado en tercer grado. 

 

b) Que haya extinguido las tres cuartas partes de la pena 

impuesta. 

 

c) Que haya observado buena conducta. 

 

 

Artículo 90. 

 

1. El juez de vigilancia penitenciaria acordará la suspensión de la 

ejecución del resto de la pena de prisión y concederá la libertad 

condicional al penado que cumpla los siguientes requisitos: 

 

a) Que se encuentre clasificado en tercer grado. 

 

b) Que haya extinguido las tres cuartas partes de la pena 

impuesta. 

 

c) Que haya observado buena conducta. 

 

Para resolver sobre la suspensión de la ejecución del resto de la 

pena y concesión de la libertad condicional, el juez de vigilancia 
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Para resolver sobre la suspensión de la ejecución del resto de 

la pena y concesión de la libertad condicional, el juez de 

vigilancia penitenciaria valorará la personalidad del penado, 

sus antecedentes, las circunstancias del delito cometido, la 

relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse afectados 

por una reiteración en el delito, su conducta durante el 

cumplimiento de la pena, sus circunstancias familiares y 

sociales y los efectos que quepa esperar de la propia 

suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas 

que fueren impuestas. 

 

No se concederá la suspensión si el penado no hubiese 

satisfecho la responsabilidad civil derivada del delito en los 

supuestos y conforme a los criterios establecidos por los 

apartados 5 y 6 del artículo 72 de la Ley Orgánica 1/1979, de 

26 de septiembre, General Penitenciaria. 

 

2. También podrá acordar la suspensión de la ejecución del 

resto de la pena y conceder la libertad condicional a los 

penados que cumplan los siguientes requisitos: 

 

a) Que hayan extinguido dos terceras parte de su condena. 

 

b) Que durante el cumplimiento de su pena hayan 

desarrollado actividades laborales, culturales u 

ocupacionales, bien de forma continuada, bien con un 

aprovechamiento del que se haya derivado una modificación 

relevante y favorable de aquéllas de sus circunstancias 

personales relacionadas con su actividad delictiva previa. 

penitenciaria valorará la personalidad del penado, sus 

antecedentes, las circunstancias del delito cometido, la relevancia 

de los bienes jurídicos que podrían verse afectados por una 

reiteración en el delito, su conducta durante el cumplimiento de 

la pena, sus circunstancias familiares y sociales y los efectos que 

quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del 

cumplimiento de las medidas que fueren impuestas. 

 

No se concederá la suspensión si el penado no hubiese satisfecho 

la responsabilidad civil derivada del delito en los supuestos y 

conforme a los criterios establecidos por los apartados 5 y 6 del 

artículo 72 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 

General Penitenciaria. 

 

2. También podrá acordar la suspensión de la ejecución del resto 

de la pena y conceder la libertad condicional a los penados que 

cumplan los siguientes requisitos: 

 

a) Que hayan extinguido dos terceras parte de su condena. 

 

b) Que durante el cumplimiento de su pena hayan desarrollado 

actividades laborales, culturales u ocupacionales, bien de forma 

continuada, bien con un aprovechamiento del que se haya 

derivado una modificación relevante y favorable de aquéllas de 

sus circunstancias personales relacionadas con su actividad 

delictiva previa. 
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c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se 

refiere el apartado anterior, salvo el de haber extinguido tres 

cuartas partes de su condena. 

 

A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe 

del Ministerio Fiscal y de las demás partes, cumplidas las 

circunstancias de las letras a) y c) del apartado anterior, el 

juez de vigilancia penitenciaria podrá adelantar, una vez 

extinguida la mitad de la condena, la concesión de la libertad 

condicional en relación con el plazo previsto en el apartado 

anterior, hasta un máximo de noventa días por cada año 

transcurrido de cumplimiento efectivo de condena. Esta 

medida requerirá que el penado haya desarrollado 

continuadamente las actividades indicadas en la letra b) de 

este apartado y que acredite, además, la participación 

efectiva y favorable en programas de reparación a las 

víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación, en su 

caso. 

 

3. Excepcionalmente, el juez de vigilancia penitenciaria podrá 

acordar la suspensión de la ejecución del resto de la pena y 

conceder la libertad condicional a los penados en que 

concurran los siguientes requisitos: 

 

a) Que se encuentren cumpliendo su primera condena de 

prisión y que ésta no supere los tres años de duración. 

 

b) Que hayan extinguido la mitad de su condena. 

c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere 

el apartado anterior, salvo el de haber extinguido tres cuartas 

partes de su condena. 

 

A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe del 

Ministerio Fiscal y de las demás partes, cumplidas las 

circunstancias de las letras a) y c) del apartado anterior, el juez 

de vigilancia penitenciaria podrá adelantar, una vez extinguida 

la mitad de la condena, la concesión de la libertad condicional en 

relación con el plazo previsto en el apartado anterior, hasta un 

máximo de noventa días por cada año transcurrido de 

cumplimiento efectivo de condena. Esta medida requerirá que el 

penado haya desarrollado continuadamente las actividades 

indicadas en la letra b) de este apartado y que acredite, además, 

la participación efectiva y favorable en programas de reparación 

a las víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación, en 

su caso. 

 

3. Excepcionalmente, el juez de vigilancia penitenciaria podrá 

acordar la suspensión de la ejecución del resto de la pena y 

conceder la libertad condicional a los penados en que concurran 

los siguientes requisitos: 

 

a) Que se encuentren cumpliendo su primera condena de prisión 

y que ésta no supere los tres años de duración. 

 

b) Que hayan extinguido la mitad de su condena. 
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c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se 

refiere al apartado 1, salvo el de haber extinguido tres cuartas 

partes de su condena, así como el regulado en la letra b) del 

apartado anterior. 

 

Este régimen no será aplicable a los penados que lo hayan 

sido por la comisión de un delito contra la libertad e 

indemnidad sexuales. 

 

4. El juez de vigilancia penitenciaria podrá denegar la 

suspensión de la ejecución del resto de la pena cuando el 

penado hubiera dado información inexacta o insuficiente 

sobre el paradero de bienes u objetos cuyo decomiso hubiera 

sido acordado; no dé cumplimiento conforme a su capacidad 

al compromiso de pago de las responsabilidades civiles a que 

hubiera sido condenado; o facilite información inexacta o 

insuficiente sobre su patrimonio, incumpliendo la obligación 

impuesta en el artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 

También podrá denegar la suspensión de la ejecución del 

resto de la pena impuesta para alguno de los delitos previstos 

en el Título XIX del Libro II de este Código, cuando el penado 

hubiere eludido el cumplimiento de las responsabilidades 

pecuniarias o la reparación del daño económico causado a la 

Administración a que hubiere sido condenado. 

 

c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere 

al apartado 1, salvo el de haber extinguido tres cuartas partes de 

su condena, así como el regulado en la letra b) del apartado 

anterior. 

 

Este régimen no será aplicable a los penados que lo hayan sido 

por la comisión de un delito contra la libertad e indemnidad 

sexuales. 

 

4. El juez de vigilancia penitenciaria podrá denegar la suspensión 

de la ejecución del resto de la pena cuando el penado hubiera dado 

información inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes u 

objetos cuyo decomiso hubiera sido acordado; no dé cumplimiento 

conforme a su capacidad al compromiso de pago de las 

responsabilidades civiles a que hubiera sido condenado; o facilite 

información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, 

incumpliendo la obligación impuesta en el artículo 589 de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil. 

 

También podrá denegar la suspensión de la ejecución del resto de 

la pena impuesta para alguno de los delitos previstos en el Título 

XIX del Libro II de este Código, cuando el penado hubiere eludido 

el cumplimiento de las responsabilidades pecuniarias o la 

reparación del daño económico causado a la Administración a que 

hubiere sido condenado. 

 

5. En los casos de suspensión de la ejecución del resto de la pena 

y concesión de la libertad condicional, resultarán aplicables las 

normas contenidas en los artículos 83, 86 y 87. 
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5. En los casos de suspensión de la ejecución del resto de la 

pena y concesión de la libertad condicional, resultarán 

aplicables las normas contenidas en los artículos 83, 86 y 87. 

 

El juez de vigilancia penitenciaria, a la vista de la posible 

modificación de las circunstancias valoradas, podrá modificar 

la decisión que anteriormente hubiera adoptado conforme al 

artículo 83, y acordar la imposición de nuevas prohibiciones, 

deberes o prestaciones, la modificación de las que ya hubieran 

sido acordadas o el alzamiento de las mismas. 

 

Asimismo, el juez de vigilancia penitenciaria revocará la 

suspensión de la ejecución del resto de la pena y la libertad 

condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un 

cambio de las circunstancias que hubieran dado lugar a la 

suspensión que no permita mantener ya el pronóstico de falta 

de peligrosidad en que se fundaba la decisión adoptada. 

 

El plazo de suspensión de la ejecución del resto de la pena 

será de dos a cinco años. En todo caso, el plazo de suspensión 

de la ejecución y de libertad condicional no podrá ser inferior 

a la duración de la parte de pena pendiente de cumplimiento. 

El plazo de suspensión y libertad condicional se computará 

desde la fecha de puesta en libertad del penado. 

 

6. La revocación de la suspensión de la ejecución del resto de 

la pena y libertad condicional dará lugar a la ejecución de la 

parte de la pena pendiente de cumplimiento. El tiempo 

 

El juez de vigilancia penitenciaria, a la vista de la posible 

modificación de las circunstancias valoradas, podrá modificar la 

decisión que anteriormente hubiera adoptado conforme al artículo 

83, y acordar la imposición de nuevas prohibiciones, deberes o 

prestaciones, la modificación de las que ya hubieran sido 

acordadas o el alzamiento de las mismas. 

 

Asimismo, el juez de vigilancia penitenciaria revocará la 

suspensión de la ejecución del resto de la pena y la libertad 

condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un cambio 

de las circunstancias que hubieran dado lugar a la suspensión que 

no permita mantener ya el pronóstico de falta de peligrosidad en 

que se fundaba la decisión adoptada. 

 

El plazo de suspensión de la ejecución del resto de la pena será de 

dos a cinco años. En todo caso, el plazo de suspensión de la 

ejecución y de libertad condicional no podrá ser inferior a la 

duración de la parte de pena pendiente de cumplimiento. El plazo 

de suspensión y libertad condicional se computará desde la fecha 

de puesta en libertad del penado. 

 

6. La revocación de la suspensión de la ejecución del resto de la 

pena y libertad condicional dará lugar a la ejecución de la parte 

de la pena pendiente de cumplimiento. El tiempo transcurrido en 

libertad condicional no será computado como tiempo de 

cumplimiento de la condena. 
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transcurrido en libertad condicional no será computado como 

tiempo de cumplimiento de la condena. 

 

7. El juez de vigilancia penitenciaria resolverá de oficio sobre 

la suspensión de la ejecución del resto de la pena y concesión 

de la libertad condicional a petición del penado. En el caso de 

que la petición no fuera estimada, el juez o tribunal podrá 

fijar un plazo de seis meses, que motivadamente podrá ser 

prolongado a un año, hasta que la pretensión pueda ser 

nuevamente planteada. 

 

8. En el caso de personas condenadas por delitos cometidos en 

el seno de organizaciones criminales o por alguno de los 

delitos regulados en el Capítulo VII del Título XXII del Libro 

II de este Código, la suspensión de la ejecución del resto de la 

pena impuesta y concesión de la libertad condicional requiere 

que la persona condenada muestre signos inequívocos de 

haber abandonado los fines y los medios de la actividad 

terrorista y haya colaborado activamente con las autoridades, 

bien para impedir la producción de otros delitos por parte de 

la organización o grupo terrorista, bien para atenuar los 

efectos de su delito, bien para la identificación, captura y 

procesamiento de las personas responsables de delitos 

terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación 

o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que 

haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá 

acreditarse mediante una declaración expresa de repudio de 

sus actividades delictivas y de abandono de la violencia y una 

petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así 

7. El juez de vigilancia penitenciaria resolverá de oficio sobre la 

suspensión de la ejecución del resto de la pena y concesión de la 

libertad condicional a petición del penado. En el caso de que la 

petición no fuera estimada, el juez o tribunal podrá fijar un plazo 

de seis meses, que motivadamente podrá ser prolongado a un año, 

hasta que la pretensión pueda ser nuevamente planteada. 

 

8. En el caso de personas condenadas por delitos cometidos en el 

seno de organizaciones criminales o por alguno de los delitos 

regulados en el Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este 

Código, la suspensión de la ejecución del resto de la pena impuesta 

y concesión de la libertad condicional requiere que el penado 

muestre signos inequívocos de haber abandonado los fines y los 

medios de la actividad terrorista y haya colaborado activamente 

con las autoridades, bien para impedir la producción de otros 

delitos por parte de la organización o grupo terrorista, bien para 

atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, 

captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, 

para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo 

de las organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o 

con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse mediante 

una declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas 

y de abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a 

las víctimas de su delito, así como por los informes técnicos que 

acrediten que el preso está realmente desvinculado de la 

organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones 

y colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las 

autoridades. 
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como por los informes técnicos que acrediten que la persona 

condenada está realmente desvinculada de la organización 

terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y 

colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las 

autoridades. 

 

9. Los apartados 2 y 3 no serán aplicables a las personas 

condenadas por la comisión de alguno de los delitos 

enumerados en el párrafo tercero del artículo 36.2. 

Los apartados 2 y 3 no serán aplicables a las personas condenadas 

por la comisión de alguno de los delitos regulados en el Capítulo 

VII del Título XXII del Libro II de este Código o por delitos 

cometidos en el seno de organizaciones criminales. 

 

 

Artículo 107 

Código Penal 

 

Artículo 107. 

 

La autoridad judicial podrá decretar razonadamente la 

medida de inhabilitación para el ejercicio de determinado 

derecho, profesión, oficio, industria o comercio, cargo o empleo 

u otras actividades, sean o no retribuidas, por un tiempo de 

uno a cinco años, cuando la persona haya cometido con abuso 

de dicho ejercicio, o en relación con él, un hecho delictivo, y 

cuando de la valoración de las circunstancias concurrentes 

pueda deducirse el peligro de que vuelva a cometer el mismo 

delito u otros semejantes, siempre que no sea posible 

imponerle la pena correspondiente por encontrarse en alguna 

de las situaciones previstas en los números 1.º, 2.º y 3.º del 

artículo 20. 

 

 

Artículo 107. 

 

El Juez o Tribunal podrá decretar razonadamente la medida de 

inhabilitación para el ejercicio de determinado derecho, profesión, 

oficio, industria o comercio, cargo o empleo, por un tiempo de uno 

a cinco años, cuando el sujeto haya cometido con abuso de dicho 

ejercicio, o en relación con él, un hecho delictivo, y cuando de la 

valoración de las circunstancias concurrentes pueda deducirse el 

peligro de que vuelva a cometer el mismo delito u otros 

semejantes, siempre que no sea posible imponerle la pena 

correspondiente por encontrarse en alguna de las situaciones 

previstas en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo 20. 

 

 

Artículo 130 

Código Penal 

 

Artículo 130. 

 

1. La responsabilidad criminal se extingue: 

 

Artículo 130. 

 

1. La responsabilidad criminal se extingue: 
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1.º Por la muerte del reo. 

 

2.º Por el cumplimiento de la condena. 

 

3.º Por la remisión definitiva de la pena, conforme a lo 

dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 87. 

 

4.º Por el indulto. 

 

5.º Por el perdón de la persona ofendida, cuando se trate de 

delitos leves perseguibles a instancias de la persona 

agraviada o la ley así lo prevea. El perdón habrá de ser 

otorgado de forma expresa antes de que se haya dictado 

sentencia, a cuyo efecto la autoridad judicial sentenciadora 

deberá oír a la persona ofendida por el delito antes de 

dictarla. 

En los delitos cometidos contra personas menores de edad o 

personas con discapacidad necesitadas de especial protección, 

que afecten a bienes jurídicos eminentemente personales, el 

perdón de la persona ofendida no extingue la responsabilidad 

criminal. 

 

6.º Por la prescripción del delito. 

 

7.º Por la prescripción de la pena o de la medida de seguridad. 

 

2. La transformación, fusión, absorción o escisión de una 

persona jurídica no extingue su responsabilidad penal, que se 

 

1.º Por la muerte del reo. 

 

2.º Por el cumplimiento de la condena. 

 

3.º Por la remisión definitiva de la pena, conforme a lo dispuesto 

en los apartados 1 y 2 del artículo 87. 

 

4.º Por el indulto. 

 

5.º Por el perdón del ofendido, cuando se trate de delitos leves 

perseguibles a instancias del agraviado o la ley así lo prevea. El 

perdón habrá de ser otorgado de forma expresa antes de que se 

haya dictado sentencia, a cuyo efecto el juez o tribunal 

sentenciador deberá oír al ofendido por el delito antes de dictarla. 

 

En los delitos contra menores o personas con discapacidad 

necesitadas de especial protección, los jueces o tribunales, oído el 

Ministerio Fiscal, podrán rechazar la eficacia del perdón otorgado 

por los representantes de aquéllos, ordenando la continuación del 

procedimiento, con intervención del Ministerio Fiscal, o el 

cumplimiento de la condena. 

 

Para rechazar el perdón a que se refiere el párrafo anterior, el juez 

o tribunal deberá oír nuevamente al representante del menor o 

persona con discapacidad necesitada de especial protección. 

 

6.º Por la prescripción del delito. 
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trasladará a la entidad o entidades en que se transforme, 

quede fusionada o absorbida y se extenderá a la entidad o 

entidades que resulten de la escisión. El Juez o Tribunal 

podrá moderar el traslado de la pena a la persona jurídica en 

función de la proporción que la persona jurídica 

originariamente responsable del delito guarde con ella. 

 

No extingue la responsabilidad penal la disolución encubierta 

o meramente aparente de la persona jurídica. Se considerará 

en todo caso que existe disolución encubierta o meramente 

aparente de la persona jurídica cuando se continúe su 

actividad económica y se mantenga la identidad sustancial de 

clientes, proveedores y empleados, o de la parte más relevante 

de todos ellos. 

7.º Por la prescripción de la pena o de la medida de seguridad. 

 

2. La transformación, fusión, absorción o escisión de una persona 

jurídica no extingue su responsabilidad penal, que se trasladará 

a la entidad o entidades en que se transforme, quede fusionada o 

absorbida y se extenderá a la entidad o entidades que resulten de 

la escisión. El Juez o Tribunal podrá moderar el traslado de la 

pena a la persona jurídica en función de la proporción que la 

persona jurídica originariamente responsable del delito guarde 

con ella. 

 

No extingue la responsabilidad penal la disolución encubierta o 

meramente aparente de la persona jurídica. Se considerará en 

todo caso que existe disolución encubierta o meramente aparente 

de la persona jurídica cuando se continúe su actividad económica 

y se mantenga la identidad sustancial de clientes, proveedores y 

empleados, o de la parte más relevante de todos ellos. 

 

Artículo 132 

Código Penal 

 

Artículo 132. 

 

1. Los términos previstos en el artículo precedente se 

computarán desde el día en que se haya cometido la infracción 

punible. En los casos de delito continuado, delito permanente, 

así como en las infracciones que exijan habitualidad, tales 

términos se computarán, respectivamente, desde el día en 

que se realizó la última infracción, desde que se eliminó la 

situación ilícita o desde que cesó la conducta. 

 

 

Artículo 132. 

 

1. Los términos previstos en el artículo precedente se computarán 

desde el día en que se haya cometido la infracción punible. En los 

casos de delito continuado, delito permanente, así como en las 

infracciones que exijan habitualidad, tales términos se 

computarán, respectivamente, desde el día en que se realizó la 

última infracción, desde que se eliminó la situación ilícita o desde 

que cesó la conducta. 
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En los delitos de aborto no consentido, lesiones, contra la 

libertad, de torturas y contra la integridad moral, contra la 

intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad 

del domicilio, y contra las relaciones familiares, excluidos los 

delitos contemplados en el párrafo siguiente, cuando la 

víctima fuere una persona menor de dieciocho años, los 

términos se computarán desde el día en que esta haya 

alcanzado la mayoría de edad, y si falleciere antes de 

alcanzarla, a partir de la fecha del fallecimiento. 

 

En los delitos de tentativa de homicidio, de lesiones de los 

artículos 149 y 150, en el delito de maltrato habitual previsto 

en el artículo 173.2, en los delitos contra la libertad, en los 

delitos contra la libertad e indemnidad sexual y en los delitos 

de trata de seres humanos, cuando la víctima fuere una 

persona menor de dieciocho años, los términos se computarán 

desde que la víctima cumpla los treinta y cinco años de edad, 

y si falleciere antes de alcanzar esa edad, a partir de la fecha 

del fallecimiento. 

 

2. La prescripción se interrumpirá, quedando sin efecto el 

tiempo transcurrido, cuando el procedimiento se dirija contra 

la persona indiciariamente responsable del delito, 

comenzando a correr de nuevo desde que se paralice el 

procedimiento o termine sin condena de acuerdo con las 

reglas siguientes: 

 

1.ª Se entenderá dirigido el procedimiento contra una persona 

determinada desde el momento en que, al incoar la causa o 

En la tentativa de homicidio y en los delitos de aborto no 

consentido, lesiones, trata de seres humanos, contra la libertad, 

de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad 

sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la 

inviolabilidad del domicilio, cuando la víctima fuere menor de 

edad, los términos se computarán desde el día en que ésta haya 

alcanzado la mayoría de edad, y si falleciere antes de alcanzarla, 

a partir de la fecha del fallecimiento. 

 

2. La prescripción se interrumpirá, quedando sin efecto el tiempo 

transcurrido, cuando el procedimiento se dirija contra la persona 

indiciariamente responsable del delito, comenzando a correr de 

nuevo desde que se paralice el procedimiento o termine sin 

condena de acuerdo con las reglas siguientes: 

 

1.ª Se entenderá dirigido el procedimiento contra una persona 

determinada desde el momento en que, al incoar la causa o con 

posterioridad, se dicte resolución judicial motivada en la que se le 

atribuya su presunta participación en un hecho que pueda ser 

constitutivo de delito. 

 

2.ª No obstante lo anterior, la presentación de querella o la 

denuncia formulada ante un órgano judicial, en la que se atribuya 

a una persona determinada su presunta participación en un hecho 

que pueda ser constitutivo de delito, suspenderá el cómputo de la 

prescripción por un plazo máximo de seis meses, a contar desde la 

misma fecha de presentación de la querella o de formulación de la 

denuncia. 
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con posterioridad, se dicte resolución judicial motivada en la 

que se le atribuya su presunta participación en un hecho que 

pueda ser constitutivo de delito. 

 

2.ª No obstante lo anterior, la presentación de querella o la 

denuncia formulada ante un órgano judicial, en la que se 

atribuya a una persona determinada su presunta 

participación en un hecho que pueda ser constitutivo de 

delito, suspenderá el cómputo de la prescripción por un plazo 

máximo de seis meses, a contar desde la misma fecha de 

presentación de la querella o de formulación de la denuncia. 

 

Si dentro de dicho plazo se dicta contra el querellado o 

denunciado, o contra cualquier otra persona implicada en los 

hechos, alguna de las resoluciones judiciales mencionadas en 

la regla 1.ª, la interrupción de la prescripción se entenderá 

retroactivamente producida, a todos los efectos, en la fecha de 

presentación de la querella o denuncia. 

 

Por el contrario, el cómputo del término de prescripción 

continuará desde la fecha de presentación de la querella o 

denuncia si, dentro del plazo de seis meses, recae resolución 

judicial firme de inadmisión a trámite de la querella o 

denuncia o por la que se acuerde no dirigir el procedimiento 

contra la persona querellada o denunciada. La continuación 

del cómputo se producirá también si, dentro de dicho plazo, el 

juez de instrucción no adoptara ninguna de las resoluciones 

previstas en este artículo. 

 

Si dentro de dicho plazo se dicta contra el querellado o 

denunciado, o contra cualquier otra persona implicada en los 

hechos, alguna de las resoluciones judiciales mencionadas en la 

regla 1.ª, la interrupción de la prescripción se entenderá 

retroactivamente producida, a todos los efectos, en la fecha de 

presentación de la querella o denuncia. 

 

Por el contrario, el cómputo del término de prescripción 

continuará desde la fecha de presentación de la querella o 

denuncia si, dentro del plazo de seis meses, recae resolución 

judicial firme de inadmisión a trámite de la querella o denuncia o 

por la que se acuerde no dirigir el procedimiento contra la persona 

querellada o denunciada. La continuación del cómputo se 

producirá también si, dentro de dicho plazo, el juez de instrucción 

no adoptara ninguna de las resoluciones previstas en este 

artículo. 

 

3. A los efectos de este artículo, la persona contra la que se dirige 

el procedimiento deberá quedar suficientemente determinada en 

la resolución judicial, ya sea mediante su identificación directa o 

mediante datos que permitan concretar posteriormente dicha 

identificación en el seno de la organización o grupo de personas a 

quienes se atribuya el hecho. 
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3. A los efectos de este artículo, la persona contra la que se 

dirige el procedimiento deberá quedar suficientemente 

determinada en la resolución judicial, ya sea mediante su 

identificación directa o mediante datos que permitan 

concretar posteriormente dicha identificación en el seno de la 

organización o grupo de personas a quienes se atribuya el 

hecho. 

 

 

Artículo 140 

bis Código 

Penal 

 

Artículo 140 bis. 

 

1. A las personas condenadas por la comisión de uno o más 

delitos comprendidos en este título se les podrá imponer 

además una medida de libertad vigilada. 

 

2. Si la víctima y quien sea autor de los delitos previstos en 

los tres artículos precedentes tuvieran un hijo o hija en 

común, la autoridad judicial impondrá, respecto de este, la 

pena de privación de la patria potestad. 

 

La misma pena se impondrá cuando la víctima fuere hijo o 

hija del autor, respecto de otros hijos e hijas, si existieren. 

 

 

Artículo 140 bis. 

 

A los condenados por la comisión de uno o más delitos 

comprendidos en este Título se les podrá imponer además una 

medida de libertad vigilada. 

 

 

 

Nuevo artículo 

143 bis Código 

Penal  

 

Artículo 143 bis. 
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 La distribución o difusión pública a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de la 

comunicación de contenidos específicamente destinados a promover, fomentar o incitar al suicidio de personas menores de edad 

o personas con discapacidad necesitadas de especial protección será castigada con la pena de prisión de uno a cuatro años. 

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los que se refiere 

el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el bloqueo de 

unos y otros cuando radiquen en el extranjero. 

Cuando el acto sancionado en este artículo ocasionare, además del riesgo prevenido, el suicidio de una persona menor de edad o 

de una persona con discapacidad necesitada de especial protección, las autoridades judiciales resolverán el concurso de delitos 

conforme a las normas contenidas en el artículo 77.2 de este Código. 

 

 

 

Artículo 148 

Código Penal 

 

Artículo 148. 

 

Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo anterior 

podrán ser castigadas con la pena de prisión de dos a cinco 

años, atendiendo al resultado causado o riesgo producido: 

 

1.º Si en la agresión se hubieren utilizado armas, 

instrumentos, objetos, medios, métodos o formas 

concretamente peligrosas para la vida o salud, física o 

psíquica, del lesionado. 

 

2.º Si hubiere mediado ensañamiento o alevosía. 

 

3.º Si la víctima fuere menor de catorce años o persona con 

discapacidad necesitada de especial protección. 

 

 

Artículo 148. 

 

Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo anterior 

podrán ser castigadas con la pena de prisión de dos a cinco años, 

atendiendo al resultado causado o riesgo producido: 

 

1.º Si en la agresión se hubieren utilizado armas, instrumentos, 

objetos, medios, métodos o formas concretamente peligrosas para 

la vida o salud, física o psíquica, del lesionado. 

 

2.º Si hubiere mediado ensañamiento o alevosía. 

 

3.º Si la víctima fuere menor de doce años o persona con 

discapacidad necesitada de especial protección. 
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4.º Si la víctima fuere o hubiere sido esposa, o mujer que 

estuviere o hubiere estado ligada al autor por una análoga 

relación de afectividad, aun sin convivencia. 

 

5.º Si la víctima fuera una persona especialmente vulnerable 

que conviva con el autor. 

 

4.º Si la víctima fuere o hubiere sido esposa, o mujer que estuviere 

o hubiere estado ligada al autor por una análoga relación de 

afectividad, aun sin convivencia. 

 

5.º Si la víctima fuera una persona especialmente vulnerable que 

conviva con el autor. 

 

 

Artículo 156 

ter. Código 

Penal 

 

Artículo 156 ter. 

 

La distribución o difusión pública a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de la 

comunicación de contenidos específicamente destinados a promover, fomentar o incitar a la autolesión de personas menores de 

edad o personas con discapacidad necesitadas de especial protección será castigada con la pena de prisión de seis meses a tres 

años. 

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los que se refiere 

el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el bloqueo de 

unos y otros cuando radiquen en el extranjero. 

Cuando el acto sancionado en este artículo produjere, además del riesgo prevenido, que una persona menor de edad o una persona 

con discapacidad necesitada de especial protección se ocasionare una lesión de las previstas en los artículos 147.1, 148, 149 o 150 

de este Código se impondrá, además, la pena inferior en grado a la señalada para la lesión causada. 

 

 

Nuevo artículo 

156 quater 

Código Penal  

 

 

Artículo 156 quater. 

 

A las personas condenadas por la comisión de uno o más 

delitos comprendidos en este Título, cuando la víctima fuere 

alguna de las personas a que se refiere el apartado 2 del 

 

Artículo 156 ter. 

 

A los condenados por la comisión de uno o más delitos 

comprendidos en este Título, cuando la víctima fuere alguna de 
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artículo 173, se les podrá imponer además una medida de 

libertad vigilada. 

 

las personas a que se refiere el apartado 2 del artículo 173, se les 

podrá imponer además una medida de libertad vigilada. 

 

 

 

Nuevo artículo 

156 quinquies 

Código Penal  

 

 

 

Artículo 156 quinquies. 

 

A las personas condenadas por la comisión de alguno de los delitos previstos en los artículos 147.1, 148, 149, 150 y 153 en los que 

la víctima sea una persona menor de edad se les podrá imponer, además de las penas que procedan, la pena de inhabilitación 

especial para cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido, que conlleve contacto regular y directo con personas menores de 

edad, por un tiempo superior entre tres y cinco años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en la sentencia 

o por un tiempo de dos a diez años cuando no se hubiere impuesto una pena de prisión, en ambos casos se atenderá 

proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los delitos cometidos y a las circunstancias que concurran en la persona 

condenada. 

 

 

Artículo 177 

bis Código 

Penal 

 

Artículo 177 bis. 

 

1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de prisión 

como reo de trata de seres humanos el que, sea en territorio 

español, sea desde España, en tránsito o con destino a ella, 

empleando violencia, intimidación o engaño, o abusando de 

una situación de superioridad o de necesidad o de 

vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, o 

mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para 

lograr el consentimiento de la persona que poseyera el control 

 

Artículo 177 bis. 

 

1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de prisión como 

reo de trata de seres humanos el que, sea en territorio español, 

sea desde España, en tránsito o con destino a ella, empleando 

violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de 

superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima 

nacional o extranjera, o mediante la entrega o recepción de pagos 

o beneficios para lograr el consentimiento de la persona que 

poseyera el control sobre la víctima, la captare, transportare, 
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sobre la víctima, la captare, transportare, trasladare, 

acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o transferencia 

de control sobre esas personas, con cualquiera de las 

finalidades siguientes: 

 

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la 

esclavitud o prácticas similares a la esclavitud, a la 

servidumbre o a la mendicidad. 

 

b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía. 

 

c) La explotación para realizar actividades delictivas. 

 

d) La extracción de sus órganos corporales. 

 

e) La celebración de matrimonios forzados. 

 

Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuando la 

persona en cuestión no tiene otra alternativa, real o 

aceptable, que someterse al abuso. 

Cuando la víctima de trata de seres humanos fuera una 

persona menor de edad se impondrá, en todo caso, la pena de 

inhabilitación especial para cualquier profesión, oficio, o 

actividades,  sean o no retribuidos, que conlleve contacto 

regular y directo con personas menores de edad, por un 

tiempo superior entre seis y veinte años al de la duración de 

la pena de privación de libertad impuesta. 

 

trasladare, acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o 

transferencia de control sobre esas personas, con cualquiera de 

las finalidades siguientes: 

 

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la esclavitud o 

prácticas similares a la esclavitud, a la servidumbre o a la 

mendicidad. 

 

b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía. 

 

c) La explotación para realizar actividades delictivas. 

 

d) La extracción de sus órganos corporales. 

 

e) La celebración de matrimonios forzados. 

 

Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuando la 

persona en cuestión no tiene otra alternativa, real o aceptable, 

que someterse al abuso. 

 

2. Aun cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados 

en el apartado anterior, se considerará trata de seres humanos 

cualquiera de las acciones indicadas en el apartado anterior 

cuando se llevare a cabo respecto de menores de edad con fines de 

explotación. 

 

3. El consentimiento de una víctima de trata de seres humanos 

será irrelevante cuando se haya recurrido a alguno de los medios 

indicados en el apartado primero de este artículo. 
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2. Aun cuando no se recurra a ninguno de los medios 

enunciados en el apartado anterior, se considerará trata de 

seres humanos cualquiera de las acciones indicadas en el 

apartado anterior cuando se llevare a cabo respecto de 

menores de edad con fines de explotación. 

 

3. El consentimiento de una víctima de trata de seres 

humanos será irrelevante cuando se haya recurrido a alguno 

de los medios indicados en el apartado primero de este 

artículo. 

 

4. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el 

apartado primero de este artículo cuando: 

 

a) se hubiera puesto en peligro la vida o la integridad física o 

psíquica de las personas objeto del delito; 

 

b) la víctima sea especialmente vulnerable por razón de 

enfermedad, estado gestacional, discapacidad o situación 

personal, o sea menor de edad. 

 

Si concurriere más de una circunstancia se impondrá la pena 

en su mitad superior. 

 

5. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el 

apartado 1 de este artículo e inhabilitación absoluta de seis a 

doce años a los que realicen los hechos prevaliéndose de su 

condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público. 

Si concurriere además alguna de las circunstancias previstas 

 

4. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el 

apartado primero de este artículo cuando: 

 

a) se hubiera puesto en peligro la vida o la integridad física o 

psíquica de las personas objeto del delito; 

 

b) la víctima sea especialmente vulnerable por razón de 

enfermedad, estado gestacional, discapacidad o situación 

personal, o sea menor de edad. 

 

Si concurriere más de una circunstancia se impondrá la pena en 

su mitad superior. 

 

5. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el 

apartado 1 de este artículo e inhabilitación absoluta de seis a doce 

años a los que realicen los hechos prevaliéndose de su condición 

de autoridad, agente de ésta o funcionario público. Si concurriere 

además alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 

de este artículo se impondrán las penas en su mitad superior. 

 

6. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el 

apartado 1 de este artículo e inhabilitación especial para 

profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la condena, 

cuando el culpable perteneciera a una organización o asociación 

de más de dos personas, incluso de carácter transitorio, que se 

dedicase a la realización de tales actividades. Si concurriere 

alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este 

artículo se impondrán las penas en la mitad superior. Si 
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en el apartado 4 de este artículo se impondrán las penas en 

su mitad superior. 

 

6. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el 

apartado 1 de este artículo e inhabilitación especial para 

profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la 

condena, cuando el culpable perteneciera a una organización 

o asociación de más de dos personas, incluso de carácter 

transitorio, que se dedicase a la realización de tales 

actividades. Si concurriere alguna de las circunstancias 

previstas en el apartado 4 de este artículo se impondrán las 

penas en la mitad superior. Si concurriere la circunstancia 

prevista en el apartado 5 de este artículo se impondrán las 

penas señaladas en este en su mitad superior. 

 

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de 

dichas organizaciones o asociaciones, se les aplicará la pena 

en su mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente 

superior en grado. En todo caso se elevará la pena a la 

inmediatamente superior en grado si concurriera alguna de 

las circunstancias previstas en el apartado 4 o la 

circunstancia prevista en el apartado 5 de este artículo. 

 

7. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis 

una persona jurídica sea responsable de los delitos 

comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de 

multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido. Atendidas 

las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y 

concurriere la circunstancia prevista en el apartado 5 de este 

artículo se impondrán las penas señaladas en este en su mitad 

superior. 

 

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de 

dichas organizaciones o asociaciones, se les aplicará la pena en su 

mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente superior 

en grado. En todo caso se elevará la pena a la inmediatamente 

superior en grado si concurriera alguna de las circunstancias 

previstas en el apartado 4 o la circunstancia prevista en el 

apartado 5 de este artículo. 

 

7. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una 

persona jurídica sea responsable de los delitos comprendidos en 

este artículo, se le impondrá la pena de multa del triple al 

quíntuple del beneficio obtenido. Atendidas las reglas 

establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 

asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del 

apartado 7 del artículo 33. 

 

8. La provocación, la conspiración y la proposición para cometer 

el delito de trata de seres humanos serán castigadas con la pena 

inferior en uno o dos grados a la del delito correspondiente. 

 

9. En todo caso, las penas previstas en este artículo se impondrán 

sin perjuicio de las que correspondan, en su caso, por el delito del 

artículo 318 bis de este Código y demás delitos efectivamente 

cometidos, incluidos los constitutivos de la correspondiente 

explotación. 
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tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en 

las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

8. La provocación, la conspiración y la proposición para 

cometer el delito de trata de seres humanos serán castigadas 

con la pena inferior en uno o dos grados a la del delito 

correspondiente. 

 

9. En todo caso, las penas previstas en este artículo se 

impondrán sin perjuicio de las que correspondan, en su caso, 

por el delito del artículo 318 bis de este Código y demás delitos 

efectivamente cometidos, incluidos los constitutivos de la 

correspondiente explotación. 

 

10. Las condenas de jueces o tribunales extranjeros por 

delitos de la misma naturaleza que los previstos en este 

artículo producirán los efectos de reincidencia, salvo que el 

antecedente penal haya sido cancelado o pueda serlo con 

arreglo al Derecho español. 

 

11. Sin perjuicio de la aplicación de las reglas generales de 

este Código, la víctima de trata de seres humanos quedará 

exenta de pena por las infracciones penales que haya 

cometido en la situación de explotación sufrida, siempre que 

su participación en ellas haya sido consecuencia directa de la 

situación de violencia, intimidación, engaño o abuso a que 

haya sido sometida y que exista una adecuada 

proporcionalidad entre dicha situación y el hecho criminal 

realizado. 

 

10. Las condenas de jueces o tribunales extranjeros por delitos de 

la misma naturaleza que los previstos en este artículo producirán 

los efectos de reincidencia, salvo que el antecedente penal haya 

sido cancelado o pueda serlo con arreglo al Derecho español. 

 

11. Sin perjuicio de la aplicación de las reglas generales de este 

Código, la víctima de trata de seres humanos quedará exenta de 

pena por las infracciones penales que haya cometido en la 

situación de explotación sufrida, siempre que su participación en 

ellas haya sido consecuencia directa de la situación de violencia, 

intimidación, engaño o abuso a que haya sido sometida y que 

exista una adecuada proporcionalidad entre dicha situación y el 

hecho criminal realizado. 
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Artículo 180 

Código Penal 

 

Artículo 180. 

 

1. Las anteriores conductas serán castigadas con las penas de 

prisión de cinco a diez años para las agresiones del artículo 

178, y de doce a quince años para las del artículo 179, cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

 

1.ª Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un 

carácter particularmente degradante o vejatorio. 

 

2. ª Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta 

de dos o más personas. 

 

3.ª Cuando los hechos se cometan contra una persona que se 

halle en una situación de especial vulnerabilidad por razón 

de su edad, enfermedad, discapacidad o por cualquier otra 

circunstancia, salvo lo dispuesto en el artículo 183. 

4.ª Cuando, para la ejecución del delito, la persona 

responsable se hubiera prevalido de una situación de 

convivencia o de una relación de superioridad o parentesco, 

por ser ascendiente, o hermano, por naturaleza o adopción, o 

afines, con la víctima. 

 

Artículo 180. 

 

1. Las anteriores conductas serán castigadas con las penas de 

prisión de cinco a diez años para las agresiones del artículo 178, y 

de doce a quince años para las del artículo 179, cuando concurra 

alguna de las siguientes circunstancias: 

 

1.ª Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un 

carácter particularmente degradante o vejatorio. 

 

2. ª Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de 

dos o más personas. 

 

3. ª Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de 

su edad, enfermedad, discapacidad o situación, salvo lo dispuesto 

en el artículo 183. 

 

4. ª Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya 

prevalido de una relación de superioridad o parentesco, por ser 

ascendiente, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción, 

o afines, con la víctima. 

 

5. ª Cuando el autor haga uso de armas u otros medios igualmente 

peligrosos, susceptibles de producir la muerte o alguna de las 

lesiones previstas en los artículos 149 y 150 de este Código, sin 
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perjuicio de la pena que pudiera corresponder por la muerte o 

lesiones causadas. 

 

2. Si concurrieren dos o más de las anteriores circunstancias, las 

penas previstas en este artículo se impondrán en su mitad 

superior. 

 

 

Artículo 183 

Código Penal 

 

Artículo 183. 

 

1. El que realizare actos de carácter sexual con un menor de 

dieciséis años, será castigado como responsable de abuso 

sexual a un menor con la pena de prisión de dos a seis años. 

 

2. Cuando los hechos se cometan empleando violencia o 

intimidación, el responsable será castigado por el delito de 

agresión sexual a un menor con la pena de cinco a diez años 

de prisión. Las mismas penas se impondrán cuando mediante 

violencia o intimidación compeliere a un menor de dieciséis 

años a participar en actos de naturaleza sexual con un tercero 

o a realizarlos sobre sí mismo. 

 

3. Cuando el ataque consista en acceso carnal por vía vaginal, 

anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos 

por alguna de las dos primeras vías, el responsable será 

castigado con la pena de prisión de ocho a doce años, en el 

caso del apartado 1, y con la pena de doce a quince años, en el 

caso del apartado 2. 

 

 

Artículo 183. 

 

1. El que realizare actos de carácter sexual con un menor de 

dieciséis años, será castigado como responsable de abuso sexual a 

un menor con la pena de prisión de dos a seis años. 

 

2. Cuando los hechos se cometan empleando violencia o 

intimidación, el responsable será castigado por el delito de 

agresión sexual a un menor con la pena de cinco a diez años de 

prisión. Las mismas penas se impondrán cuando mediante 

violencia o intimidación compeliere a un menor de dieciséis años 

a participar en actos de naturaleza sexual con un tercero o a 

realizarlos sobre sí mismo. 

 

3. Cuando el ataque consista en acceso carnal por vía vaginal, 

anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos por 

alguna de las dos primeras vías, el responsable será castigado con 

la pena de prisión de ocho a doce años, en el caso del apartado 1, 

y con la pena de doce a quince años, en el caso del apartado 2. 
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4. Las conductas previstas en los tres apartados anteriores 

serán castigadas con la pena de prisión correspondiente en su 

mitad superior cuando concurra alguna de las siguientes 

circunstancias: 

 

a) Cuando la víctima se halle en una situación de especial 

vulnerabilidad por razón de su edad, enfermedad, 

discapacidad o por cualquier otra circunstancia, y, en todo 

caso, cuando sea menor de cuatro años. 

 

b) Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de 

dos o más personas. 

 

c) Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un 

carácter particularmente degradante o vejatorio. 

 

d) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se 

hubiera prevalido de una situación de convivencia o de una 

relación de superioridad o parentesco, por ser ascendiente, o 

hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con la víctima. 

 

e) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma 

dolosa o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima. 

 

f) Cuando la infracción se haya cometido en el seno de una 

organización o de un grupo criminal que se dedicare a la 

realización de tales actividades. 

 

4. Las conductas previstas en los tres apartados anteriores serán 

castigadas con la pena de prisión correspondiente en su mitad 

superior cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

 

a) Cuando el escaso desarrollo intelectual o físico de la víctima, o 

el hecho de tener un trastorno mental, la hubiera colocado en una 

situación de total indefensión y en todo caso, cuando sea menor de 

cuatro años. 

 

b) Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de dos 

o más personas. 

 

c) Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un 

carácter particularmente degradante o vejatorio. 

 

d) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya 

prevalido de una relación de superioridad o parentesco, por ser 

ascendiente, o hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con 

la víctima. 

 

e) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma dolosa 

o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima. 

 

f) Cuando la infracción se haya cometido en el seno de una 

organización o de un grupo criminal que se dedicare a la 

realización de tales actividades. 

 

5. En todos los casos previstos en este artículo, cuando el culpable 

se hubiera prevalido de su condición de autoridad, agente de ésta 
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5. En todos los casos previstos en este artículo, cuando el 

culpable se hubiera prevalido de su condición de autoridad, 

agente de esta o funcionario público, se impondrá, además, la 

pena de inhabilitación absoluta de seis a doce años. 

 

o funcionario público, se impondrá, además, la pena de 

inhabilitación absoluta de seis a doce años. 

 

 

Artículo 183 

quater Código 

Penal 

 

Artículo 183 quater. 

 

El consentimiento libre del menor de dieciséis años excluirá 

la responsabilidad penal por los delitos previstos en los 

artículos 183, apartado 1, y 183 bis, párrafo primero, inciso 

segundo, cuando el autor sea una persona próxima a la 

persona menor por edad y grado de desarrollo o madurez 

física y psicológica, siempre que los actos no constituyan un 

atentado contra la libertad sexual de la persona menor de 

edad. 

 

 

Artículo 183 quater. 

 

El consentimiento libre del menor de dieciséis años excluirá la 

responsabilidad penal por los delitos previstos en este Capítulo, 

cuando el autor sea una persona próxima al menor por edad y 

grado de desarrollo o madurez. 

 

 

Artículo 188 

Código Penal 

 

 

Artículo 188. 

 

1. El que induzca, promueva, favorezca o facilite la 

prostitución de un menor de edad o una persona con 

discapacidad necesitada de especial protección, o se lucre con 

ello, o explote de algún otro modo a un menor o a una persona 

con discapacidad para estos fines, será castigado con las 

penas de prisión de dos a cinco años y multa de doce a 

veinticuatro meses. 

 

 

Artículo 188. 

 

1. El que induzca, promueva, favorezca o facilite la prostitución 

de un menor de edad o una persona con discapacidad necesitada 

de especial protección, o se lucre con ello, o explote de algún otro 

modo a un menor o a una persona con discapacidad para estos 

fines, será castigado con las penas de prisión de dos a cinco años 

y multa de doce a veinticuatro meses. 
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Si la víctima fuera menor de dieciséis años, se impondrá la 

pena de prisión de cuatro a ocho años y multa de doce a 

veinticuatro meses. 

 

2. Si los hechos descritos en el apartado anterior se 

cometieran con violencia o intimidación, además de las penas 

de multa previstas, se impondrá la pena de prisión de cinco a 

diez años si la víctima es menor de dieciséis años, y la pena 

de prisión de cuatro a seis años en los demás casos. 

 

3. Se impondrán las penas superiores en grado a las previstas 

en los apartados anteriores, en sus respectivos casos, cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

 

a) Cuando la víctima se halle en una situación de especial 

vulnerabilidad por razón de su edad, enfermedad, 

discapacidad o por cualquier otra circunstancia. 

 

b) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se 

hubiera prevalido de una situación de convivencia o de una 

relación de superioridad o parentesco, por ser ascendiente, o 

hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con la víctima.  

 

c) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se 

hubiera prevalido de su condición de autoridad, agente de 

ésta o funcionario público. En este caso se impondrá, además, 

una pena de inhabilitación absoluta de seis a doce años. 

 

Si la víctima fuera menor de dieciséis años, se impondrá la pena 

de prisión de cuatro a ocho años y multa de doce a veinticuatro 

meses. 

 

2. Si los hechos descritos en el apartado anterior se cometieran 

con violencia o intimidación, además de las penas de multa 

previstas, se impondrá la pena de prisión de cinco a diez años si 

la víctima es menor de dieciséis años, y la pena de prisión de 

cuatro a seis años en los demás casos. 

 

3. Se impondrán las penas superiores en grado a las previstas en 

los apartados anteriores, en sus respectivos casos, cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

 

a) Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de 

su edad, enfermedad, discapacidad o situación. 

 

b) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya 

prevalido de una relación de superioridad o parentesco, por ser 

ascendiente, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción, 

o afines, con la víctima. 

 

c) Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se hubiera 

prevalido de su condición de autoridad, agente de ésta o 

funcionario público. En este caso se impondrá, además, una pena 

de inhabilitación absoluta de seis a doce años. 

 

d) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma dolosa 

o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima. 



 

 

LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA FRENTE A LA VIOLENCIA 
 

CUADRO COMPARATIVO 

 

NORMATIVA 

88 
 

Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

d) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma 

dolosa o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima. 

 

e) Cuando los hechos se hubieren cometido por la actuación 

conjunta de dos o más personas. 

 

f) Cuando el culpable perteneciere a una organización o 

asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a 

la realización de tales actividades. 

 

4. El que solicite, acepte u obtenga, a cambio de una 

remuneración o promesa, una relación sexual con una 

persona menor de edad o una persona con discapacidad 

necesitada de especial protección, será castigado con una 

pena de uno a cuatro años de prisión. Si el menor no hubiera 

cumplido dieciséis años de edad, se impondrá una pena de dos 

a seis años de prisión. 

 

5. Las penas señaladas se impondrán en sus respectivos casos 

sin perjuicio de las que correspondan por las infracciones 

contra la libertad o indemnidad sexual cometidas sobre los 

menores y personas con discapacidad necesitadas de especial 

protección. 

 

 

e) Cuando los hechos se hubieren cometido por la actuación 

conjunta de dos o más personas. 

 

f) Cuando el culpable perteneciere a una organización o 

asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la 

realización de tales actividades. 

 

4. El que solicite, acepte u obtenga, a cambio de una remuneración 

o promesa, una relación sexual con una persona menor de edad o 

una persona con discapacidad necesitada de especial protección, 

será castigado con una pena de uno a cuatro años de prisión. Si el 

menor no hubiera cumplido dieciséis años de edad, se impondrá 

una pena de dos a seis años de prisión. 

 

5. Las penas señaladas se impondrán en sus respectivos casos sin 

perjuicio de las que correspondan por las infracciones contra la 

libertad o indemnidad sexual cometidas sobre los menores y 

personas con discapacidad necesitadas de especial protección. 

 

 

Artículo 189 

Código Penal 

 

 

Artículo 189. 

 

1. Será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años: 

 

 

Artículo 189. 

 

1. Será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años: 
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a) El que captare o utilizare a menores de edad o a personas 

con discapacidad necesitadas de especial protección con fines 

o en espectáculos exhibicionistas o pornográficos, tanto 

públicos como privados, o para elaborar cualquier clase de 

material pornográfico, cualquiera que sea su soporte, o 

financiare cualquiera de estas actividades o se lucrare con 

ellas. 

 

b) El que produjere, vendiere, distribuyere, exhibiere, 

ofreciere o facilitare la producción, venta, difusión o 

exhibición por cualquier medio de pornografía infantil o en 

cuya elaboración hayan sido utilizadas personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección, o lo poseyere 

para estos fines, aunque el material tuviere su origen en el 

extranjero o fuere desconocido. 

 

A los efectos de este Título se considera pornografía infantil o 

en cuya elaboración hayan sido utilizadas personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección: 

 

a) Todo material que represente de manera visual a un menor 

o una persona con discapacidad necesitada de especial 

protección participando en una conducta sexualmente 

explícita, real o simulada. 

 

b) Toda representación de los órganos sexuales de un menor 

o persona con discapacidad necesitada de especial protección 

con fines principalmente sexuales. 

 

a) El que captare o utilizare a menores de edad o a personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección con fines o en 

espectáculos exhibicionistas o pornográficos, tanto públicos como 

privados, o para elaborar cualquier clase de material 

pornográfico, cualquiera que sea su soporte, o financiare 

cualquiera de estas actividades o se lucrare con ellas. 

 

b) El que produjere, vendiere, distribuyere, exhibiere, ofreciere o 

facilitare la producción, venta, difusión o exhibición por cualquier 

medio de pornografía infantil o en cuya elaboración hayan sido 

utilizadas personas con discapacidad necesitadas de especial 

protección, o lo poseyere para estos fines, aunque el material 

tuviere su origen en el extranjero o fuere desconocido. 

 

A los efectos de este Título se considera pornografía infantil o en 

cuya elaboración hayan sido utilizadas personas con discapacidad 

necesitadas de especial protección: 

 

a) Todo material que represente de manera visual a un menor o 

una persona con discapacidad necesitada de especial protección 

participando en una conducta sexualmente explícita, real o 

simulada. 

 

b) Toda representación de los órganos sexuales de un menor o 

persona con discapacidad necesitada de especial protección con 

fines principalmente sexuales. 

 

c) Todo material que represente de forma visual a una persona 

que parezca ser un menor participando en una conducta 
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c) Todo material que represente de forma visual a una 

persona que parezca ser un menor participando en una 

conducta sexualmente explícita, real o simulada, o cualquier 

representación de los órganos sexuales de una persona que 

parezca ser un menor, con fines principalmente sexuales, 

salvo que la persona que parezca ser un menor resulte tener 

en realidad dieciocho años o más en el momento de obtenerse 

las imágenes. 

 

d) Imágenes realistas de un menor participando en una 

conducta sexualmente explícita o imágenes realistas de los 

órganos sexuales de un menor, con fines principalmente 

sexuales. 

 

2. Serán castigados con la pena de prisión de cinco a nueve 

años los que realicen los actos previstos en el apartado 1 de 

este artículo cuando concurra alguna de las circunstancias 

siguientes: 

 

a) Cuando se utilice a menores de dieciséis años. 

 

b) Cuando los hechos revistan un carácter particularmente 

degradante o vejatorio, se emplee violencia física o sexual 

para la obtención del material pornográfico o se representen 

escenas de violencia física o sexual. 

 

c) Cuando se utilice a personas menores de edad que se hallen 

en una situación de especial vulnerabilidad por razón de 

enfermedad, discapacidad o por cualquier otra circunstancia. 

sexualmente explícita, real o simulada, o cualquier 

representación de los órganos sexuales de una persona que 

parezca ser un menor, con fines principalmente sexuales, salvo 

que la persona que parezca ser un menor resulte tener en realidad 

dieciocho años o más en el momento de obtenerse las imágenes. 

 

d) Imágenes realistas de un menor participando en una conducta 

sexualmente explícita o imágenes realistas de los órganos 

sexuales de un menor, con fines principalmente sexuales. 

 

2. Serán castigados con la pena de prisión de cinco a nueve años 

los que realicen los actos previstos en el apartado 1 de este 

artículo cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

 

a) Cuando se utilice a menores de dieciséis años. 

 

b) Cuando los hechos revistan un carácter particularmente 

degradante o vejatorio. 

 

c) Cuando el material pornográfico represente a menores o a 

personas con discapacidad necesitadas de especial protección que 

sean víctimas de violencia física o sexual. 

 

d) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma dolosa 

o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima. 

 

e) Cuando el material pornográfico fuera de notoria importancia. 
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d) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma 

dolosa o por imprudencia grave, la vida o salud de la víctima. 

 

e) Cuando el material pornográfico fuera de notoria 

importancia. 

 

f) Cuando el culpable perteneciere a una organización o 

asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a 

la realización de tales actividades. 

 

g) Cuando el responsable sea ascendiente, tutor, curador, 

guardador, maestro o cualquier otra persona encargada, de 

hecho, aunque fuera provisionalmente, o de derecho, de la 

persona menor de edad o persona con discapacidad necesitada 

de especial protección, o se trate de cualquier persona que 

conviva con él o de otra persona que haya actuado abusando 

de su posición reconocida de confianza o autoridad. 

 

h) Cuando concurra la agravante de reincidencia. 

 

3. Si los hechos a que se refiere la letra a) del párrafo primero 

del apartado 1 se hubieran cometido con violencia o 

intimidación se impondrá la pena superior en grado a las 

previstas en los apartados anteriores. 

 

4. El que asistiere a sabiendas a espectáculos exhibicionistas 

o pornográficos en los que participen menores de edad o 

f) Cuando el culpable perteneciere a una organización o 

asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la 

realización de tales actividades. 

 

g) Cuando el responsable sea ascendiente, tutor, curador, 

guardador, maestro o cualquier otra persona encargada, de hecho, 

aunque fuera provisionalmente, o de derecho, del menor o persona 

con discapacidad necesitada de especial protección, o se trate de 

cualquier otro miembro de su familia que conviva con él o de otra 

persona que haya actuado abusando de su posición reconocida de 

confianza o autoridad. 

 

h) Cuando concurra la agravante de reincidencia. 

 

3. Si los hechos a que se refiere la letra a) del párrafo primero del 

apartado 1 se hubieran cometido con violencia o intimidación se 

impondrá la pena superior en grado a las previstas en los 

apartados anteriores. 

 

4. El que asistiere a sabiendas a espectáculos exhibicionistas o 

pornográficos en los que participen menores de edad o personas 

con discapacidad necesitadas de especial protección, será 

castigado con la pena de seis meses a dos años de prisión. 

 

5. El que para su propio uso adquiera o posea pornografía infantil 

o en cuya elaboración se hubieran utilizado personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección, será castigado 

con la pena de tres meses a un año de prisión o con multa de seis 

meses a dos años. 
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personas con discapacidad necesitadas de especial protección, 

será castigado con la pena de seis meses a dos años de prisión. 

 

5. El que para su propio uso adquiera o posea pornografía 

infantil o en cuya elaboración se hubieran utilizado personas 

con discapacidad necesitadas de especial protección, será 

castigado con la pena de tres meses a un año de prisión o con 

multa de seis meses a dos años. 

 

La misma pena se impondrá a quien acceda a sabiendas a 

pornografía infantil o en cuya elaboración se hubieran 

utilizado personas con discapacidad necesitadas de especial 

protección, por medio de las tecnologías de la información y la 

comunicación. 

 

6. El que tuviere bajo su potestad, tutela, guarda o 

acogimiento a un menor de edad o una persona con 

discapacidad necesitada de especial protección y que, con 

conocimiento de su estado de prostitución o corrupción, no 

haga lo posible para impedir su continuación en tal estado, o 

no acuda a la autoridad competente para el mismo fin si 

carece de medios para la custodia del menor o persona con 

discapacidad necesitada de especial protección, será 

castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o multa 

de seis a doce meses. 

 

7. El Ministerio Fiscal promoverá las acciones pertinentes con 

objeto de privar de la patria potestad, tutela, guarda o 

 

La misma pena se impondrá a quien acceda a sabiendas a 

pornografía infantil o en cuya elaboración se hubieran utilizado 

personas con discapacidad necesitadas de especial protección, por 

medio de las tecnologías de la información y la comunicación. 

 

6. El que tuviere bajo su potestad, tutela, guarda o acogimiento a 

un menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de 

especial protección y que, con conocimiento de su estado de 

prostitución o corrupción, no haga lo posible para impedir su 

continuación en tal estado, o no acuda a la autoridad competente 

para el mismo fin si carece de medios para la custodia del menor 

o persona con discapacidad necesitada de especial protección, será 

castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o multa de 

seis a doce meses. 

 

7. El Ministerio Fiscal promoverá las acciones pertinentes con 

objeto de privar de la patria potestad, tutela, guarda o 

acogimiento familiar, en su caso, a la persona que incurra en 

alguna de las conductas descritas en el apartado anterior. 

 

8. Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las medidas 

necesarias para la retirada de las páginas web o aplicaciones de 

internet que contengan o difundan pornografía infantil o en cuya 

elaboración se hubieran utilizado personas con discapacidad 

necesitadas de especial protección o, en su caso, para bloquear el 

acceso a las mismas a los usuarios de Internet que se encuentren 

en territorio español. 
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acogimiento familiar, en su caso, a la persona que incurra en 

alguna de las conductas descritas en el apartado anterior. 

 

8. Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las 

medidas necesarias para la retirada de las páginas web o 

aplicaciones de internet que contengan o difundan 

pornografía infantil o en cuya elaboración se hubieran 

utilizado personas con discapacidad necesitadas de especial 

protección o, en su caso, para bloquear el acceso a las mismas 

a los usuarios de Internet que se encuentren en territorio 

español. 

 

Estas medidas podrán ser acordadas con carácter cautelar a 

petición del Ministerio Fiscal. 

 

Estas medidas podrán ser acordadas con carácter cautelar a 

petición del Ministerio Fiscal. 

 

Artículo 189 

bis Código 

Penal 

 

 

Artículo 189 bis. 

 

 

La distribución o difusión pública a través de Internet, del 

teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de 

la comunicación de contenidos específicamente destinados a 

promover, fomentar o incitar a la comisión de los delitos 

previstos en este capítulo y en los capítulos II bis y IV del 

presente título será castigada con la pena de multa de seis a 

doce meses o pena de prisión de uno a tres años. 

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las 

medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los 

que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los 

 

Remisión antiguo artículo 189 bis. 
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servicios que ofrezcan predominantemente dichos contenidos 

o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen en el 

extranjero. 

 

Nuevo artículo 

189 ter Código 

Penal 

 

Artículo 189 ter. 

 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una 

persona jurídica sea responsable de los delitos comprendidos 

en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

 

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el 

delito cometido por la persona física tiene prevista una pena 

de prisión de más de cinco años. 

 

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el 

delito cometido por la persona física tiene prevista una pena 

de prisión de más de dos años no incluida en el anterior inciso. 

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto 

de los casos. 

 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, las 

autoridades judiciales podrán asimismo imponer las penas 

recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

 

 

Artículo 189 bis. 

 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una 

persona jurídica sea responsable de los delitos comprendidos en 

este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

 

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el delito 

cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión 

de más de cinco años. 

 

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el delito 

cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión 

de más de dos años no incluida en el anterior inciso. 

 

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto de 

los casos. 

 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces 

y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las 

letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

Artículo 192 

Código Penal 

 

Artículo 192. 

 

 

Artículo 192. 
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 1. A los condenados a pena de prisión por uno o más delitos 

comprendidos en este Título se les impondrá además la 

medida de libertad vigilada, que se ejecutará con 

posterioridad a la pena privativa de libertad. La duración de 

dicha medida será de cinco a diez años, si alguno de los delitos 

fuera grave, y de uno a cinco años si se trata de uno o más 

delitos menos graves. En este último caso, cuando se trate de 

un solo delito cometido por un delincuente primario, el 

tribunal podrá imponer o no la medida de libertad vigilada en 

atención a la menor peligrosidad del autor. 

 

2. Los ascendientes, tutores, curadores, guardadores, 

maestros o cualquier otra persona encargada de hecho o de 

derecho del menor o persona con discapacidad necesitada de 

especial protección, que intervengan como autores o 

cómplices en la perpetración de los delitos comprendidos en 

este Título, serán castigados con la pena que les corresponda, 

en su mitad superior. 

No se aplicará esta regla cuando la circunstancia en ella 

contenida esté específicamente contemplada en el tipo penal 

de que se trate. 

 

3. La autoridad judicial podrá imponer razonadamente, 

además, la pena de privación de la patria potestad o la pena 

de inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos de 

la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, por 

el tiempo de seis meses a seis años, y la pena de inhabilitación 

para empleo o cargo público o ejercicio de la profesión u oficio, 

retribuido o no, por el tiempo de seis meses a seis años. 

1. A los condenados a pena de prisión por uno o más delitos 

comprendidos en este Título se les impondrá además la medida 

de libertad vigilada, que se ejecutará con posterioridad a la pena 

privativa de libertad. La duración de dicha medida será de cinco 

a diez años, si alguno de los delitos fuera grave, y de uno a cinco 

años si se trata de uno o más delitos menos graves. En este último 

caso, cuando se trate de un solo delito cometido por un delincuente 

primario, el tribunal podrá imponer o no la medida de libertad 

vigilada en atención a la menor peligrosidad del autor. 

 

2. Los ascendientes, tutores, curadores, guardadores, maestros o 

cualquier otra persona encargada de hecho o de derecho del menor 

o persona con discapacidad necesitada de especial protección, que 

intervengan como autores o cómplices en la perpetración de los 

delitos comprendidos en este Título, serán castigados con la pena 

que les corresponda, en su mitad superior. 

 

No se aplicará esta regla cuando la circunstancia en ella 

contenida esté específicamente contemplada en el tipo penal de 

que se trate. 

 

3. El juez o tribunal podrá imponer razonadamente, además, la 

pena de privación de la patria potestad o la pena de inhabilitación 

especial para el ejercicio de los derechos de la patria potestad, 

tutela, curatela, guarda o acogimiento, por el tiempo de seis meses 

a seis años, y la pena de inhabilitación para empleo o cargo 

público o ejercicio de la profesión u oficio, por el tiempo de seis 

meses a seis años. A los responsables de la comisión de alguno de 

los delitos de los Capítulos II bis o V se les impondrá, en todo caso, 
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La autoridad judicial impondrá a las personas responsables 

de los delitos comprendidos en el presente título, sin perjuicio 

de las penas que correspondan con arreglo a los artículos 

precedentes, una pena de inhabilitación especial para 

cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido, que conlleve 

contacto regular y directo con personas menores de edad, por 

un tiempo superior entre cinco y veinte años al de la duración 

de la pena de privación de libertad impuesta en la sentencia 

si el delito fuera grave, y entre dos y veinte años si fuera 

menos grave, en ambos casos se atenderá proporcionalmente 

a la gravedad del delito, el número de los delitos cometidos y 

a las circunstancias que concurran en la persona condenada. 

y sin perjuicio de las penas que correspondan con arreglo a los 

artículos precedentes, una pena de inhabilitación especial para 

cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido que conlleve 

contacto regular y directo con menores de edad por un tiempo 

superior entre tres y cinco años al de la duración de la pena de 

privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, o por 

un tiempo de dos a diez años cuando no se hubiera impuesto una 

pena de prisión atendiendo proporcionalmente a la gravedad del 

delito, el número de los delitos cometidos y a las circunstancias 

que concurran en el condenado. 

 

Artículo 201 

Código Penal 

 

 

Artículo 201. 

 

1. Para proceder por los delitos previstos en este Capítulo será 

necesaria denuncia de la persona agraviada o de su 

representante legal. 

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior 

para proceder por los hechos descritos en el artículo 198 de 

este Código, ni cuando la comisión del delito afecte a los 

intereses generales, a una pluralidad de personas o si la 

víctima es una persona menor de edad o una persona con 

discapacidad necesitada de especial protección. 

 

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su 

caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo dispuesto en 

el artículo 130.1.5º, párrafo segundo. 

 

Artículo 201. 

 

1. Para proceder por los delitos previstos en este capítulo será 

necesaria denuncia de la persona agraviada o de su representante 

legal. Cuando aquélla sea menor de edad, persona con 

discapacidad necesitada de especial protección o una persona 

desvalida, también podrá denunciar el Ministerio Fiscal. 

 

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior 

para proceder por los hechos descritos en el artículo 198 de este 

Código, ni cuando la comisión del delito afecte a los intereses 

generales o a una pluralidad de personas. 

 

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso, 

extingue la acción penal sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo 

párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 130. 
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Artículo 215 

Código Penal 

 

 

Artículo 215. 

 

1. Nadie será penado por calumnia o injuria sino en virtud de 

querella de la persona ofendida por el delito o de su 

representante legal. Se procederá de oficio cuando la ofensa 

se dirija contra funcionario público, autoridad o agente de la 

misma sobre hechos concernientes al ejercicio de sus cargos 

 

2. Nadie podrá deducir acción de calumnia o injuria vertidas 

en juicio sin previa licencia del Juez o Tribunal que de él 

conociere o hubiere conocido. 

 

3. El perdón de la persona ofendida extingue la acción penal, 

sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 130.1. 5.º, párrafo 

segundo, de este Código. 

 

 

 

Artículo 215. 

 

1. Nadie será penado por calumnia o injuria sino en virtud de 

querella de la persona ofendida por el delito o de su representante 

legal. Se procederá de oficio cuando la ofensa se dirija contra 

funcionario público, autoridad o agente de la misma sobre hechos 

concernientes al ejercicio de sus cargos. 

 

2. Nadie podrá deducir acción de calumnia o injuria vertidas en 

juicio sin previa licencia del Juez o Tribunal que de él conociere o 

hubiere conocido. 

 

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso, 

extingue la acción penal sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo 

párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 130 de este 

Código. 

 

  

Artículo 220. 

 

1. La suposición de un parto será castigada con las penas de 

prisión de seis meses a dos años. 

 

2. La misma pena se impondrá a quien ocultare o entregare 

a terceros una persona menor de dieciocho años para alterar 

o modificar su filiación. 

 

 

Artículo 220. 

 

1. La suposición de un parto será castigada con las penas de 

prisión de seis meses a dos años. 

 

2. La misma pena se impondrá al que ocultare o entregare a 

terceros un hijo para alterar o modificar su filiación. 

 

3. La sustitución de un niño por otro será castigada con las penas 

de prisión de uno a cinco años. 
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3. La sustitución de un niño por otro será castigada con las 

penas de prisión de uno a cinco años. 

 

4. Los ascendientes, por naturaleza o por adopción, que 

cometieran los hechos descritos en los tres apartados 

anteriores podrán ser castigados además con la pena de 

inhabilitación especial para el ejercicio del derecho de patria 

potestad que tuvieren sobre el hijo o descendiente supuesto, 

ocultado, entregado o sustituido, y, en su caso, sobre el resto 

de hijos o descendientes por tiempo de cuatro a diez años. 

 

5. Las sustituciones de un niño por otro que se produjeren en 

centros sanitarios o socio-sanitarios por imprudencia grave de 

los responsables de su identificación y custodia, serán 

castigadas con la pena de prisión de seis meses a un año. 

 

 

4. Los ascendientes, por naturaleza o por adopción, que 

cometieran los hechos descritos en los tres apartados anteriores 

podrán ser castigados además con la pena de inhabilitación 

especial para el ejercicio del derecho de patria potestad que 

tuvieren sobre el hijo o descendiente supuesto, ocultado, 

entregado o sustituido, y, en su caso, sobre el resto de hijos o 

descendientes por tiempo de cuatro a diez años. 

 

5. Las sustituciones de un niño por otro que se produjeren en 

centros sanitarios o socio-sanitarios por imprudencia grave de los 

responsables de su identificación y custodia, serán castigadas con 

la pena de prisión de seis meses a un año. 

Artículo 225 

bis Código 

Penal 

 

 

Artículo 225 bis. 

 

1. El progenitor que sin causa justificada para ello sustrajere 

a su hijo menor será castigado con la pena de prisión de dos a 

cuatro años e inhabilitación especial para el ejercicio del 

derecho de patria potestad por tiempo de cuatro a diez años. 

 

2. A los efectos de este artículo, se considera sustracción: 

 

1.º El traslado de una persona menor de edad de su lugar de 

residencia habitual sin consentimiento del otro progenitor o 

 

Artículo 225 bis. 

1. El progenitor que sin causa justificada para ello sustrajere a su 

hijo menor será castigado con la pena de prisión de dos a cuatro 

años e inhabilitación especial para el ejercicio del derecho de 

patria potestad por tiempo de cuatro a diez años. 

 

2. A los efectos de este artículo, se considera sustracción: 

 

1.º El traslado de un menor de su lugar de residencia sin 

consentimiento del progenitor con quien conviva habitualmente o 

de las personas o instituciones a las cuales estuviese confiada su 

guarda o custodia. 
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de las personas o instituciones a las cuales estuviese confiada 

su guarda o custodia. 

 

2.º La retención de una persona menor de edad incumpliendo 

gravemente el deber establecido por resolución judicial o 

administrativa. 

 

3. Cuando el menor sea trasladado fuera de España o fuese 

exigida alguna condición para su restitución la pena señalada 

en el apartado 1 se impondrá en su mitad superior. 

 

4. Cuando el sustractor haya comunicado el lugar de estancia 

al otro progenitor o a quien corresponda legalmente su 

cuidado dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 

sustracción con el compromiso de devolución inmediata que 

efectivamente lleve a cabo, o la ausencia no hubiere sido 

superior a dicho plazo de veinticuatro horas, quedará exento 

de pena. 

 

Si la restitución la hiciere, sin la comunicación a que se refiere 

el párrafo anterior, dentro de los quince días siguientes a la 

sustracción, le será impuesta la pena de prisión de seis meses 

a dos años. 

 

Estos plazos se computarán desde la fecha de la denuncia de 

la sustracción. 

 

5. Las penas señaladas en este artículo se impondrán 

igualmente a los ascendientes del menor y a los parientes del 

 

2.º La retención de un menor incumpliendo gravemente el deber 

establecido por resolución judicial o administrativa. 

 

3. Cuando el menor sea trasladado fuera de España o fuese 

exigida alguna condición para su restitución la pena señalada en 

el apartado 1 se impondrá en su mitad superior. 

 

4. Cuando el sustractor haya comunicado el lugar de estancia al 

otro progenitor o a quien corresponda legalmente su cuidado 

dentro de las veinticuatro horas siguientes a la sustracción con el 

compromiso de devolución inmediata que efectivamente lleve a 

cabo, o la ausencia no hubiere sido superior a dicho plazo de 

veinticuatro horas, quedará exento de pena. 

 

Si la restitución la hiciere, sin la comunicación a que se refiere el 

párrafo anterior, dentro de los quince días siguientes a la 

sustracción, le será impuesta la pena de prisión de seis meses a 

dos años. 

 

Estos plazos se computarán desde la fecha de la denuncia de la 

sustracción. 

 

5. Las penas señaladas en este artículo se impondrán igualmente 

a los ascendientes del menor y a los parientes del progenitor hasta 

el segundo grado de consanguinidad o afinidad que incurran en 

las conductas anteriormente descritas. 
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progenitor hasta el segundo grado de consanguinidad o 

afinidad que incurran en las conductas anteriormente 

descritas. 

 

 

Artículo 267 

Código Penal 

 

 

Artículo 267. 

 

Los daños causados por imprudencia grave en cuantía 

superior a 80.000 euros, serán castigados con la pena de 

multa de tres a nueve meses, atendiendo a la importancia de 

los mismos. 

 

Las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán 

perseguibles previa denuncia de la persona agraviada o de su 

representante legal. El Ministerio Fiscal también podrá 

denunciar cuando aquélla sea menor de edad, persona con 

discapacidad necesitada de especial protección o una persona 

desvalida. 

 

En estos casos, el perdón de la persona ofendida extingue la 

acción penal. 

 

Artículo 267. 

 

Los daños causados por imprudencia grave en cuantía superior a 

80.000 euros, serán castigados con la pena de multa de tres a 

nueve meses, atendiendo a la importancia de los mismos. 

 

Las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán 

perseguibles previa denuncia de la persona agraviada o de su 

representante legal. El Ministerio Fiscal también podrá 

denunciar cuando aquélla sea menor de edad, persona con 

discapacidad necesitada de especial protección o una persona 

desvalida. 

 

En estos casos, el perdón del ofendido o de su representante legal, 

en su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo dispuesto 

en el segundo párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 

130 de este Código. 

 

Artículo 314 

Código Penal 

 

 

Artículo 314. 

 

Quienes produzcan una grave discriminación en el empleo, 

público o privado, contra alguna persona por razón de su 

ideología, religión o creencias, su situación familiar, su 

pertenencia a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su 

 

Artículo 314. 

 

Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público 

o privado, contra alguna persona por razón de su ideología, 

religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su 

sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o 



 

 

LEY ORGÁNICA 8/2021, DE 4 DE JUNIO, DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA 

INFANCIA Y ADOLESCENCIA FRENTE A LA VIOLENCIA 
 

CUADRO COMPARATIVO 

 

NORMATIVA 

101 
 

Modificaciones de la LO 8/2021, de 4 junio, 

de protección integral a la infancia y 

adolescencia frente a la violencia. 

Nuevos artículos 

introducidos en la LO 

8/2021 

sexo, edad, orientación o identidad sexual o de género, 

razones de género, de aporofobia o de exclusión social, la 

enfermedad que padezca o su discapacidad, por ostentar la 

representación legal o sindical de los trabajadores, por el 

parentesco con otros trabajadores de la empresa o por el uso 

de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, 

y no restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras 

requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños 

económicos que se hayan derivado, serán castigados con la 

pena de prisión de seis meses a dos años o multa de doce a 

veinticuatro meses. 

discapacidad, por ostentar la representación legal o sindical de los 

trabajadores, por el parentesco con otros trabajadores de la 

empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del 

Estado español, y no restablezcan la situación de igualdad ante la 

ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando los 

daños económicos que se hayan derivado, serán castigados con la 

pena de prisión de seis meses a dos años o multa de 12 a 24 meses. 

 

 

 

Nuevo artículo 

361 bis. Código 

Penal 

 

Artículo 361 bis. 

 

La distribución o difusión pública a través de Internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de la 

comunicación de contenidos específicamente destinados a promover o facilitar, entre personas menores de edad o personas con 

discapacidad necesitadas de especial protección, el consumo de productos, preparados o sustancias o la utilización de técnicas de 

ingestión o eliminación de productos alimenticios cuyo uso sea susceptible de generar riesgo para la salud de las personas será 

castigado con la pena de multa de seis a doce meses o pena de prisión de uno a tres años. 

Las autoridades judiciales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los contenidos a los que se refiere 

el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que ofrezcan predominantemente dichos contenidos o para el bloqueo de 

unos y otros cuando radiquen en el extranjero. 
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Artículo 510 

Código Penal 

 

 

Artículo 510. 

 

Serán castigados con una pena de prisión de uno a tres años 

o multa de doce a veinticuatro meses: 

 

a) Quienes públicamente fomenten, promuevan o inciten 

directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o 

violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una 

persona determinada por razón de su pertenencia a aquel, 

motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación 

referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, 

situación familiar, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, 

su origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad 

sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de 

exclusión social, la enfermedad que padezca o su 

discapacidad. 

 

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de 

distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, 

difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material 

o soportes que por su contenido sean idóneos para fomentar, 

promover, o incitar directa o indirectamente al odio, 

hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una 

parte del mismo, o contra una persona determinada por razón 

de su pertenencia a aquel, por motivos racistas, antisemitas 

u otra clase de discriminación referente a la ideología, religión 

o creencias de la víctima, situación familiar, la etnia, raza o 

nación a la que pertenezca, su origen nacional, su sexo, edad, 

 

Artículo 510. 

 

1. Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años 

y multa de seis a doce meses: 

 

a) Quienes públicamente fomenten, promuevan o inciten directa 

o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia 

contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona 

determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos 

racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o 

creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a 

una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación 

o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o 

discapacidad. 

 

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de 

distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, 

difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o 

soportes que por su contenido sean idóneos para fomentar, 

promover, o incitar directa o indirectamente al odio, hostilidad, 

discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo, 

o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a 

aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la 

ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia 

de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, 

su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, 

enfermedad o discapacidad. 
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orientación o identidad sexual o de género, razones de género, 

de aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que 

padezca o su discapacidad. 

 

c) Quienes públicamente justifiquen, nieguen, trivialicen 

gravemente o enaltezcan los delitos de genocidio, de lesa 

humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso 

de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores, cuando se 

hubieran cometido contra un grupo o una parte del mismo, o 

contra una persona determinada por razón de su pertenencia 

al mismo, por motivos racistas, antisemitas u otra clase de 

discriminación referente a la ideología, religión o creencias de 

la víctima, situación familiar, la etnia, raza o nación a la que 

pertenezca, su origen nacional, su sexo, edad, orientación o 

identidad sexual o de género, razones de género, de 

aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca o 

su discapacidad, cuando de este modo se promueva o 

favorezca violencia, hostilidad, odio o discriminación contra 

los mismos. 

 

2. Cuando los hechos previstos en el apartado anterior 

atendiendo a su contexto, contenido, ausencia de reiteración 

o a las características o circunstancias personales del autor 

revistan una menor entidad, podrá imponerse la pena de 30 

a 180 días de trabajos en beneficio de la comunidad. 

 

3. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos 

años o multa de seis a doce meses: 

 

c) Públicamente nieguen, trivialicen gravemente o enaltezcan los 

delitos de genocidio, de lesa humanidad o contra las personas y 

bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus 

autores, cuando se hubieran cometido contra un grupo o una parte 

del mismo, o contra una persona determinada por razón de su 

pertenencia al mismo, por motivos racistas, antisemitas u otros 

referentes a la ideología, religión o creencias, la situación familiar 

o la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su 

origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por 

razones de género, enfermedad o discapacidad, cuando de este 

modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, 

odio o discriminación contra los mismos. 

 

2. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años 

y multa de seis a doce meses: 

 

a) Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante acciones 

que entrañen humillación, menosprecio o descrédito de alguno de 

los grupos a que se refiere el apartado anterior, o de una parte de 

los mismos, o de cualquier persona determinada por razón de su 

pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros 

referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, 

la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su 

origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por 

razones de género, enfermedad o discapacidad, o produzcan, 

elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras 

personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o 

cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido 

sean idóneos para lesionar la dignidad de las personas por 
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a) Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante 

acciones que entrañen humillación, menosprecio o descrédito 

de alguno de los grupos a que se refiere el apartado anterior, 

o de una parte de los mismos, o de cualquier persona 

determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos 

racistas, antisemitas u otra clase de discriminación referente 

a la ideología, religión o creencias de la víctima, situación 

familiar, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, su origen 

nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de 

género, razones de género, de aporofobia o de exclusión social, 

la enfermedad que padezca o su discapacidad, o produzcan, 

elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a 

terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan 

escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por 

su contenido sean idóneos para lesionar la dignidad de las 

personas por representar una grave humillación, 

menosprecio o descrédito de alguno de los grupos 

mencionados, de una parte de ellos, o de cualquier persona 

determinada por razón de su pertenencia a los mismos. 

 

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de 

expresión pública o de difusión los delitos que hubieran sido 

cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una 

persona determinada por razón de su pertenencia a aquel por 

motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación 

referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, 

situación familiar, la etnia, raza o nación a la que pertenezca, 

su origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad 

sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de 

representar una grave humillación, menosprecio o descrédito de 

alguno de los grupos mencionados, de una parte de ellos, o de 

cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a los 

mismos. 

 

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de 

expresión pública o de difusión los delitos que hubieran sido 

cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una 

persona determinada por razón de su pertenencia a aquél por 

motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, 

religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus 

miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, 

orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad 

o discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución. 

 

Los hechos serán castigados con una pena de uno a cuatro años 

de prisión y multa de seis a doce meses cuando de ese modo se 

promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o 

discriminación contra los mencionados grupos. 

 

3. Las penas previstas en los apartados anteriores se impondrán 

en su mitad superior cuando los hechos se hubieran llevado a cabo 

a través de un medio de comunicación social, por medio de 

internet o mediante el uso de tecnologías de la información, de 

modo que, aquel se hiciera accesible a un elevado número de 

personas. 

 

4. Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, resulten 

idóneos para alterar la paz pública o crear un grave sentimiento 
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exclusión social, la enfermedad que padezca o su 

discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución. 

 

Los hechos serán castigados con una pena de uno a cuatro 

años de prisión o multa de doce a veinticuatro meses cuando 

de ese modo se promueva o favorezca violencia, hostilidad, 

odio o discriminación contra los mencionados grupos. 

 

4. Cuando los hechos previstos en el apartado anterior 

atendiendo a su contexto, contenido, ausencia de reiteración 

o a las características o circunstancias personales del autor 

revistan una menor entidad, podrá imponerse la pena de 30 

a 150 días de trabajos en beneficio de la comunidad. 

 

5. Las penas previstas en los apartados anteriores se 

impondrán en su mitad superior cuando los hechos se 

hubieran llevado a cabo a través de un medio de comunicación 

social, por medio de internet o mediante el uso de tecnologías 

de la información, de modo que, aquel se hiciera accesible a 

un elevado número de personas. 

 

6. Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, 

resulten idóneos para alterar la paz pública o crear un grave 

sentimiento de inseguridad o temor entre los integrantes del 

grupo, se impondrá la pena en su mitad superior, que podrá 

elevarse hasta la superior en grado. 

 

7. En todos los casos, se impondrá, además, la pena de 

inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en 

de inseguridad o temor entre los integrantes del grupo, se 

impondrá la pena en su mitad superior, que podrá elevarse hasta 

la superior en grado. 

 

5. En todos los casos, se impondrá además la pena de 

inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el 

ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo 

superior entre tres y diez años al de la duración de la pena de 

privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, 

atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número 

de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el 

delincuente. 

 

6. El juez o tribunal acordará la destrucción, borrado o 

inutilización de los libros, archivos, documentos, artículos y 

cualquier clase de soporte objeto del delito a que se refieren los 

apartados anteriores o por medio de los cuales se hubiera 

cometido. Cuando el delito se hubiera cometido a través de 

tecnologías de la información y la comunicación, se acordará la 

retirada de los contenidos. 

 

En los casos en los que, a través de un portal de acceso a internet 

o servicio de la sociedad de la información, se difundan exclusiva 

o preponderantemente los contenidos a que se refiere el apartado 

anterior, se ordenará el bloqueo del acceso o la interrupción de la 

prestación del mismo. 
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el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo 

superior entre uno y cinco años al de la duración de la pena 

impuesta si esta fuera de privación de libertad, cuando la 

pena impuesta fuera de multa o trabajos en beneficio de la 

comunidad la pena de inhabilitación especial tendrá una 

duración de uno a tres años, en todo caso se atenderá 

proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los 

cometidos y a las circunstancias que concurran en el 

delincuente. 

 

8. La autoridad judicial acordará la destrucción, borrado o 

inutilización de los libros, archivos, documentos, artículos y 

cualquier clase de soporte objeto del delito a que se refieren 

los apartados anteriores o por medio de los cuales se hubiera 

cometido. Cuando el delito se hubiera cometido a través de 

tecnologías de la información y la comunicación, se acordará 

la retirada de los contenidos. 

 

En los casos en los que, a través de un portal de acceso a 

internet o servicio de la sociedad de la información, se 

difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos a 

que se refiere el apartado anterior, se ordenará el bloqueo del 

acceso o la interrupción de la prestación del mismo. 

 

Artículo 511 

Código Penal 

 

 

Artículo 511. 

 

1. Incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años, 

multa de doce a veinticuatro meses o trabajos en beneficio de 

la comunidad por tiempo de 30 a 150 días e inhabilitación 

 

Artículo 511. 

 

1. Incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años y multa 

de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo 

o cargo público por tiempo de uno a tres años el particular 
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especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres 

años el particular encargado de un servicio público que 

deniegue a una persona una prestación a la que tenga derecho 

por razón de su ideología, religión o creencias, su situación 

familiar, pertenencia a una etnia raza o nación, su origen 

nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de 

género, razones de género, de aporofobia o de exclusión social, 

la enfermedad que padezca o su discapacidad. 

 

2. Las mismas penas serán aplicables cuando los hechos se 

cometan contra una asociación, fundación, sociedad o 

corporación o contra sus miembros por razón de su ideología, 

religión o creencias, su situación familiar, la pertenencia de 

sus miembros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, 

su origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad 

sexual o de género, razones de género, de aporofobia o de 

exclusión social, la enfermedad que padezca o su 

discapacidad. 

 

3. Los funcionarios públicos que cometan alguno de los hechos 

previstos en este artículo, incurrirán en las mismas penas en 

su mitad superior y en la de inhabilitación especial para 

empleo o cargo público por tiempo de dos a cuatro años. 

 

4. En todos los casos se impondrá además la pena de 

inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en 

el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo 

superior entre uno y tres años al de la duración de la pena 

impuesta si esta fuera de privación de libertad, cuando la 

encargado de un servicio público que deniegue a una persona una 

prestación a la que tenga derecho por razón de su ideología, 

religión o creencias, su pertenencia a una etnia o raza, su origen 

nacional, su sexo, orientación sexual, situación familiar, por 

razones de género, enfermedad o discapacidad. 

 

2. Las mismas penas serán aplicables cuando los hechos se 

cometan contra una asociación, fundación, sociedad o corporación 

o contra sus miembros por razón de su ideología, religión o 

creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos a 

una etnia o raza, su origen nacional, su sexo, orientación sexual, 

situación familiar, por razones de género, enfermedad o 

discapacidad. 

 

3. Los funcionarios públicos que cometan alguno de los hechos 

previstos en este artículo, incurrirán en las mismas penas en su 

mitad superior y en la de inhabilitación especial para empleo o 

cargo público por tiempo de dos a cuatro años. 

 

4. En todos los casos se impondrá además la pena de 

inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el 

ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo 

superior entre uno y tres años al de la duración de la pena de 

privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, 

atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito y a las 

circunstancias que concurran en el delincuente. 
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pena impuesta fuera de multa o trabajos en beneficio de la 

comunidad la pena de inhabilitación especial tendrá una 

duración de uno a tres años, en todo caso se atenderá 

proporcionalmente a la gravedad del delito y a las 

circunstancias que concurran en el delincuente. 

 

 

Artículo 512 

Código Penal 

 

 

Artículo 512. 

 

Quienes en el ejercicio de sus actividades profesionales o 

empresariales denegaren a una persona una prestación a la 

que tenga derecho por razón de su ideología, religión o 

creencias, su situación familiar, su pertenencia a una etnia, 

raza o nación, su origen nacional, su sexo, edad, orientación o 

identidad sexual o de género, razones de género, de 

aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca o 

su discapacidad, incurrirán en la pena de inhabilitación 

especial para el ejercicio de profesión, oficio, industria o 

comercio e inhabilitación especial para profesión u oficio 

educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre 

por un periodo de uno a cuatro años. 

 

Artículo 512. 

 

Los que en el ejercicio de sus actividades profesionales o 

empresariales denegaren a una persona una prestación a la que 

tenga derecho por razón de su ideología, religión o creencias, su 

pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación 

sexual, situación familiar, por razones de género, enfermedad o 

discapacidad, incurrirán en la pena de inhabilitación especial 

para el ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio e 

inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el 

ámbito docente, deportivo y de tiempo libre por un periodo de uno 

a cuatro años. 

 

Artículo 515 

Código Penal 

 

 

Artículo 515. 

 

Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal 

consideración: 

 

1.º Las que tengan por objeto cometer algún delito o, después 

de constituidas, promuevan su comisión. 

 

Artículo 515. 

 

Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración: 

 

1.º Las que tengan por objeto cometer algún delito o, después de 

constituidas, promuevan su comisión. 
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2.º Las que, aun teniendo por objeto un fin lícito, empleen 

medios violentos o de alteración o control de la personalidad 

para su consecución. 

 

3.º Las organizaciones de carácter paramilitar. 

 

4.º Las que fomenten, promuevan o inciten directa o 

indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia 

contra personas, grupos o asociaciones por razón de su 

ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus 

miembros o de alguno de ellos a una etnia, raza o nación, su 

origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual 

o de género, razones de género, de aporofobia o de exclusión 

social, situación familiar, enfermedad o discapacidad. 

 

2.º Las que, aun teniendo por objeto un fin lícito, empleen medios 

violentos o de alteración o control de la personalidad para su 

consecución. 

 

3.º Las organizaciones de carácter paramilitar. 

 

4.º Las que fomenten, promuevan o inciten directa o 

indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia 

contra personas, grupos o asociaciones por razón de su ideología, 

religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno 

de ellos a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, 

situación familiar, enfermedad o discapacidad. 
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Disposición final séptima. Modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. 

 

Modificación de la Ley de asistencia jurídica gratuita, del art. 2. 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la  

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley de asistencia jurídica gratuita. 

 

 

 

Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. 

 

 

 

Artículo 2 Ley 

asistencia 

jurídica 

gratuita 

 

 

Artículo 2. Ámbito personal de aplicación. 

 

En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en los 

tratados y convenios internacionales sobre la materia en los 

que España sea parte, tendrán derecho a la asistencia 

jurídica gratuita: 

 

 

Artículo 2. Ámbito personal de aplicación. 

 

En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en los 

tratados y convenios internacionales sobre la materia en los que 

España sea parte, tendrán derecho a la asistencia jurídica 

gratuita: 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1996-750
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a) Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás 

Estados miembros de la Unión Europea y los extranjeros que 

se encuentren en España, cuando acrediten insuficiencia de 

recursos para litigar. 

 

b) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 

Seguridad Social, en todo caso. 

 

c) Las siguientes personas jurídicas cuando acrediten 

insuficiencia de recursos para litigar: 

 

1.º Asociaciones de utilidad pública, previstas en el artículo 

32 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 

Derecho de Asociación 

 

2.º Fundaciones inscritas en el Registro Público 

correspondiente. 

 

d) En el orden jurisdiccional social, además, los trabajadores 

y beneficiarios del sistema de Seguridad Social, tanto para la 

defensa en juicio como para el ejercicio de acciones para la 

efectividad de los derechos laborales en los procedimientos 

concursales. 

 

Asimismo, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se 

reconoce a los trabajadores y beneficiarios de la Seguridad 

Social para los litigios que sobre esta materia se sustancien 

ante el orden contencioso-administrativo. 

 

a) Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados 

miembros de la Unión Europea y los extranjeros que se 

encuentren en España, cuando acrediten insuficiencia de recursos 

para litigar. 

 

b) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad 

Social, en todo caso. 

 

c) Las siguientes personas jurídicas cuando acrediten 

insuficiencia de recursos para litigar: 

 

1.º Asociaciones de utilidad pública, previstas en el artículo 32 de 

la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho 

de Asociación 

 

2.º Fundaciones inscritas en el Registro Público correspondiente. 

 

d) En el orden jurisdiccional social, además, los trabajadores y 

beneficiarios del sistema de Seguridad Social, tanto para la 

defensa en juicio como para el ejercicio de acciones para la 

efectividad de los derechos laborales en los procedimientos 

concursales. 

 

Asimismo, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se reconoce 

a los trabajadores y beneficiarios de la Seguridad Social para los 

litigios que sobre esta materia se sustancien ante el orden 

contencioso-administrativo. 
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e) En el orden contencioso-administrativo, así como en la vía 

administrativa previa, los ciudadanos extranjeros que 

acrediten insuficiencia de recursos para litigar tendrán 

derecho a la asistencia letrada y a la defensa y representación 

gratuita en los procedimientos que puedan llevar a la 

denegación de su entrada en España, a su devolución o 

expulsión del territorio español, y en todos los procedimientos 

en materia de asilo. 

 

f) En los litigios transfronterizos en materia civil y mercantil, 

las personas físicas contempladas en el Capítulo VIII de esta 

ley, en los términos que en él se establecen. 

 

g) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, 

se reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita, que se 

les prestará de inmediato, a las víctimas de violencia de 

género, de terrorismo y de trata de seres humanos en aquellos 

procesos que tengan vinculación, deriven o sean consecuencia 

de su condición de víctimas, así como a las personas menores 

de edad y las personas con discapacidad necesitadas de 

especial protección cuando sean víctimas de delitos de 

homicidio, de lesiones de los artículos 149 y 150, en el delito 

de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2, en los 

delitos contra la libertad, en los delitos contra la libertad e 

indemnidad sexual y en los delitos de trata de seres humanos. 

 

Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de 

fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes 

en los hechos. 

e) En el orden contencioso-administrativo, así como en la vía 

administrativa previa, los ciudadanos extranjeros que acrediten 

insuficiencia de recursos para litigar tendrán derecho a la 

asistencia letrada y a la defensa y representación gratuita en los 

procedimientos que puedan llevar a la denegación de su entrada 

en España, a su devolución o expulsión del territorio español, y en 

todos los procedimientos en materia de asilo. 

 

f) En los litigios transfronterizos en materia civil y mercantil, las 

personas físicas contempladas en el Capítulo VIII de esta ley, en 

los términos que en él se establecen. 

 

g) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se 

reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita, que se les 

prestará de inmediato, a las víctimas de violencia de género, de 

terrorismo y de trata de seres humanos en aquellos procesos que 

tengan vinculación, deriven o sean consecuencia de su condición 

de víctimas, así como a los menores de edad y las personas con 

discapacidad intelectual o enfermedad mental cuando sean 

víctimas de situaciones de abuso o maltrato. 

 

Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de 

fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes en 

los hechos. 

 

 

A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, la 

condición de víctima se adquirirá cuando se formule denuncia o 

querella, o se inicie un procedimiento penal, por alguno de los 
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A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, 

la condición de víctima se adquirirá cuando se formule 

denuncia o querella, o se inicie un procedimiento penal, por 

alguno de los delitos a que se refiere esta letra, y se 

mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimiento 

penal o cuando, tras su finalización, se hubiere dictado 

sentencia condenatoria. El beneficio de justifica gratuita se 

perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o del 

sobreseimiento definitivo o provisional por no resultar 

acreditados los hechos delictivos, sin la obligación de abonar 

el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta 

ese momento. 

 

En los distintos procesos que puedan iniciarse como 

consecuencia de la condición de víctima de los delitos a que se 

refiere esta letra y, en especial, en los de violencia de género, 

deberá ser el mismo abogado el que asista a aquella, siempre 

que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa. 

 

h) Con independencia de la existencia de recursos para 

litigar, se reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita 

a quienes a causa de un accidente acrediten secuelas 

permanentes que les impidan totalmente la realización de las 

tareas de su ocupación laboral o profesional habitual y 

requieran la ayuda de otras personas para realizar las 

actividades más esenciales de la vida diaria, cuando el objeto 

del litigio sea la reclamación de indemnización por los daños 

personales y morales sufridos. 

delitos a que se refiere esta letra, y se mantendrá mientras 

permanezca en vigor el procedimiento penal o cuando, tras su 

finalización, se hubiere dictado sentencia condenatoria. El 

beneficio de justifica gratuita se perderá tras la firmeza de la 

sentencia absolutoria, o del sobreseimiento definitivo o 

provisional por no resultar acreditados los hechos delictivos, sin 

la obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas 

gratuitamente hasta ese momento. 

 

En los distintos procesos que puedan iniciarse como consecuencia 

de la condición de víctima de los delitos a que se refiere esta letra 

y, en especial, en los de violencia de género, deberá ser el mismo 

abogado el que asista a aquélla, siempre que con ello se garantice 

debidamente su derecho de defensa. 

 

h) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se 

reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita a quienes a 

causa de un accidente acrediten secuelas permanentes que les 

impidan totalmente la realización de las tareas de su ocupación 

laboral o profesional habitual y requieran la ayuda de otras 

personas para realizar las actividades más esenciales de la vida 

diaria, cuando el objeto del litigio sea la reclamación de 

indemnización por los daños personales y morales sufridos. 

 

i) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se 

reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita a las 

asociaciones que tengan como fin la promoción y defensa de los 

derechos de las víctimas del terrorismo, señaladas en la Ley 
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i) Con independencia de la existencia de recursos para litigar, 

se reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita a las 

asociaciones que tengan como fin la promoción y defensa de 

los derechos de las víctimas del terrorismo, señaladas en la 

Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de reconocimiento y 

protección integral a las víctimas del terrorismo. 

  

29/2011, de 22 de septiembre, de reconocimiento y protección 

integral a las víctimas del terrorismo. 

 

Disposición final octava. Modificación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 

Modificación de la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor, de los arts.: 2, 12, 13, 17 y 20. 

Se añaden nuevos arts.: 14 bis, 17 bis, 20 ter, 20 quater,20 quinquies.  

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la  

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley Orgánica de Protección Jurídica 

del menor. 

 

 

 

Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 

Jurídica del Menor 

 

 

Artículo 2 Ley 

Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

Artículo 2. Interés superior del menor. 

 

1. Todo menor tiene derecho a que su interés superior sea 

valorado y considerado como primordial en todas las acciones 

y decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito público 

 

Artículo 2. Interés superior del menor. 

 

1. Todo menor tiene derecho a que su interés superior sea 

valorado y considerado como primordial en todas las acciones y 

decisiones que le conciernan, tanto en el ámbito público como 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1996-1069
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1996-1069
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 como privado. En la aplicación de la presente ley y demás 

normas que le afecten, así como en las medidas concernientes 

a los menores que adopten las instituciones, públicas o 

privadas, los Tribunales, o los órganos legislativos primará el 

interés superior de los mismos sobre cualquier otro interés 

legítimo que pudiera concurrir. 

 

Las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores se 

interpretarán de forma restrictiva y, en todo caso, siempre en 

el interés superior del menor. 

 

2. A efectos de la interpretación y aplicación en cada caso del 

interés superior del menor, se tendrán en cuenta los 

siguientes criterios generales, sin perjuicio de los establecidos 

en la legislación específica aplicable, así como de aquellos 

otros que puedan estimarse adecuados atendiendo a las 

circunstancias concretas del supuesto: 

 

a) La protección del derecho a la vida, supervivencia y 

desarrollo del menor y la satisfacción de sus necesidades 

básicas, tanto materiales, físicas y educativas como 

emocionales y afectivas. 

 

b) La consideración de los deseos, sentimientos y opiniones 

del menor, así como su derecho a participar progresivamente, 

en función de su edad, madurez, desarrollo y evolución 

personal, en el proceso de determinación de su interés 

superior. 

 

privado. En la aplicación de la presente ley y demás normas que 

le afecten, así como en las medidas concernientes a los menores 

que adopten las instituciones, públicas o privadas, los Tribunales, 

o los órganos legislativos primará el interés superior de los 

mismos sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera 

concurrir. 

 

Las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores se 

interpretarán de forma restrictiva y, en todo caso, siempre en el 

interés superior del menor. 

 

2. A efectos de la interpretación y aplicación en cada caso del 

interés superior del menor, se tendrán en cuenta los siguientes 

criterios generales, sin perjuicio de los establecidos en la 

legislación específica aplicable, así como de aquellos otros que 

puedan estimarse adecuados atendiendo a las circunstancias 

concretas del supuesto: 

 

a) La protección del derecho a la vida, supervivencia y desarrollo 

del menor y la satisfacción de sus necesidades básicas, tanto 

materiales, físicas y educativas como emocionales y afectivas. 

 

b) La consideración de los deseos, sentimientos y opiniones del 

menor, así como su derecho a participar progresivamente, en 

función de su edad, madurez, desarrollo y evolución personal, en 

el proceso de determinación de su interés superior. 

 

c) La conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en un 

entorno familiar adecuado y libre de violencia. Se priorizará la 
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c) La conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en 

un entorno familiar adecuado y libre de violencia. Se 

priorizará la permanencia en su familia de origen y se 

preservará el mantenimiento de sus relaciones familiares, 

siempre que sea posible y positivo para el menor. En caso de 

acordarse una medida de protección, se priorizará el 

acogimiento familiar frente al residencial. Cuando el menor 

hubiera sido separado de su núcleo familiar, se valorarán las 

posibilidades y conveniencia de su retorno, teniendo en 

cuenta la evolución de la familia desde que se adoptó la 

medida protectora y primando siempre el interés y las 

necesidades del menor sobre las de la familia. 

 

d) La preservación de la identidad, cultura, religión, 

convicciones, orientación e identidad sexual o idioma del 

menor, así como la no discriminación del mismo por éstas o 

cualesquiera otras condiciones, incluida la discapacidad, 

garantizando el desarrollo armónico de su personalidad. 

 

3. Estos criterios se ponderarán teniendo en cuenta los 

siguientes elementos generales: 

 

a) La edad y madurez del menor. 

 

b) La necesidad de garantizar su igualdad y no discriminación 

por su especial vulnerabilidad, ya sea por la carencia de 

entorno familiar, sufrir maltrato, su discapacidad, su 

orientación e identidad sexual, su condición de refugiado, 

solicitante de asilo o protección subsidiaria, su pertenencia a 

permanencia en su familia de origen y se preservará el 

mantenimiento de sus relaciones familiares, siempre que sea 

posible y positivo para el menor. En caso de acordarse una medida 

de protección, se priorizará el acogimiento familiar frente al 

residencial. Cuando el menor hubiera sido separado de su núcleo 

familiar, se valorarán las posibilidades y conveniencia de su 

retorno, teniendo en cuenta la evolución de la familia desde que 

se adoptó la medida protectora y primando siempre el interés y 

las necesidades del menor sobre las de la familia. 

 

d) La preservación de la identidad, cultura, religión, convicciones, 

orientación e identidad sexual o idioma del menor, así como la no 

discriminación del mismo por éstas o cualesquiera otras 

condiciones, incluida la discapacidad, garantizando el desarrollo 

armónico de su personalidad. 

 

3. Estos criterios se ponderarán teniendo en cuenta los siguientes 

elementos generales: 

 

a) La edad y madurez del menor. 

 

b) La necesidad de garantizar su igualdad y no discriminación por 

su especial vulnerabilidad, ya sea por la carencia de entorno 

familiar, sufrir maltrato, su discapacidad, su orientación e 

identidad sexual, su condición de refugiado, solicitante de asilo o 

protección subsidiaria, su pertenencia a una minoría étnica, o 

cualquier otra característica o circunstancia relevante. 

 

c) El irreversible efecto del transcurso del tiempo en su desarrollo. 
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una minoría étnica, o cualquier otra característica o 

circunstancia relevante. 

 

c) El irreversible efecto del transcurso del tiempo en su 

desarrollo. 

 

d) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se 

adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del 

menor en la sociedad, así como de minimizar los riesgos que 

cualquier cambio de situación material o emocional pueda 

ocasionar en su personalidad y desarrollo futuro. 

 

e) La preparación del tránsito a la edad adulta e 

independiente, de acuerdo con sus capacidades y 

circunstancias personales. 

 

f) Aquellos otros elementos de ponderación que, en el 

supuesto concreto, sean considerados pertinentes y respeten 

los derechos de los menores. 

 

Los anteriores elementos deberán ser valorados 

conjuntamente, conforme a los principios de necesidad y 

proporcionalidad, de forma que la medida que se adopte en el 

interés superior del menor no restrinja o limite más derechos 

que los que ampara. 

 

4. En caso de concurrir cualquier otro interés legítimo junto 

al interés superior del menor deberán priorizarse las medidas 

 

d) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten 

para promover la efectiva integración y desarrollo del menor en la 

sociedad, así como de minimizar los riesgos que cualquier cambio 

de situación material o emocional pueda ocasionar en su 

personalidad y desarrollo futuro. 

 

e) La preparación del tránsito a la edad adulta e independiente, 

de acuerdo con sus capacidades y circunstancias personales. 

 

f) Aquellos otros elementos de ponderación que, en el supuesto 

concreto, sean considerados pertinentes y respeten los derechos 

de los menores. 

 

Los anteriores elementos deberán ser valorados conjuntamente, 

conforme a los principios de necesidad y proporcionalidad, de 

forma que la medida que se adopte en el interés superior del 

menor no restrinja o limite más derechos que los que ampara. 

 

4. En caso de concurrir cualquier otro interés legítimo junto al 

interés superior del menor deberán priorizarse las medidas que, 

respondiendo a este interés, respeten también los otros intereses 

legítimos presentes. 

 

En caso de que no puedan respetarse todos los intereses legítimos 

concurrentes, deberá primar el interés superior del menor sobre 

cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir. 
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que, respondiendo a este interés, respeten también los otros 

intereses legítimos presentes. 

 

En caso de que no puedan respetarse todos los intereses 

legítimos concurrentes, deberá primar el interés superior del 

menor sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera 

concurrir. 

 

Las decisiones y medidas adoptadas en interés superior del 

menor deberán valorar en todo caso los derechos 

fundamentales de otras personas que pudieran verse 

afectados. 

 

5. Toda resolución de cualquier orden jurisdiccional y toda 

medida en el interés superior de la persona menor de edad 

deberá ser adoptada respetando las debidas garantías del 

proceso y, en particular: 

 

a) Los derechos del menor a ser informado, oído y escuchado, 

y a participar en el proceso de acuerdo con la normativa 

vigente. 

 

b) La intervención en el proceso de profesionales cualificados 

o expertos. En caso necesario, estos profesionales han de 

contar con la formación suficiente para determinar las 

específicas necesidades de los niños con discapacidad. En las 

decisiones especialmente relevantes que afecten al menor se 

contará con el informe colegiado de un grupo técnico y 

multidisciplinar especializado en los ámbitos adecuados. 

Las decisiones y medidas adoptadas en interés superior del menor 

deberán valorar en todo caso los derechos fundamentales de otras 

personas que pudieran verse afectados. 

 

5. Toda medida en el interés superior del menor deberá ser 

adoptada respetando las debidas garantías del proceso y, en 

particular: 

 

a) Los derechos del menor a ser informado, oído y escuchado, y a 

participar en el proceso de acuerdo con la normativa vigente. 

 

b) La intervención en el proceso de profesionales cualificados o 

expertos. En caso necesario, estos profesionales han de contar con 

la formación suficiente para determinar las específicas 

necesidades de los niños con discapacidad. En las decisiones 

especialmente relevantes que afecten al menor se contará con el 

informe colegiado de un grupo técnico y multidisciplinar 

especializado en los ámbitos adecuados. 

 

c) La participación de progenitores, tutores o representantes 

legales del menor o de un defensor judicial si hubiera conflicto o 

discrepancia con ellos y del Ministerio Fiscal en el proceso en 

defensa de sus intereses. 

 

d) La adopción de una decisión que incluya en su motivación los 

criterios utilizados, los elementos aplicados al ponderar los 

criterios entre sí y con otros intereses presentes y futuros, y las 

garantías procesales respetadas. 
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c) La participación de progenitores, tutores o representantes 

legales del menor o de un defensor judicial si hubiera conflicto 

de interés o discrepancia con ellos y del Ministerio Fiscal en 

el proceso en defensa de sus intereses. Se presumirá que 

existe un conflicto de interés cuando la opinión de la persona 

menor de edad sea contraria a la medida que se adopte sobre 

ella o suponga una restricción de sus derechos. 

 

d) La adopción de una decisión que incluya en su motivación 

los criterios utilizados, los elementos aplicados al ponderar 

los criterios entre sí y con otros intereses presentes y futuros, 

y las garantías procesales respetadas. 

 

e) La existencia de recursos que permitan revisar la decisión 

adoptada que no haya considerado el interés superior del 

menor como primordial o en el caso en que el propio desarrollo 

del menor o cambios significativos en las circunstancias que 

motivaron dicha decisión hagan necesario revisarla. Los 

menores gozarán del derecho a la asistencia jurídica gratuita 

en los casos legalmente previstos. 

 

e) La existencia de recursos que permitan revisar la decisión 

adoptada que no haya considerado el interés superior del menor 

como primordial o en el caso en que el propio desarrollo del menor 

o cambios significativos en las circunstancias que motivaron dicha 

decisión hagan necesario revisarla. Los menores gozarán del 

derecho a la asistencia jurídica gratuita en los casos legalmente 

previstos. 

 

 

Artículo 12 

Ley Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 12. Actuaciones de protección. 

 

1. La protección de los menores por los poderes públicos se 

realizará mediante la prevención, detección y reparación de 

situaciones de riesgo, con el establecimiento de los servicios y 

recursos adecuados para tal fin, el ejercicio de la guarda y, en 

 

Artículo 12. Actuaciones de protección. 

 

1. La protección de los menores por los poderes públicos se 

realizará mediante la prevención, detección y reparación de 

situaciones de riesgo, con el establecimiento de los servicios y 

recursos adecuados para tal fin, el ejercicio de la guarda y, en los 
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los casos de declaración de desamparo, la asunción de la 

tutela por ministerio de la ley. En las actuaciones de 

protección deberán primar, en todo caso, las medidas 

familiares frente a las residenciales, las estables frente a las 

temporales y las consensuadas frente a las impuestas. 

 

2. Los poderes públicos velarán para que los progenitores, 

tutores, guardadores o acogedores, desarrollen 

adecuadamente sus responsabilidades y les facilitarán 

servicios accesibles de prevención, asesoramiento y 

acompañamiento en todas las áreas que afectan al desarrollo 

de los menores. 

3. Cuando los menores se encuentren bajo la patria potestad, 

tutela, guarda o acogimiento de una víctima de violencia de 

género o doméstica, las actuaciones de los poderes públicos 

estarán encaminadas a garantizar el apoyo necesario para 

procurar la permanencia de los menores, con independencia 

de su edad, con aquella, así como su protección, atención 

especializada y recuperación. 

 

4. Cuando no pueda ser establecida la mayoría de edad de una 

persona, será considerada menor de edad a los efectos de lo 

previsto en esta ley, en tanto se determina su edad. A tal 

efecto, el Fiscal deberá realizar un juicio de proporcionalidad 

que pondere adecuadamente las razones por las que se 

considera que el pasaporte o documento equivalente de 

identidad presentado, en su caso, no es fiable. La realización 

de pruebas médicas para la determinación de la edad de los 

menores se someterá al principio de celeridad, exigirá el 

casos de declaración de desamparo, la asunción de la tutela por 

ministerio de la ley. En las actuaciones de protección deberán 

primar, en todo caso, las medidas familiares frente a las 

residenciales, las estables frente a las temporales y las 

consensuadas frente a las impuestas. 

 

2. Los poderes públicos velarán para que los progenitores, tutores, 

guardadores o acogedores, desarrollen adecuadamente sus 

responsabilidades y les facilitarán servicios accesibles de 

prevención, asesoramiento y acompañamiento en todas las áreas 

que afectan al desarrollo de los menores. 

 

3. Cuando los menores se encuentren bajo la patria potestad, 

tutela, guarda o acogimiento de una víctima de violencia de 

género o doméstica, las actuaciones de los poderes públicos 

estarán encaminadas a garantizar el apoyo necesario para 

procurar la permanencia de los menores, con independencia de su 

edad, con aquélla, así como su protección, atención especializada 

y recuperación. 

 

4. Cuando no pueda ser establecida la mayoría de edad de una 

persona, será considerada menor de edad a los efectos de lo 

previsto en esta ley, en tanto se determina su edad. A tal efecto, 

el Fiscal deberá realizar un juicio de proporcionalidad que 

pondere adecuadamente las razones por las que se considera que 

el pasaporte o documento equivalente de identidad presentado, en 

su caso, no es fiable. La realización de pruebas médicas para la 

determinación de la edad de los menores se someterá al principio 

de celeridad, exigirá el previo consentimiento informado del 
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previo consentimiento informado del afectado y se llevará a 

cabo con respeto a su dignidad y sin que suponga un riesgo 

para su salud, no pudiendo aplicarse indiscriminadamente, 

especialmente si son invasivas o incluyen desnudamiento o 

exploración genital. 

 

Asimismo, una vez adoptada la medida de guarda o tutela 

respecto a personas menores de edad que hayan llegado solas 

a España, las Entidades Públicas comunicarán la adopción de 

dicha medida al Ministerio del Interior, a efectos de 

inscripción en el Registro Estatal correspondiente. 

5. Las Entidades Públicas garantizarán los derechos 

reconocidos en esta ley a las personas menores de edad desde 

el momento que accede por primera vez a un recurso de 

protección y proporcionarán una atención inmediata integral 

y adecuada a sus necesidades, evitando la prolongación de las 

medidas de carácter provisional y de la estancia en los 

recursos de primera acogida. 

6. Cualquier medida de protección no permanente que se 

adopte respecto de menores de tres años se revisará cada tres 

meses, y respecto de mayores de esa edad se revisará cada 

seis meses. En los acogimientos permanentes la revisión 

tendrá lugar el primer año cada seis meses y, a partir del 

segundo año, cada doce meses. 

7. Además, de las distintas funciones atribuidas por ley, la 

Entidad Pública remitirá al Ministerio Fiscal informe 

justificativo de la situación de un determinado menor cuando 

este se haya encontrado en acogimiento residencial o 

acogimiento familiar temporal durante un periodo superior a 

afectado y se llevará a cabo con respeto a su dignidad y sin que 

suponga un riesgo para su salud, no pudiendo aplicarse 

indiscriminadamente, especialmente si son invasivas. 

 

5. Cualquier medida de protección no permanente que se adopte 

respecto de menores de tres años se revisará cada tres meses, y 

respecto de mayores de esa edad se revisará cada seis meses. En 

los acogimientos permanentes la revisión tendrá lugar el primer 

año cada seis meses y, a partir del segundo año, cada doce meses. 

 

6. Además, de las distintas funciones atribuidas por ley, la 

Entidad Pública remitirá al Ministerio Fiscal informe justificativo 

de la situación de un determinado menor cuando éste se haya 

encontrado en acogimiento residencial o acogimiento familiar 

temporal durante un periodo superior a dos años, debiendo 

justificar la Entidad Pública las causas por las que no se ha 

adoptado una medida protectora de carácter más estable en ese 

intervalo. 

 

7. Los poderes públicos garantizarán los derechos y obligaciones 

de los menores con discapacidad en lo que respecta a su custodia, 

tutela, guarda, adopción o instituciones similares, velando al 

máximo por el interés superior del menor. Asimismo, 

garantizarán que los menores con discapacidad tengan los 

mismos derechos respecto a la vida en familia. Para hacer 

efectivos estos derechos y a fin de prevenir su ocultación, 

abandono, negligencia o segregación velarán porque se 

proporcione con anticipación información, servicios y apoyo 

generales a los menores con discapacidad y a sus familias. 
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dos años, debiendo justificar la Entidad Pública las causas 

por las que no se ha adoptado una medida protectora de 

carácter más estable en ese intervalo, 

8. Los poderes públicos garantizarán los derechos y 

obligaciones de los menores con discapacidad en lo que 

respecta a su custodia, tutela, guarda, adopción o 

instituciones similares, velando al máximo por el interés 

superior del menor. Asimismo, garantizarán que los menores 

con discapacidad tengan los mismos derechos respecto a la 

vida en familia. Para hacer efectivos estos derechos y a fin de 

prevenir su ocultación, abandono, negligencia o segregación 

velarán porque se proporcione con anticipación información, 

servicios y apoyo generales a los menores con discapacidad y 

a sus familias. 

 

 

Artículo 13 

Ley Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 13. Obligaciones de los ciudadanos y deber de 

reserva. 

 

1. Toda persona o autoridad, especialmente aquellas que por 

su profesión, oficio o actividad detecten una situación de 

riesgo o posible desamparo de una persona menor de edad, lo 

comunicarán a la autoridad o sus agentes más próximos, sin 

perjuicio de prestarle el auxilio inmediato que precise. 

 

2. Cualquier persona o autoridad que tenga conocimiento de 

que un menor no está escolarizado o no asiste al centro escolar 

de forma habitual y sin justificación, durante el período 

obligatorio, deberá ponerlo en conocimiento de las 

 

Artículo 13. Obligaciones de los ciudadanos y deber de reserva. 

 

1. Toda persona o autoridad y especialmente aquellos que por su 

profesión o función detecten una situación de maltrato, de riesgo 

o de posible desamparo de un menor, lo comunicarán a la 

autoridad o sus agentes más próximos, sin perjuicio de prestarle 

el auxilio inmediato que precise. 

 

2. Cualquier persona o autoridad que tenga conocimiento de que 

un menor no está escolarizado o no asiste al centro escolar de 

forma habitual y sin justificación, durante el período obligatorio, 

deberá ponerlo en conocimiento de las autoridades públicas 

competentes, que adoptarán las medidas necesarias para su 

escolarización. 
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autoridades públicas competentes, que adoptarán las 

medidas necesarias para su escolarización. 

 

3. Las autoridades y las personas que por su profesión o 

función conozcan el caso actuarán con la debida reserva. 

 

En las actuaciones se evitará toda interferencia innecesaria 

en la vida del menor. 

 

Se suprimen apartados 4 y 5 

 

3. Las autoridades y las personas que por su profesión o función 

conozcan el caso actuarán con la debida reserva. 

 

En las actuaciones se evitará toda interferencia innecesaria en la 

vida del menor. 

 

4. Toda persona que tuviera noticia, a través de cualquier fuente 

de información, de un hecho que pudiera constituir un delito 

contra la libertad e indemnidad sexual, de trata de seres 

humanos, o de explotación de menores, tendrá la obligación de 

ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal sin perjuicio de lo 

dispuesto en la legislación procesal penal. 

 

5. Será requisito para el acceso y ejercicio a las profesiones, oficios 

y actividades que impliquen contacto habitual con menores, el no 

haber sido condenado por sentencia firme por algún delito contra 

la libertad e indemnidad sexual, que incluye la agresión y abuso 

sexual, acoso sexual, exhibicionismo y provocación sexual, 

prostitución y explotación sexual y corrupción de menores, así 

como por trata de seres humanos. A tal efecto, quien pretenda el 

acceso a tales profesiones, oficios o actividades deberá acreditar 

esta circunstancia mediante la aportación de una certificación 

negativa del Registro Central de delincuentes sexuales. 
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Nuevo artículo 

14 bis Ley 

Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 14 bis. Actuaciones en casos de urgencia. 

 

1. Cuando la urgencia del caso lo requiera, sin perjuicio de la guarda provisional a la que se refiere el artículo anterior y el artículo 

172.4 del Código Civil, la actuación de los servicios sociales será inmediata. 

 

2. La atención en casos de urgencia a que se refiere este artículo no está sujeta a requisitos procedimentales ni de forma, y se 

entiende en todo caso sin perjuicio del deber de prestar a las personas menores de edad el auxilio inmediato que precisen. 

 

 

 

Artículo 17 

Ley Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 17. Actuaciones en situaciones de riesgo. 

 

1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a 

causa de circunstancias, carencias o conflictos familiares, 

sociales o educativos, la persona menor de edad se vea 

perjudicada en su desarrollo personal, familiar, social o 

educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, sin 

alcanzar la entidad, intensidad o persistencia que 

fundamentarían su declaración de situación de desamparo y 

la asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa 

la intervención de la administración pública competente, 

para eliminar, reducir o compensar las dificultades o 

inadaptación que le afectan y evitar su desamparo y exclusión 

social, sin tener que ser separado de su entorno familiar. 

 

2. Serán considerados como indicadores de riesgo, entre otros: 

 

 

Artículo 17. Actuaciones en situaciones de riesgo. 

1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a causa de 

circunstancias, carencias o conflictos familiares, sociales o 

educativos, el menor se vea perjudicado en su desarrollo personal, 

familiar, social o educativo, en su bienestar o en sus derechos de 

forma que, sin alcanzar la entidad, intensidad o persistencia que 

fundamentarían su declaración de situación de desamparo y la 

asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa la 

intervención de la administración pública competente, para 

eliminar, reducir o compensar las dificultades o inadaptación que 

le afectan y evitar su desamparo y exclusión social, sin tener que 

ser separado de su entorno familiar. A tales efectos, se 

considerará indicador de riesgo, entre otros, el tener un hermano 

declarado en tal situación salvo que las circunstancias familiares 

hayan cambiado de forma evidente. La concurrencia de 

circunstancias o carencias materiales se considerará indicador de 
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a) La falta de atención física o psíquica del niño, niña o 

adolescente por parte de los progenitores, o por las personas 

que ejerzan la tutela, guarda, o acogimiento, que comporte un 

perjuicio leve para la salud física o emocional del niño, niña o 

adolescente cuando se estime, por la naturaleza o por la 

repetición de los episodios, la posibilidad de su persistencia o 

el agravamiento de sus efectos. 

 

b) La negligencia en el cuidado de las personas menores de 

edad y la falta de seguimiento médico por parte de los 

progenitores, o por las personas que ejerzan la tutela, guarda 

o acogimiento. 

c) La existencia de un hermano o hermana declarado en 

situación de riesgo o desamparo, salvo que las circunstancias 

familiares hayan cambiado de forma evidente. 

 

d) La utilización, por parte de los progenitores, o de quienes 

ejerzan funciones de tutela, guarda o acogimiento, del castigo 

habitual y desproporcionado y de pautas de corrección 

violentas que, sin constituir un episodio severo o un patrón 

crónico de violencia, perjudiquen su desarrollo. 

 

e) La evolución negativa de los programas de intervención 

seguidos con la familia y la obstrucción a su desarrollo o 

puesta en marcha. 

 

f) Las prácticas discriminatorias, por parte de los 

responsables parentales, contra los niños, niñas y 

riesgo, pero nunca podrá desembocar en la separación del entorno 

familiar. 

 

2. En situación de riesgo de cualquier índole, la intervención de la 

administración pública competente deberá garantizar, en todo 

caso, los derechos del menor y se orientará a disminuir los 

indicadores de riesgo y dificultad que incidan en la situación 

personal, familiar y social en que se encuentra, y a promover 

medidas para su protección y preservación del entorno familiar. 

 

3. La intervención en la situación de riesgo corresponde a la 

administración pública competente conforme a lo dispuesto en la 

legislación estatal y autonómica aplicable, en coordinación con los 

centros escolares y servicios sociales y sanitarios y, en su caso, con 

las entidades colaboradoras del respectivo ámbito territorial o 

cualesquiera otras. 

 

4. La valoración de la situación de riesgo conllevará la elaboración 

y puesta en marcha de un proyecto de intervención social y 

educativo familiar que deberá recoger los objetivos, actuaciones, 

recursos y previsión de plazos, promoviendo los factores de 

protección del menor y manteniendo a éste en su medio familiar. 

Se procurará la participación de los progenitores, tutores, 

guardadores o acogedores en la elaboración del proyecto. En 

cualquier caso, será oída y tenida en cuenta la opinión de éstos en 

el intento de consensuar el proyecto, que deberá ser firmado por 

las partes, para lo que se les comunicará de manera comprensible 

y en formato accesible. También se comunicará y consultará con 
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adolescentes que conlleven un perjuicio para su bienestar y 

su salud mental y física, en particular: 

 

1.º Las actitudes discriminatorias que por razón de género, 

edad o discapacidad puedan aumentar las posibilidades de 

confinamiento en el hogar, la falta de acceso a la educación, 

las escasas oportunidades de ocio, la falta de acceso al arte y 

a la vida cultural, así como cualquier otra circunstancia que 

por razón de género, edad o discapacidad, les impidan 

disfrutar de sus derechos en igualdad. 

 

2.º La no aceptación de la orientación sexual, identidad de 

género o las características sexuales de la persona menor de 

edad. 

 

g) El riesgo de sufrir ablación, mutilación genital femenina o 

cualquier otra forma de violencia en el caso de niñas y 

adolescentes basadas en el género, las promesas o acuerdos 

de matrimonio forzado. 

 

h) La identificación de las madres como víctimas de trata. 

 

i) Las niñas y adolescentes víctimas de violencia de género en 

los términos establecidos en el artículo 1.1 de la Ley Orgánica 

1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral 

contra la violencia de género. 

 

el menor si tiene suficiente madurez y, en todo caso, a partir de 

los doce años. 

 

5. Los progenitores, tutores, guardadores o acogedores, dentro de 

sus respectivas funciones, colaborarán activamente, según su 

capacidad, en la ejecución de las medidas indicadas en el referido 

proyecto. La omisión de la colaboración prevista en el mismo dará 

lugar a la declaración de la situación de riesgo del menor. 

 

6. La situación de riesgo será declarada por la administración 

pública competente conforme a lo dispuesto en la legislación 

estatal y autonómica aplicable mediante una resolución 

administrativa motivada, previa audiencia a los progenitores, 

tutores, guardadores o acogedores y del menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. La resolución 

administrativa incluirá las medidas tendentes a corregir la 

situación de riesgo del menor, incluidas las atinentes a los deberes 

al respecto de los progenitores, tutores, guardadores o acogedores. 

Frente a la resolución administrativa que declare la situación de 

riesgo del menor, se podrá interponer recurso conforme a la Ley 

de Enjuiciamiento Civil. 

 

7. Cuando la administración pública competente esté 

desarrollando una intervención ante una situación de riesgo de un 

menor y tenga noticia de que va a ser trasladado al ámbito de otra 

entidad territorial, la administración pública de origen lo pondrá 

en conocimiento de la de destino al efecto de que, si procede, ésta 

continúe la intervención que se venía realizando, con remisión de 

la información y documentación necesaria. Si la administración 
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j) Los ingresos múltiples de personas menores de edad en 

distintos hospitales con síntomas recurrentes, inexplicables 

y/o que no se confirman diagnósticamente. 

 

k) El consumo habitual de drogas tóxicas o bebidas 

alcohólicas por las personas menores de edad. 

 

l) La exposición de la persona menor de edad a cualquier 

situación de violencia doméstica o de género. 

 

m) Cualquier otra circunstancia que implique violencia sobre 

las personas menores de edad que, en caso de persistir, pueda 

evolucionar y derivar en el desamparo del niño, niña o 

adolescente. 

 

3. La intervención en la situación de riesgo corresponde a la 

administración pública competente conforme a lo dispuesto 

en la legislación estatal y autonómica aplicable, en 

coordinación con los centros escolares y servicios sociales y 

sanitarios y, en su caso, con las entidades colaboradoras del 

respectivo ámbito territorial o cualesquiera otras. 

 

4. La valoración de la situación de riesgo conllevará la 

elaboración y puesta en marcha de un proyecto de 

intervención social y educativo familiar que deberá recoger 

los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, 

promoviendo los factores de protección del menor y 

manteniendo a éste en su medio familiar. Se procurará la 

participación de los progenitores, tutores, guardadores o 

pública de origen desconociera el lugar de destino, podrá solicitar 

el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a fin de que 

procedan a su averiguación. Una vez conocida la localización del 

menor, se pondrá en conocimiento de la Entidad Pública 

competente en dicho territorio, que continuará la intervención. 

 

8. En los supuestos en que la administración pública competente 

para apreciar e intervenir en la situación de riesgo estime que 

existe una situación de desprotección que puede requerir la 

separación del menor de su ámbito familiar o cuando, concluido el 

período previsto en el proyecto de intervención o Convenio, no se 

hayan conseguido cambios en el desempeño de los deberes de 

guarda que garanticen que el menor cuenta con la necesaria 

asistencia moral o material, lo pondrá en conocimiento de la 

Entidad Pública a fin de que valore la procedencia de declarar la 

situación de desamparo, comunicándolo al Ministerio Fiscal. 

 

Cuando la Entidad Pública considere que no procede declarar la 

situación de desamparo, pese a la propuesta en tal sentido 

formulada por la administración pública competente para 

apreciar la situación de riesgo, lo pondrá en conocimiento de la 

administración pública que haya intervenido en la situación de 

riesgo y del Ministerio Fiscal. Este último hará una supervisión 

de la situación del menor, pudiendo para ello recabar la 

colaboración de los centros escolares y los servicios sociales, 

sanitarios o cualesquiera otros. 

 

9. La administración pública competente para intervenir en la 

situación de riesgo adoptará, en colaboración con los servicios de 
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acogedores en la elaboración del proyecto. En cualquier caso, 

será oída y tenida en cuenta la opinión de éstos en el intento 

de consensuar el proyecto, que deberá ser firmado por las 

partes, para lo que se les comunicará de manera comprensible 

y en formato accesible. También se comunicará y consultará 

con el menor si tiene suficiente madurez y, en todo caso, a 

partir de los doce años. 

 

5. Los progenitores, tutores, guardadores o acogedores, 

dentro de sus respectivas funciones, colaborarán 

activamente, según su capacidad, en la ejecución de las 

medidas indicadas en el referido proyecto. La omisión de la 

colaboración prevista en el mismo dará lugar a la declaración 

de la situación de riesgo del menor. 

 

6. La situación de riesgo será declarada por la administración 

pública competente conforme a lo dispuesto en la legislación 

estatal y autonómica aplicable mediante una resolución 

administrativa motivada, previa audiencia a los progenitores, 

tutores, guardadores o acogedores y del menor si tiene 

suficiente madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. 

La resolución administrativa incluirá las medidas tendentes 

a corregir la situación de riesgo del menor, incluidas las 

atinentes a los deberes al respecto de los progenitores, 

tutores, guardadores o acogedores. Frente a la resolución 

administrativa que declare la situación de riesgo del menor, 

se podrá interponer recurso conforme a la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. 

 

salud correspondientes, las medidas adecuadas de prevención, 

intervención y seguimiento, de las situaciones de posible riesgo 

prenatal, a los efectos de evitar con posterioridad una eventual 

declaración de situación de riesgo o desamparo del recién nacido. 

A tales efectos, se entenderá por situación de riesgo prenatal la 

falta de cuidado físico de la mujer gestante o el consumo abusivo 

de sustancias con potencial adictivo, así como cualquier otra 

acción propia de la mujer o de terceros tolerada por ésta, que 

perjudique el normal desarrollo o pueda provocar enfermedades o 

anomalías físicas, mentales o sensoriales al recién nacido. Los 

servicios de salud y el personal sanitario deberán notificar esta 

situación a la administración pública competente, así como al 

Ministerio Fiscal. Tras el nacimiento se mantendrá la 

intervención con el menor y su unidad familiar para que, si fuera 

necesario, se declare la situación de riesgo o desamparo del menor 

para su adecuada protección. 

 

10. La negativa de los progenitores, tutores, guardadores o 

acogedores a prestar el consentimiento respecto de los 

tratamientos médicos necesarios para salvaguardar la vida o 

integridad física o psíquica de un menor constituye una situación 

de riesgo. En tales casos, las autoridades sanitarias, pondrán 

inmediatamente en conocimiento de la autoridad judicial, 

directamente o a través del Ministerio Fiscal, tales situaciones a 

los efectos de que se adopte la decisión correspondiente en 

salvaguarda del mejor interés del menor. 
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7. Cuando la administración pública competente esté 

desarrollando una intervención ante una situación de riesgo 

de un menor y tenga noticia de que va a ser trasladado al 

ámbito de otra entidad territorial, la administración pública 

de origen lo pondrá en conocimiento de la de destino al efecto 

de que, si procede, ésta continúe la intervención que se venía 

realizando, con remisión de la información y documentación 

necesaria. Si la administración pública de origen 

desconociera el lugar de destino, podrá solicitar el auxilio de 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a fin de que procedan a 

su averiguación. Una vez conocida la localización del menor, 

se pondrá en conocimiento de la Entidad Pública competente 

en dicho territorio, que continuará la intervención. 

 

8. En los supuestos en que la administración pública 

competente para apreciar e intervenir en la situación de 

riesgo estime que existe una situación de desprotección que 

puede requerir la separación del menor de su ámbito familiar 

o cuando, concluido el período previsto en el proyecto de 

intervención o Convenio, no se hayan conseguido cambios en 

el desempeño de los deberes de guarda que garanticen que el 

menor cuenta con la necesaria asistencia moral o material, lo 

pondrá en conocimiento de la Entidad Pública a fin de que 

valore la procedencia de declarar la situación de desamparo, 

comunicándolo al Ministerio Fiscal. 

 

Cuando la Entidad Pública considere que no procede declarar 

la situación de desamparo, pese a la propuesta en tal sentido 

formulada por la administración pública competente para 
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apreciar la situación de riesgo, lo pondrá en conocimiento de 

la administración pública que haya intervenido en la 

situación de riesgo y del Ministerio Fiscal. Este último hará 

una supervisión de la situación del menor, pudiendo para ello 

recabar la colaboración de los centros escolares y los servicios 

sociales, sanitarios o cualesquiera otros. 

 

9. La administración pública competente para intervenir en 

la situación de riesgo adoptará, en colaboración con los 

servicios de salud correspondientes, las medidas adecuadas 

de prevención, intervención y seguimiento, de las situaciones 

de posible riesgo prenatal, a los efectos de evitar con 

posterioridad una eventual declaración de situación de riesgo 

o desamparo del recién nacido. A tales efectos, se entenderá 

por situación de riesgo prenatal la falta de cuidado físico de 

la mujer gestante o el consumo abusivo de sustancias con 

potencial adictivo, así como cualquier otra acción propia de la 

mujer o de terceros tolerada por ésta, que perjudique el 

normal desarrollo o pueda provocar enfermedades o 

anomalías físicas, mentales o sensoriales al recién nacido. Los 

servicios de salud y el personal sanitario deberán notificar 

esta situación a la administración pública competente, así 

como al Ministerio Fiscal. Tras el nacimiento se mantendrá 

la intervención con el menor y su unidad familiar para que, si 

fuera necesario, se declare la situación de riesgo o desamparo 

del menor para su adecuada protección. 

 

10. La negativa de los progenitores, tutores, guardadores o 

acogedores a prestar el consentimiento respecto de los 
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tratamientos médicos necesarios para salvaguardar la vida o 

integridad física o psíquica de un menor constituye una 

situación de riesgo. En tales casos, las autoridades sanitarias, 

pondrán inmediatamente en conocimiento de la autoridad 

judicial, directamente o a través del Ministerio Fiscal, tales 

situaciones a los efectos de que se adopte la decisión 

correspondiente en salvaguarda del mejor interés del menor. 

 

Nuevo artículo 17 bis Ley 

Orgánica Protección Jurídica 

del Menor 

 

 

Artículo 17 bis. Personas menores de catorce años en conflicto con la ley. 

Las personas a las que se refiere el artículo 3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de responsabilidad penal 

de los menores serán incluidas en un plan de seguimiento que valore su situación socio-familiar diseñado y 

realizado por los servicios sociales competentes de cada comunidad autónoma. 

Si el acto violento pudiera ser constitutivo de un delito contra la libertad o indemnidad sexual o de violencia de 

género, el plan de seguimiento deberá incluir un módulo formativo en igualdad de género. 

 

 

 

Artículo 20 

Ley Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 20. Acogimiento familiar. 

 

1. Cuando no sea posible la permanencia en el entorno 

familiar de origen, el acogimiento familiar, de acuerdo con su 

finalidad y con independencia del procedimiento en que se 

acuerde, revestirá las modalidades establecidas en el Código 

Civil y, en razón de la vinculación del menor con la familia 

acogedora, podrá tener lugar, de acuerdo al interés superior 

del menor, en la propia familia extensa del menor o en familia 

ajena. 

 

Artículo 20. Acogimiento familiar. 

 

1. El acogimiento familiar, de acuerdo con su finalidad y con 

independencia del procedimiento en que se acuerde, revestirá las 

modalidades establecidas en el Código Civil y, en razón de la 

vinculación del menor con la familia acogedora, podrá tener lugar 

en la propia familia extensa del menor o en familia ajena. 

 

El acogimiento en familia ajena podrá ser especializado, 

entendiendo por tal el que se desarrolla en una familia en la que 
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El acogimiento familiar podrá ser especializado, entendiendo 

por tal el que se desarrolla en una familia en la que alguna o 

algunas de las personas que integran la unidad familiar 

dispone de cualificación, experiencia o formación específica 

para desempeñar esta función respecto de menores con 

necesidades o circunstancias especiales, pudiendo percibir 

por ello una compensación. 

El acogimiento especializado podrá ser de dedicación 

exclusiva cuando así se determine por la Entidad Pública por 

razón de las necesidades y circunstancias especiales del 

menor en situación de ser acogido, percibiendo en tal caso la 

persona o personas designadas como acogedoras una 

compensación en atención a dicha dedicación. 

 

2. El acogimiento familiar se formalizará por resolución de la 

Entidad Pública que tenga la tutela o la guarda, previa 

valoración de la adecuación de la familia para el acogimiento. 

En esta valoración se tendrá en cuenta su situación familiar 

y aptitud educadora, su capacidad para atender 

adecuadamente las necesidades de toda índole del menor o 

menores de que se trate, la congruencia entre su motivación 

y la naturaleza y finalidad del acogimiento según su 

modalidad, así como la disposición a facilitar el cumplimiento 

de los objetivos del plan individual de atención y, si lo 

hubiera, del programa de reintegración familiar, propiciando 

la relación del menor con su familia de procedencia. El 

régimen de visitas podrá tener lugar en los puntos de 

encuentro familiar habilitados, cuando así lo aconseje el 

interés superior del menor y el derecho a la privacidad de las 

alguno de sus miembros dispone de cualificación, experiencia y 

formación específica para desempeñar esta función respecto de 

menores con necesidades o circunstancias especiales con plena 

disponibilidad y percibiendo por ello la correspondiente 

compensación económica, sin suponer en ningún caso una relación 

laboral. 

 

El acogimiento especializado podrá ser profesionalizado cuando, 

reuniendo los requisitos anteriormente citados de cualificación, 

experiencia y formación específica, exista una relación laboral del 

acogedor o los acogedores con la Entidad Pública. 

 

2. El acogimiento familiar se formalizará por resolución de la 

Entidad Pública que tenga la tutela o la guarda, previa valoración 

de la adecuación de la familia para el acogimiento. En esta 

valoración se tendrá en cuenta su situación familiar y aptitud 

educadora, su capacidad para atender adecuadamente las 

necesidades de toda índole del menor o menores de que se trate, 

la congruencia entre su motivación y la naturaleza y finalidad del 

acogimiento según su modalidad, así como la disposición a 

facilitar el cumplimiento de los objetivos del plan individual de 

atención y, si lo hubiera, del programa de reintegración familiar, 

propiciando la relación del menor con su familia de procedencia. 

El régimen de visitas podrá tener lugar en los puntos de encuentro 

familiar habilitados, cuando así lo aconseje el interés superior del 

menor y el derecho a la privacidad de las familias de procedencia 

y acogedora. Cuando el tipo de acogimiento así lo aconseje, se 

valorará la adecuación de la edad de los acogedores con la del 

menor acogido, así como la relación previa entre ellos, 
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familias de procedencia y acogedora. Cuando el tipo de 

acogimiento así lo aconseje, se valorará la adecuación de la 

edad de los acogedores con la del menor acogido, así como la 

relación previa entre ellos, priorizando, salvo que el interés 

del menor aconseje otra cosa, a las personas que, 

perteneciendo a su familia extensa, reúnan condiciones 

adecuadas para el acogimiento. 

 

3. A la resolución de formalización del acogimiento familiar a 

que se refiere el apartado anterior, acordada conforme a los 

términos previstos en el Código Civil, se acompañará un 

documento anexo que incluirá los siguientes extremos: 

 

a) La identidad del acogedor o acogedores y del acogido. 

 

b) Los consentimientos y audiencias necesarias. 

 

c) La modalidad del acogimiento, duración prevista para el 

mismo, así como su carácter de acogimiento en familia 

extensa o en familia ajena en razón de la vinculación del 

menor con la familia o persona acogedora. 

 

d) Los derechos y deberes de cada una de las partes, y en 

particular: 

 

1.º El régimen de visitas, estancia, relación o comunicación, 

en los supuestos de declaración de desamparo, por parte de la 

familia de origen, que podrá modificarse por la Entidad 

Pública en atención al interés superior del menor. 

priorizando, salvo que el interés del menor aconseje otra cosa, a 

las personas que, perteneciendo a su familia extensa, reúnan 

condiciones adecuadas para el acogimiento. 

 

3. A la resolución de formalización del acogimiento familiar a que 

se refiere el apartado anterior, acordada conforme a los términos 

previstos en el Código Civil, se acompañará un documento anexo 

que incluirá los siguientes extremos: 

 

a) La identidad del acogedor o acogedores y del acogido. 

 

b) Los consentimientos y audiencias necesarias. 

 

c) La modalidad del acogimiento, duración prevista para el 

mismo, así como su carácter de acogimiento en familia extensa o 

en familia ajena en razón de la vinculación del menor con la 

familia o persona acogedora. 

 

d) Los derechos y deberes de cada una de las partes, y en 

particular: 

 

1.º El régimen de visitas, estancia, relación o comunicación, en los 

supuestos de declaración de desamparo, por parte de la familia de 

origen, que podrá modificarse por la Entidad Pública en atención 

al interés superior del menor. 

 

2.º El sistema de cobertura por parte de la Entidad Pública de los 

daños que sufra el menor o de los que pueda causar a terceros. 
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2.º El sistema de cobertura por parte de la Entidad Pública de 

los daños que sufra el menor o de los que pueda causar a 

terceros. 

 

3.º La asunción por parte de los acogedores de los gastos de 

manutención, educación y atención socio-sanitaria. 

 

e) El contenido del seguimiento que, en función de la finalidad 

del acogimiento, vaya a realizar la Entidad Pública y el 

compromiso de colaboración con dicho seguimiento por parte 

de la familia acogedora. 

 

f) En el caso de menores con discapacidad, los recursos de 

apoyo que precisa. 

 

g) La compensación económica, apoyos técnicos y otro tipo de 

ayudas que, en su caso, vayan a recibir los acogedores. 

 

h) El plazo en el cual la medida vaya a ser revisada. 

 

La resolución y el documento anexo se remitirán al Ministerio 

Fiscal en el plazo máximo de un mes. 

 

3.º La asunción por parte de los acogedores de los gastos de 

manutención, educación y atención socio-sanitaria. 

 

e) El contenido del seguimiento que, en función de la finalidad del 

acogimiento, vaya a realizar la Entidad Pública y el compromiso 

de colaboración con dicho seguimiento por parte de la familia 

acogedora. 

 

f) En el caso de menores con discapacidad, los recursos de apoyo 

que precisa. 

 

g) La compensación económica, apoyos técnicos y otro tipo de 

ayudas que, en su caso, vayan a recibir los acogedores. 

 

h) El plazo en el cual la medida vaya a ser revisada. 

 

La resolución y el documento anexo se remitirán al Ministerio 

Fiscal en el plazo máximo de un mes. 

 

 

 

 

 

Artículo 20 ter. Tramitación de las solicitudes de acogimiento transfronterizo de personas menores de edad en España remitidas 

por un Estado miembro de la Unión Europea o por un Estado parte del Convenio de la Haya de 1996. 
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Nuevo artículo 

20 ter Ley 

Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

1. El Ministerio de Justicia, en su calidad de Autoridad Central Española, será la autoridad competente para recibir las solicitudes 

de acogimiento transfronterizo de personas menores de edad procedentes de un Estado miembro de la Unión Europea o de un 

Estado parte del Convenio de la Haya de 1996. Dichas solicitudes deberán ser remitidas por la Autoridad Central del Estado 

requirente al objeto de obtener la preceptiva autorización de las autoridades españolas competentes con carácter previo a que se 

pueda producir el acogimiento. 

 

2. Las solicitudes de acogimiento deberán realizarse por escrito y acompañarse de los documentos que la Autoridad Central 

española requiera para valorar la idoneidad de la medida en beneficio de la persona menor de edad y la aptitud del establecimiento 

o familia para llevar a cabo dicho acogimiento. En todo caso, además de la requerida por la normativa internacional aplicable, 

deberá aportarse un informe sobre el niño, niña o adolescente, los motivos de su propuesta de acogimiento, la modalidad de 

acogimiento y la duración del mismo y cómo se prevé hacer seguimiento de la medida. 

 

3. Recibida la solicitud de acogimiento transfronterizo, la Autoridad Central española comprobará que la solicitud reúne el 

contenido y los requisitos según lo previsto en el apartado anterior y la transmitirá a la Administración autonómica competente 

para su aprobación. 

 

4. La Administración autonómica competente, una vez evaluada la solicitud, remitirá su decisión a la Autoridad Central española 

que la hará llegar a la Autoridad Central del Estado requirente. Únicamente en caso de ser favorable, las autoridades competentes 

de dicho Estado dictarán una resolución que ordene el acogimiento en España, notificarán a todas las partes interesadas, y 

solicitarán su reconocimiento y ejecución en España directamente ante el Juzgado o Tribunal español territorialmente 

competente. 

 

5. El plazo máximo para la tramitación y respuesta de la solicitud será de tres meses 

 

5. Las solicitudes de acogimiento y sus documentos adjuntos deberán acompañarse de una traducción legalizada en español. 
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Nuevo artículo 

20 Ley 

Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 20 quáter. Motivos de denegación de las solicitudes de acogimiento transfronterizo de personas menores de edad en 

España. 

 

1. La Autoridad Central española rechazará las solicitudes de acogimiento transfronterizo cuando: 

 

a) El objeto o finalidad de la solicitud de acogimiento no garantice el interés superior de la persona menor de edad para lo cual se 

tendrá especialmente en cuenta la existencia de vínculos con España. 

 

b) La solicitud no reúna los requisitos exigidos para su tramitación. En este caso, se devolverá a la Autoridad Central requirente 

indicando los motivos concretos de la devolución con el fin de que pueda subsanarlos. 

 

c) Se solicite el desplazamiento de una persona menor de edad incursa en un procedimiento penal o sancionador o que haya sido 

condenada o sancionada por la comisión de cualquier ilícito penal o administrativo. 

 

d) No se haya respetado el derecho fundamental de la persona menor de edad a ser oída y escuchada, así como a mantener 

contactos con sus progenitores o representantes legales, salvo si ello es contrario a su superior interés. 

 

 

 

Nuevo artículo 

20 quinquies 

Ley Orgánica 

Protección 

Jurídica del 

Menor 

 

 

Artículo 20 quinquies. Del procedimiento para la transmisión de las solicitudes de acogimiento transfronterizo de personas 

menores de edad desde España a otro Estado miembro de la Unión Europea o a un Estado parte del Convenio de la Haya de 

1996. 

 

1. Las solicitudes de acogimiento transfronterizo que soliciten las Autoridades competentes en materia de protección de personas 

menores de edad se remitirán por escrito a la Autoridad Central española, que las transmitirá a las autoridades competentes del 

Estado miembro requerido para su tramitación. 

 

2. La tramitación y aprobación de dichas solicitudes se regirá por el Derecho Nacional del Estado Miembro requerido. 
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3. La Autoridad Central española remitirá la decisión del acogimiento requerido a la Autoridad solicitante. 

 

4. Las solicitudes de acogimiento y los documentos adjuntos que se dirijan a una autoridad extranjera deberán acompañarse de 

una traducción a una lengua oficial del Estado requerido o aceptada por este. 

 

 

 

Disposición final novena. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 

 

Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los arts.: 779 y 780.  

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

 

 

 

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 

 

 

 

Artículo 779 

Ley 

Enjuiciamiento 

Civil 

 

 

Artículo 779. Carácter preferente del procedimiento. 

Competencia. 

 

Los procedimientos en los que se sustancie la oposición a las 

resoluciones administrativas en materia de protección de 

menores tendrán carácter preferente y deberán realizarse en 

el plazo de tres meses desde la fecha en que se hubieren 

iniciado. La acumulación de procedimientos no suspenderá el 

plazo máximo. 

 

Artículo 779. Carácter preferente del procedimiento. 

Competencia. 

 

Los procedimientos en los que se sustancie la oposición a las 

resoluciones administrativas en materia de protección de menores 

tendrán carácter preferente. 

 

Será competente para conocer de los mismos el Juzgado de 

Primera Instancia del domicilio de la Entidad Pública y, en su 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2000-323#a779
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Será competente para conocer de los mismos el Juzgado de 

Primera Instancia del domicilio de la Entidad Pública y, en 

su defecto o en los supuestos de los artículos 179 y 180 del 

Código Civil, el Tribunal del domicilio del adoptante. 

defecto o en los supuestos de los artículos 179 y 180 del Código 

Civil, el Tribunal del domicilio del adoptante. 

 

 

Artículo 780 

Ley 

Enjuiciamiento 

Civil 

 

 

 

Artículo 780. Oposición a las resoluciones administrativas 

en materia de protección de menores. 

 

1. No será necesaria reclamación previa en vía administrativa 

para formular oposición, ante los tribunales civiles, a las 

resoluciones administrativas en materia de protección de 

menores. La oposición a las mismas podrá formularse en el 

plazo de dos meses desde su notificación. 

 

Estarán legitimados para formular oposición a las 

resoluciones administrativas en materia de protección de 

menores, siempre que tengan interés legítimo y directo en tal 

resolución, los menores afectados por la resolución, los 

progenitores, tutores, acogedores, guardadores, el Ministerio 

Fiscal y aquellas personas que expresamente la ley les 

reconozca tal legitimación. Aunque no fueran actores podrán 

personarse en cualquier momento en el procedimiento, sin 

que se retrotraigan las actuaciones. 

 

Los menores tendrán derecho a ser parte y a ser oídos y 

escuchados en el proceso conforme a lo establecido en la Ley 

Orgánica de Protección Jurídica del Menor. Ejercitarán sus 

pretensiones en relación a las resoluciones administrativas 

 

Artículo 780. Oposición a las resoluciones administrativas en 

materia de protección de menores. 

 

1. No será necesaria reclamación previa en vía administrativa 

para formular oposición, ante los Tribunales civiles, a las 

resoluciones administrativas en materia de protección de 

menores. La oposición a las mismas podrá formularse en el plazo 

de dos meses desde su notificación. 

 

Estarán legitimados para formular oposición a las resoluciones 

administrativas en materia de protección de menores, siempre 

que tengan interés legítimo y directo en tal resolución, los 

menores afectados por la resolución, los progenitores, tutores, 

acogedores, guardadores, el Ministerio Fiscal y aquellas personas 

que expresamente la ley les reconozca tal legitimación. Aunque 

no fueran actores podrán personarse en cualquier momento en el 

procedimiento, sin que se retrotraigan las actuaciones. 

 

Los menores tendrán derecho a ser parte y a ser oídos en el 

proceso conforme a lo establecido en la Ley Orgánica de Protección 

Jurídica del Menor. Ejercitarán sus pretensiones en relación a las 

resoluciones administrativas que les afecten a través de sus 

representantes legales siempre que no tengan intereses 
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que les afecten a través de sus representantes legales siempre 

que no tengan intereses contrapuestos a los suyos, o a través 

de la persona que se designe o que ellos mismos designen 

como su defensor para que les represente. 

2. El proceso de oposición a una resolución administrativa en 

materia de protección de menores se iniciará mediante la 

presentación de un escrito inicial en el que el actor 

sucintamente expresará la pretensión y la resolución a que se 

opone. 

 

En el escrito consignará expresamente la fecha de notificación 

de la resolución administrativa y manifestará si existen 

procedimientos relativos a ese menor. 

 

3. El Letrado de la Administración de Justicia reclamará a la 

entidad administrativa un testimonio completo del 

expediente, que deberá ser aportado en el plazo de diez días. 

La entidad administrativa, podrá ser requerida para aportar 

al tribunal antes de la vista, las actualizaciones que se hayan 

producido en el expediente del menor. 

 

4. Recibido el testimonio del expediente administrativo, el 

Letrado de la Administración de Justicia, en el plazo máximo 

de cinco días, emplazará al actor por diez días para que 

presente la demanda, que se tramitará con arreglo a lo 

previsto en el artículo 753. 

El tribunal dictará sentencia dentro de los diez días 

siguientes a la terminación del juicio. 

 

contrapuestos a los suyos, o a través de la persona que se designe 

como su defensor para que les represente. 

 

2. El proceso de oposición a una resolución administrativa en 

materia de protección de menores se iniciará mediante la 

presentación de un escrito inicial en el que el actor sucintamente 

expresará la pretensión y la resolución a que se opone. 

 

En el escrito consignará expresamente la fecha de notificación de 

la resolución administrativa y manifestará si existen 

procedimientos relativos a ese menor. 

 

3. El Letrado de la Administración de Justicia reclamará a la 

entidad administrativa un testimonio completo del expediente, 

que deberá ser aportado en el plazo de veinte días. 

 

4. Recibido el testimonio del expediente administrativo, el 

Letrado de la Administración de Justicia emplazará al actor por 

veinte días para que presente la demanda, que se tramitará con 

arreglo a lo previsto en el artículo 753. 

 

5. Si el Ministerio Fiscal, las partes o el Juez competente tuvieren 

conocimiento de la existencia de más de un procedimiento de 

oposición a resoluciones administrativas relativas a la protección 

de un mismo menor, pedirán los primeros y dispondrá el segundo, 

incluso de oficio, la acumulación ante el Juzgado que estuviera 

conociendo del procedimiento más antiguo. 
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5. Mientras dure el procedimiento, el tribunal podrá adoptar, 

a petición de parte, medidas cautelares. 

 

6. Si el Ministerio Fiscal, las partes o el Juez competente 

tuvieren conocimiento de la existencia de más de un 

procedimiento de oposición a resoluciones administrativas 

relativas a la protección de un mismo menor, pedirán los 

primeros y dispondrá el segundo, incluso de oficio, la 

acumulación ante el Juzgado que estuviera conociendo del 

procedimiento más antiguo. 

 

Acordada la acumulación, se procederá según dispone el 

artículo 84, con la especialidad de que no se suspenderá la 

vista que ya estuviera señalada si fuera posible tramitar el 

resto de procesos acumulados dentro del plazo determinado 

por el señalamiento. En caso contrario, el Letrado de la 

Administración de Justicia acordará la suspensión del que 

tuviera la vista ya fijada, hasta que los otros se hallen en el 

mismo estado, procediendo a realizar el nuevo señalamiento 

para todos con carácter preferente y, en todo caso, dentro de 

los diez días siguientes. 

 

Contra el auto que deniegue la acumulación podrán 

interponerse los recursos de reposición y apelación sin efectos 

suspensivos. Contra el auto que acuerde la acumulación no se 

dará recurso alguno. 

 

Acordada la acumulación, se procederá según dispone el artículo 

84, con la especialidad de que no se suspenderá la vista que ya 

estuviera señalada si fuera posible tramitar el resto de procesos 

acumulados dentro del plazo determinado por el señalamiento. En 

caso contrario, el Letrado de la Administración de Justicia 

acordará la suspensión del que tuviera la vista ya fijada, hasta 

que los otros se hallen en el mismo estado, procediendo a realizar 

el nuevo señalamiento para todos con carácter preferente y, en 

todo caso, dentro de los diez días siguientes. 

 

Contra el auto que deniegue la acumulación podrán interponerse 

los recursos de reposición y apelación sin efectos suspensivos. 

Contra el auto que acuerde la acumulación no se dará recurso 

alguno. 
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Disposición final décima. Modificación de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 

la Violencia de Género. 

 

Modificación de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, del art. 1 

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica de protección integral a la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia, en la Ley Orgánica 

de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 

de Género. 

 

 

 

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 

Protección Integral contra la Violencia de Género. 

 

 

 

Artículo 1 Ley 

Orgánica 

contra la 

Violencia de 

Género 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

 

1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia 

que, como manifestación de la discriminación, la situación de 

desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 

mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o 

hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado 

ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin 

convivencia. 

 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

 

1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, 

como manifestación de la discriminación, la situación de 

desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 

mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan 

sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas 

por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia. 

 

2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya 

finalidad es prevenir, sancionar y erradicar esta violencia y 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2004-21760
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2004-21760
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2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral 

cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar esta 

violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos 

menores y a los menores sujetos a su tutela, o guarda y 

custodia, víctimas de esta violencia. 

 

3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley 

comprende todo acto de violencia física y psicológica, 

incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, 

las coacciones o la privación arbitraria de libertad. 

 

4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también 

comprende la violencia que con el objetivo de causar perjuicio 

o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados 

menores de edad por parte de las personas indicadas en el 

apartado primero. 

 

prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los 

menores sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta 

violencia. 

 

3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley 

comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las 

agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la 

privación arbitraria de libertad. 
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Disposición final undécima. Modificación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de 

los menores. 

 

Modificación de la Ley Orgánica de responsabilidad penal de los menores, del art. 4. 

 

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley Orgánica reguladora de la 

responsabilidad penal de los menores. 

 

 

 

Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 

responsabilidad penal de los menores. 

 

 

Artículo 4 Ley 

Orgánica de 

responsabilidad 

penal de los 

menores 

 

Artículo 4. Derechos de las víctimas y de los perjudicados. 

 

El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo 

momento por la protección de los derechos de las víctimas y 

de las personas perjudicadas por las infracciones cometidas 

por las personas menores de edad. 

 

 

Artículo 4. Derechos de las víctimas y de los perjudicados. 

 

El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo 

momento por la protección de los derechos de las víctimas y de los 

perjudicados por las infracciones cometidas por los menores. 

 

De manera inmediata se les instruirá de las medidas de 

asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente. 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
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https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
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De manera inmediata se les instruirá de las medidas de 

asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente, 

debiendo el Letrado de la Administración de Justicia derivar 

a la víctima de violencia a la Oficina de Atención a la Víctima 

competente. 

Las víctimas y las personas perjudicadas tendrán derecho a 

personarse y ser parte en el expediente que se incoe al efecto, 

para lo cual el Letrado de la Administración de Justicia les 

informará en los términos previstos en los artículos 109 y 110 

de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, instruyéndoles de su 

derecho a nombrar dirección letrada o instar su 

nombramiento de oficio en caso de ser titulares del derecho a 

la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, les informará de 

que, de no personarse en el expediente y no hacer renuncia ni 

reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará 

si correspondiere. 

 

Quienes se personaren podrán desde entonces tomar 

conocimiento de lo actuado e instar la práctica de diligencias 

y cuanto a su derecho convenga. Sin perjuicio de lo anterior, 

el Letrado de la Administración de Justicia deberá comunicar 

a las víctimas y a las personas perjudicadas, se hayan o no 

personado, todas aquellas resoluciones que se adopten tanto 

por el Ministerio Fiscal como por el Juez de Menores, que 

puedan afectar a sus intereses. 

 

En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación de lo 

dispuesto en el artículo 18 de esta Ley, desista de la incoación 

del expediente deberá inmediatamente ponerlo en 

 

Las víctimas y los perjudicados tendrán derecho a personarse y 

ser parte en el expediente que se incoe al efecto, para lo cual el 

secretario judicial les informará en los términos previstos en los 

artículos 109 y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 

instruyéndoles de su derecho a nombrar abogado o instar el 

nombramiento de abogado de oficio en caso de ser titulares del 

derecho a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, les informará 

de que, de no personarse en el expediente y no hacer renuncia ni 

reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si 

correspondiere. 

 

Los que se personaren podrán desde entonces tomar conocimiento 

de lo actuado e instar la práctica de diligencias y cuanto a su 

derecho convenga. Sin perjuicio de lo anterior, el secretario 

judicial deberá comunicar a las víctimas y perjudicados, se hayan 

o no personado, todas aquellas resoluciones que se adopten tanto 

por el Ministerio Fiscal como por el Juez de Menores, que puedan 

afectar a sus intereses. 

 

En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación de lo 

dispuesto en el artículo 18 de esta Ley, desista de la incoación del 

expediente deberá inmediatamente ponerlo en conocimiento de 

las víctimas y perjudicados haciéndoles saber su derecho a 

ejercitar las acciones civiles que les asisten ante la jurisdicción 

civil. 

 

Del mismo modo, el secretario judicial notificará por escrito la 

sentencia que se dicte a las víctimas y perjudicados por la 
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conocimiento de las víctimas y las personas perjudicadas 

haciéndoles saber su derecho a ejercitar las acciones civiles 

que les asisten ante la jurisdicción civil. 

 

Del mismo modo, el Letrado de la Administración de Justicia 

notificará por escrito la sentencia que se dicte a las víctimas 

y las personas perjudicadas por la infracción penal, aunque 

no se hayan mostrado parte en el expediente. 

 

Cuando la víctima lo sea de un delito de violencia de género, 

tiene derecho a que le sean notificadas por escrito, mediante 

testimonio íntegro, las medidas cautelares de protección 

adoptadas. Asimismo, tales medidas cautelares serán 

comunicadas a las administraciones públicas competentes 

para la adopción de medidas de protección, sean estas de 

seguridad o de asistencia social, jurídica, sanitaria, 

psicológica o de cualquier otra índole. 

 

La víctima de un delito violento tiene derecho a ser informada 

permanentemente de la situación procesal del presunto 

agresor. En particular, en el caso de una medida, cautelar o 

definitiva, de internamiento, la víctima será informada en 

todo momento de los permisos y salidas del centro del 

presunto agresor, salvo en aquellos casos en los que 

manifieste su deseo de no recibir notificaciones. 

 

infracción penal, aunque no se hayan mostrado parte en el 

expediente. 
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Disposición final duodécima. Modificación del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. 

 

Modificación Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, del art. 8. 

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley sobre Infracciones y Sanciones en 

el Orden Social. 

 

 

 

 

Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. 

 

 

Artículo 8 Ley 

sobre 

Infracciones y 

Sanciones en el 

Orden Social 

 

 

 Artículo 8. Infracciones muy graves. 

 

Son infracciones muy graves: 

 

1. El impago y los retrasos reiterados en el pago del salario 

debido. 

 

2. La cesión de trabajadores en los términos prohibidos por la 

legislación vigente. 

 

Artículo 8. Infracciones muy graves. 

 

Son infracciones muy graves: 

 

1. El impago y los retrasos reiterados en el pago del salario 

debido. 

 

2. La cesión de trabajadores en los términos prohibidos por la 

legislación vigente. 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
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3. Proceder al despido colectivo de trabajadores o a la 

aplicación de medidas de suspensión de contratos o reducción 

de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o 

de producción o derivadas de fuerza mayor sin acudir a los 

procedimientos establecidos en los artículos 51 y 47 del 

Estatuto de los Trabajadores. 

 

4. La transgresión de las normas sobre trabajo de menores 

contempladas en la legislación laboral. 

 

5. Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio del 

derecho de reunión de los trabajadores, de sus representantes 

y de las secciones sindicales, en los términos en que legal o 

convencionalmente estuvieran establecidos. 

 

6. La vulneración del derecho de asistencia y acceso a los 

centros de trabajo, en los términos establecidos por el artículo 

9.1, c), de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad 

Sindical, de quienes ostenten cargos electivos a nivel 

provincial, autonómico o estatal en las organizaciones 

sindicales más representativas. 

 

7. La transgresión de los deberes materiales de colaboración 

que impongan al empresario las normas reguladoras de los 

procesos electorales a representantes de los trabajadores. 

 

8. La transgresión de las cláusulas normativas sobre materia 

sindical establecidas en los convenios colectivos. 

 

3. Proceder al despido colectivo de trabajadores o a la aplicación 

de medidas de suspensión de contratos o reducción de jornada por 

causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o 

derivadas de fuerza mayor sin acudir a los procedimientos 

establecidos en los artículos 51 y 47 del Estatuto de los 

Trabajadores. 

 

4. La transgresión de las normas sobre trabajo de menores 

contempladas en la legislación laboral. 

 

5. Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio del derecho 

de reunión de los trabajadores, de sus representantes y de las 

secciones sindicales, en los términos en que legal o 

convencionalmente estuvieran establecidos. 

 

6. La vulneración del derecho de asistencia y acceso a los centros 

de trabajo, en los términos establecidos por el artículo 9.1, c), de 

la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, de 

quienes ostenten cargos electivos a nivel provincial, autonómico 

o estatal en las organizaciones sindicales más representativas. 

 

7. La transgresión de los deberes materiales de colaboración que 

impongan al empresario las normas reguladoras de los procesos 

electorales a representantes de los trabajadores. 

 

8. La transgresión de las cláusulas normativas sobre materia 

sindical establecidas en los convenios colectivos. 
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9. La negativa del empresario a la reapertura del centro de 

trabajo en el plazo establecido, cuando fuera requerida por la 

autoridad laboral competente en los casos de cierre patronal. 

 

10. Los actos del empresario lesivos del derecho de huelga de 

los trabajadores consistentes en la sustitución de los 

trabajadores en huelga por otros no vinculados al centro de 

trabajo al tiempo de su ejercicio, salvo en los casos justificados 

por el ordenamiento. 

 

11. Los actos del empresario que fueren contrarios al respeto 

de la intimidad y consideración debida a la dignidad de los 

trabajadores. 

 

12. Las decisiones unilaterales de la empresa que impliquen 

discriminaciones directas o indirectas desfavorables por 

razón de edad o discapacidad o favorables o adversas en 

materia de retribuciones, jornadas, formación, promoción y 

demás condiciones de trabajo, por circunstancias de sexo, 

origen, incluido el racial o étnico, estado civil, condición 

social, religión o convicciones, ideas políticas, orientación 

sexual, adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos, vínculos 

de parentesco con otros trabajadores en la empresa o lengua 

dentro del Estado español, así como las decisiones del 

empresario que supongan un trato desfavorable de los 

trabajadores como reacción ante una reclamación efectuada 

en la empresa o ante una acción administrativa o judicial 

9. La negativa del empresario a la reapertura del centro de 

trabajo en el plazo establecido, cuando fuera requerida por la 

autoridad laboral competente en los casos de cierre patronal. 

 

10. Los actos del empresario lesivos del derecho de huelga de los 

trabajadores consistentes en la sustitución de los trabajadores en 

huelga por otros no vinculados al centro de trabajo al tiempo de 

su ejercicio, salvo en los casos justificados por el ordenamiento. 

 

11. Los actos del empresario que fueren contrarios al respeto de 

la intimidad y consideración debida a la dignidad de los 

trabajadores. 

 

12. Las decisiones unilaterales de la empresa que impliquen 

discriminaciones directas o indirectas desfavorables por razón de 

edad o discapacidad o favorables o adversas en materia de 

retribuciones, jornadas, formación, promoción y demás 

condiciones de trabajo, por circunstancias de sexo, origen, 

incluido el racial o étnico, estado civil, condición social, religión o 

convicciones, ideas políticas, orientación sexual, adhesión o no a 

sindicatos y a sus acuerdos, vínculos de parentesco con otros 

trabajadores en la empresa o lengua dentro del Estado español, 

así como las decisiones del empresario que supongan un trato 

desfavorable de los trabajadores como reacción ante una 

reclamación efectuada en la empresa o ante una acción 

administrativa o judicial destinada a exigir el cumplimiento del 

principio de igualdad de trato y no discriminación. 
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destinada a exigir el cumplimiento del principio de igualdad 

de trato y no discriminación. 

 

13. El acoso sexual, cuando se produzca dentro del ámbito a 

que alcanzan las facultades de dirección empresarial, 

cualquiera que sea el sujeto activo de la misma. 

 

13 bis. El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 

convicciones, discapacidad, edad y orientación sexual y el 

acoso por razón de sexo, cuando se produzcan dentro del 

ámbito a que alcanzan las facultades de dirección 

empresarial, cualquiera que sea el sujeto activo del mismo, 

siempre que, conocido por el empresario, éste no hubiera 

adoptado las medidas necesarias para impedirlo. 

 

14. El incumplimiento por el empresario de la obligación 

establecida en el apartado 10 del artículo 51 del Estatuto de 

los Trabajadores o de las medidas sociales de 

acompañamiento asumidas por el empresario en el marco de 

los procedimientos de despido colectivo. 

 

15. El incumplimiento por la empresa de la obligación de 

instrumentar los compromisos por pensiones con el personal 

de la empresa en los términos establecidos en la normativa 

reguladora de los planes y fondos de pensiones. 

 

16. El incumplimiento de la normativa sobre limitación de la 

proporción mínima de trabajadores contratados con carácter 

indefinido contenida en la Ley reguladora de la 

13. El acoso sexual, cuando se produzca dentro del ámbito a que 

alcanzan las facultades de dirección empresarial, cualquiera que 

sea el sujeto activo de la misma. 

 

13 bis. El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 

convicciones, discapacidad, edad y orientación sexual y el acoso 

por razón de sexo, cuando se produzcan dentro del ámbito a que 

alcanzan las facultades de dirección empresarial, cualquiera que 

sea el sujeto activo del mismo, siempre que, conocido por el 

empresario, éste no hubiera adoptado las medidas necesarias 

para impedirlo. 

 

14. El incumplimiento por el empresario de la obligación 

establecida en el apartado 10 del artículo 51 del Estatuto de los 

Trabajadores o de las medidas sociales de acompañamiento 

asumidas por el empresario en el marco de los procedimientos de 

despido colectivo. 

 

15. El incumplimiento por la empresa de la obligación de 

instrumentar los compromisos por pensiones con el personal de 

la empresa en los términos establecidos en la normativa 

reguladora de los planes y fondos de pensiones. 

 

16. El incumplimiento de la normativa sobre limitación de la 

proporción mínima de trabajadores contratados con carácter 

indefinido contenida en la Ley reguladora de la subcontratación 

en el sector de la construcción y en su reglamento de aplicación. 
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subcontratación en el sector de la construcción y en su 

reglamento de aplicación. 

 

17. No elaborar o no aplicar el plan de igualdad, o hacerlo 

incumpliendo manifiestamente los términos previstos, 

cuando la obligación de realizar dicho plan responda a lo 

establecido en el apartado 2 del artículo 46 bis de esta Ley. 

 

18. No presentar, en tiempo y forma, ante la Autoridad 

laboral competente el certificado a que se refiere el apartado 

7 de la disposición adicional decimosexta de la Ley 27/2011, 

de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y 

modernización del sistema de Seguridad Social, así como 

presentar información que resulte falsa o inexacta. 

 

19. Incumplir las obligaciones establecidas en el artículo 57.3 

de la Ley Orgánica de Protección Integral de la Infancia y la 

Adolescencia frente a la Violencia. 

 

17. No elaborar o no aplicar el plan de igualdad, o hacerlo 

incumpliendo manifiestamente los términos previstos, cuando la 

obligación de realizar dicho plan responda a lo establecido en el 

apartado 2 del artículo 46 bis de esta Ley. 

 

18. No presentar, en tiempo y forma, ante la Autoridad laboral 

competente el certificado a que se refiere el apartado 7 de la 

disposición adicional decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 

agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 

sistema de Seguridad Social, así como presentar información que 

resulte falsa o inexacta. 
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Disposición final decimotercera. Modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del 

paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica. 

 

Modificación de la Ley de autonomía del paciente, del art. 15. 

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce el 

Proyecto de Ley Orgánica de protección integral a la 

infancia y la adolescencia frente a la violencia, en la 

Ley básica reguladora de la autonomía del paciente. 

 

 

Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 

autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en 

materia de información y documentación clínica. 

 

 

Artículo 15 Ley 

de autonomía 

del paciente  

 

 

Artículo 15. Contenido de la historia clínica de cada 

paciente. 

 

1. La historia clínica incorporará la información que se 

considere trascendental para el conocimiento veraz y 

actualizado del estado de salud del paciente. Todo paciente o 

usuario tiene derecho a que quede constancia, por escrito o en 

el soporte técnico más adecuado, de la información obtenida 

en todos sus procesos asistenciales, realizados por el servicio 

 

Artículo 15. Contenido de la historia clínica de cada paciente. 

 

1. La historia clínica incorporará la información que se considere 

trascendental para el conocimiento veraz y actualizado del estado 

de salud del paciente. Todo paciente o usuario tiene derecho a que 

quede constancia, por escrito o en el soporte técnico más 

adecuado, de la información obtenida en todos sus procesos 

asistenciales, realizados por el servicio de salud tanto en el 

ámbito de atención primaria como de atención especializada. 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2002-22188#a15
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2002-22188#a15
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2002-22188#a15
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de salud tanto en el ámbito de atención primaria como de 

atención especializada. 

 

2. La historia clínica tendrá como fin principal facilitar la 

asistencia sanitaria, dejando constancia de todos aquellos 

datos que, bajo criterio médico, permitan el conocimiento 

veraz y actualizado del estado de salud. 

 

El contenido mínimo de la historia clínica será el siguiente: 

 

a) La documentación relativa a la hoja clínicoestadística. 

 

b) La autorización de ingreso. 

 

c) El informe de urgencia. 

 

d) La anamnesis y la exploración física. 

 

e) La evolución. 

 

f) Las órdenes médicas. 

 

g) La hoja de interconsulta. 

 

h) Los informes de exploraciones complementarias. 

 

i) El consentimiento informado. 

 

j) El informe de anestesia. 

 

2. La historia clínica tendrá como fin principal facilitar la 

asistencia sanitaria, dejando constancia de todos aquellos datos 

que, bajo criterio médico, permitan el conocimiento veraz y 

actualizado del estado de salud. 

 

El contenido mínimo de la historia clínica será el siguiente: 

 

a) La documentación relativa a la hoja clínicoestadística. 

 

b) La autorización de ingreso. 

 

c) El informe de urgencia. 

 

d) La anamnesis y la exploración física. 

 

e) La evolución. 

 

f) Las órdenes médicas. 

 

g) La hoja de interconsulta. 

 

h) Los informes de exploraciones complementarias. 

 

i) El consentimiento informado. 

 

j) El informe de anestesia. 

 

k) El informe de quirófano o de registro del parto. 
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k) El informe de quirófano o de registro del parto. 

 

l) El informe de anatomía patológica. 

 

m) La evolución y planificación de cuidados de enfermería. 

 

n) La aplicación terapéutica de enfermería. 

 

ñ) El gráfico de constantes. 

 

o) El informe clínico de alta. 

 

Los párrafos b), c), i), j), k), l), ñ) y o) sólo serán exigibles en 

la cumplimentación de la historia clínica cuando se trate de 

procesos de hospitalización o así se disponga. 

 

3. Cuando se trate del nacimiento, la historia clínica 

incorporará, además de la información a la que hace 

referencia este apartado, los resultados de las pruebas 

biométricas, médicas o analíticas que resulten, en su caso, 

necesarias para determinar el vínculo de filiación con la 

madre, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente. 

 

4. La historia clínica se llevará con criterios de unidad y de 

integración, en cada institución asistencial como mínimo, 

para facilitar el mejor y más oportuno conocimiento por los 

 

l) El informe de anatomía patológica. 

 

m) La evolución y planificación de cuidados de enfermería. 

 

n) La aplicación terapéutica de enfermería. 

 

ñ) El gráfico de constantes. 

 

o) El informe clínico de alta. 

 

Los párrafos b), c), i), j), k), l), ñ) y o) sólo serán exigibles en la 

cumplimentación de la historia clínica cuando se trate de 

procesos de hospitalización o así se disponga. 

 

3. Cuando se trate del nacimiento, la historia clínica incorporará, 

además de la información a la que hace referencia este apartado, 

los resultados de las pruebas biométricas, médicas o analíticas 

que resulten, en su caso, necesarias para determinar el vínculo 

de filiación con la madre, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente. 

 

4. La historia clínica se llevará con criterios de unidad y de 

integración, en cada institución asistencial como mínimo, para 

facilitar el mejor y más oportuno conocimiento por los facultativos 

de los datos de un determinado paciente en cada proceso 

asistencial. 
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facultativos de los datos de un determinado paciente en cada 

proceso asistencial. 

 

5. Cuando la atención sanitaria prestada lo sea a 

consecuencia de violencia ejercida contra personas menores 

de edad, la historia clínica especificará esta circunstancia, 

además de la información a la que hace referencia este 

apartado. 

 

 

Disposición final decimocuarta. Modificación de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias. 

 

Modificación Ley de ordenación de las profesiones sanitarias, del art.  

Se añade una disposición transitoria séptima.  

 

 

Artículo que 

se modifica 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley de ordenación de las profesiones 

sanitarias. 

 

 

Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las 

profesiones sanitarias. 

 

Artículo 17 Ley 

de ordenación 

profesiones 

sanitarias 

 

 

Artículo 17. Expedición del título de especialista. 

 
1. Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud serán 

expedidos por el Ministerio de Sanidad. 

 

2. La obtención del título de especialista requiere: 

 

 

Artículo 17. Expedición del título de especialista. 

 

1. Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud serán 

expedidos por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. 

 

2. La obtención del título de especialista requiere: 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2003-21340
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2003-21340
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a) Estar en posesión del título de Licenciado o Diplomado 

Universitario que, en cada caso, se exija. 

 

b) Acceder al sistema de formación que corresponda, así como 

completar éste en su integridad de acuerdo con los programas 

de formación que se establezcan, sin perjuicio de lo 

establecido en el artículo 23 de esta ley para el supuesto de 

nueva especialización. 

 

c) Superar las evaluaciones que se determinen y depositar los 

derechos de expedición del correspondiente título. 

 

a) Estar en posesión del título de Licenciado o Diplomado 

Universitario que, en cada caso, se exija. 

 

b) Acceder al sistema de formación que corresponda, así como 

completar éste en su integridad de acuerdo con los programas de 

formación que se establezcan, sin perjuicio de lo establecido en el 

artículo 23 de esta ley para el supuesto de nueva especialización. 

 

c) Superar las evaluaciones que se determinen y depositar los 

derechos de expedición del correspondiente título. 

 

 

Nueva disposición transitoria 

séptima Ley de ordenación 

profesiones sanitarias 

 

 

Disposición transitoria séptima. Expedición de títulos de especialista en Ciencias de la Salud. 

 

Los procedimientos de expedición de títulos iniciados con anterioridad al 1 de enero de 2022 y aún en curso, 

seguirán siendo tramitados por el Ministerio de Universidades y, por tanto, los títulos serán expedidos por este 

último. 
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Disposición final decimoquinta. Modificación de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. 

 

Modificación de la Ley de jurisdicción voluntaria, del art. 18.  

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley de Jurisdicción Voluntaria. 

 

 

 

Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. 

 

  

Artículo 18. Celebración de la comparecencia. 

 

1. La comparecencia se celebrará ante el Juez o el propio 

Secretario judicial, según quien tenga competencia para 

conocer del expediente, dentro de los treinta días siguientes a 

la admisión de la solicitud. 

 

2. La comparecencia se sustanciará por los trámites previstos 

en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la vista del juicio 

verbal con las siguientes especialidades: 

 

Artículo 18. Celebración de la comparecencia. 

1. La comparecencia se celebrará ante el Juez o el propio 

Secretario judicial, según quien tenga competencia para conocer 

del expediente, dentro de los treinta días siguientes a la admisión 

de la solicitud. 

 

2. La comparecencia se sustanciará por los trámites previstos en 

la Ley de Enjuiciamiento Civil para la vista del juicio verbal con 

las siguientes especialidades: 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-7391
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1.ª Si el solicitante no asistiere a la comparecencia, el Juez o 

el Secretario judicial, dependiendo de a quién corresponda la 

resolución del expediente, acordará el archivo del expediente, 

teniéndole por desistido del mismo. Si no asistiese alguno de 

los demás citados, se celebrará el acto y continuará el 

expediente, sin más citaciones ni notificaciones que las que la 

ley disponga. 

 

2.ª El Juez o el Secretario judicial, según quien presida la 

comparecencia, oirá al solicitante, a los demás citados y a las 

personas que la ley disponga, y podrá acordar, de oficio o a 

instancia del solicitante o del Ministerio Fiscal en su caso, la 

audiencia de aquéllos cuyos derechos o intereses pudieran 

verse afectados por la resolución del expediente. Se 

garantizará, a través de los medios y apoyos necesarios, la 

intervención de las personas con discapacidad en términos 

que les sean accesibles y comprensibles. 

 

3.ª Si se plantearan cuestiones procesales, incluidas las 

relativas a la competencia, que puedan impedir la válida 

prosecución del expediente, el Juez o el Secretario judicial, 

oídos los comparecientes, las resolverá oralmente en el propio 

acto. 

 

4.ª Cuando el expediente afecte a los intereses de una persona 

menor de edad o persona con discapacidad, se practicarán 

también en el mismo acto o, si no fuere posible, en los diez 

1.ª Si el solicitante no asistiere a la comparecencia, el Juez o el 

Secretario judicial, dependiendo de a quién corresponda la 

resolución del expediente, acordará el archivo del expediente, 

teniéndole por desistido del mismo. Si no asistiese alguno de los 

demás citados, se celebrará el acto y continuará el expediente, sin 

más citaciones ni notificaciones que las que la ley disponga. 

 

2.ª El Juez o el Secretario judicial, según quien presida la 

comparecencia, oirá al solicitante, a los demás citados y a las 

personas que la ley disponga, y podrá acordar, de oficio o a 

instancia del solicitante o del Ministerio Fiscal en su caso, la 

audiencia de aquéllos cuyos derechos o intereses pudieran verse 

afectados por la resolución del expediente. Se garantizará, a 

través de los medios y apoyos necesarios, la intervención de las 

personas con discapacidad en términos que les sean accesibles y 

comprensibles. 

 

3.ª Si se plantearan cuestiones procesales, incluidas las relativas 

a la competencia, que puedan impedir la válida prosecución del 

expediente, el Juez o el Secretario judicial, oídos los 

comparecientes, las resolverá oralmente en el propio acto. 

 

4.ª Cuando el expediente afecte a los intereses de un menor o 

persona con capacidad modificada judicialmente, se practicarán 

también en el mismo acto o, si no fuere posible, en los diez días 

siguientes, las diligencias relativas a dichos intereses que se 

acuerden de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal. 
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días siguientes, las diligencias relativas a dichos intereses 

que se acuerden de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal. 

 

La autoridad judicial o el Letrado de la Administración de 

Justicia podrán acordar que la audiencia de la persona menor 

de edad o persona con discapacidad se practique en acto 

separado, sin interferencias de otras personas, debiendo 

asistir el Ministerio Fiscal. En todo caso, se garantizará que 

puedan ser oídas en condiciones idóneas, en términos que les 

sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, 

madurez y circunstancias, recabando el auxilio de 

especialistas cuando ello fuera necesario. 

 

Del resultado de la exploración se levantará en todo caso, acta 

por el Letrado de la Administración de Justicia, expresando 

los datos objetivos del desarrollo de la audiencia, en la que 

reflejará las manifestaciones del niño, niña o adolescente 

imprescindibles por significativas, y por ello estrictamente 

relevantes, para la decisión del expediente, cuidando de 

preservar su intimidad. Si ello tuviera lugar después de la 

comparecencia, se dará traslado del acta correspondiente a 

las personas interesadas para que puedan efectuar 

alegaciones en el plazo de cinco días. 

 

Tanto el Ministerio Fiscal en su informe como la autoridad 

judicial en la resolución que ponga fin al procedimiento 

deberán valorar motivadamente la exploración practicada. 

 

El Juez o el Secretario judicial podrán acordar que la audiencia 

del menor o persona con capacidad modificada judicialmente se 

practique en acto separado, sin interferencias de otras personas, 

pudiendo asistir el Ministerio Fiscal. En todo caso se garantizará 

que puedan ser oídos en condiciones idóneas, en términos que les 

sean accesibles, comprensibles y adaptados a su edad, madurez y 

circunstancias, recabando el auxilio de especialistas cuando ello 

fuera necesario. 

 

Del resultado de la exploración se extenderá acta detallada y, 

siempre que sea posible, será grabada en soporte audiovisual. Si 

ello tuviera lugar después de la comparecencia, se dará traslado 

del acta correspondiente a los interesados para que puedan 

efectuar alegaciones en el plazo de cinco días. 

 

5.ª En la celebración de la comparecencia, una vez practicadas las 

pruebas, se permitirá a los interesados formular oralmente sus 

conclusiones. 

 

6.ª El desarrollo de la comparecencia se registrará en soporte apto 

para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen, de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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En lo no previsto en este precepto, se aplicará lo dispuesto en 

la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 

del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil. 

 

5.ª En la celebración de la comparecencia, una vez practicadas 

las pruebas, se permitirá a los interesados formular 

oralmente sus conclusiones. 

 

6.ª El desarrollo de la comparecencia se registrará en soporte 

apto para la grabación y reproducción del sonido y de la 

imagen, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. 
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Disposición final decimosexta. Modificación de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la Ley Orgánica 

6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

 

Modifica la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, de la disposición transitoria séptima.  

 

 

Artículo que 

se modifica 

 

Modificaciones que introduce la 

Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la 

violencia, en la Ley Orgánica 7/2015 por la que se 

modifica la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 

 

 

Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se 

modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial. 

 

 

Disposición 

transitoria 

séptima  

 

Disposición transitoria séptima. Dilación del requisito de 

especialidad en Medicina Forense para el acceso al Cuerpo 

de Médicos Forenses. 

 

La especialidad en Medicina Legal y Forense, exigida en el 

artículo 475 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 

Poder Judicial, para acceder al Cuerpo de Médicos Forenses, 

no será requisito obligatorio hasta que así lo determine el 

 

Disposición transitoria séptima. Dilación del requisito de 

especialidad en Medicina Forense para el acceso al Cuerpo de 

Médicos Forenses. 

 

La especialidad en Medicina Forense, exigida en el artículo 475 

de esta Ley para acceder al Cuerpo de Médicos Forenses, no será 

requisito obligatorio hasta que así lo determine el Ministerio de 

Justicia, una vez concluyan su formación por el sistema de 

https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/06/05/pdfs/BOE-A-2021-9347.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-8167
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-8167
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-8167
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Ministerio de Justicia, una vez concluyan su formación por el 

sistema de residencia al menos la primera promoción de estos 

especialistas y se haya desarrollado la vía extraordinaria de 

acceso a dicho título según el procedimiento regulado en el 

real decreto que desarrolle el acceso a esta especialidad por el 

sistema de residencia.  

residencia al menos la primera promoción de estos especialistas 

y se haya desarrollado la vía transitoria de acceso a dicho título 

para quienes acrediten una experiencia profesional, como 

funcionario del Cuerpo de Médicos Forenses, no inferior a la 

duración del programa formativo oficial, según el procedimiento 

regulado en la disposición transitoria quinta del Real Decreto 

639/2014, de 25 de julio. 

 

 

NORMATIVA 

Ilustre Colegio de Abogados de Madrid. 
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